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Para fijación de posiciones en relación con los pun- 
tos 40 y 45, sobre el Tratado de Buena Vecindad, 
Amistad y Cooperación entre el Reino de España, 
la República Francesa y el Principado de Andorra 
y el Estatuto del Copríncipe Episcopal, intervienen 
los señores Mardones Sevilla, del Grupo de Coali- 
ción Canaria, y Molíns i Amat, del Grupo Catalán 
(Convergencia i Unió); la señora Rahola i Martínez, 
del Grupo Mixto, y los señores Espasa Oliver, del 
Grupo Federal de Izquierda Unida-Iniciativa per 

Catalunya; Milián Mestre, del Grupo Popular, y 
Puig i Olivé, del Grupo Socialista. 

Se procede a las votaciones de los dictámenes de la 
Comisión de Asuntos Exteriores. 

Se aprueba el dictamen relativo al Canje de Notas 
Constitutivo del Acuerdo entre España y Tailandia 
sobre la modificación del Acuerdo sobre transpor- 
te aéreo entre el Gobierno del Reino de España y 
el Gobierno del Reino de Tailandia, de 6 de septiem- 
bre de 1979, por 296 votos a favor. 

Se aprueba el dictamen sobre Acuerdo Marco de Coo- 
peración Cultural, Científica y Técnica entre el Rei- 
no de España y el Reino Hachemita de Jordania, 
firmado en Ammán el 21 de enero de 1993, por 295 
votos a favor y una abstención. 

Se aprueba el dictamen relativo al Convenio Marco 
de Cooperación Científica, Técnica, Cultural y Edu- 
cativa entre el Reino de España y la República Ar- 
gelina Democrática Popular, hecho en Argel el 5 de 
abril de 1993, por 298 votos a favor. 

Se aprueba el dictamen sobre el Tratado de Buena 
Vecindad, Amistad y Cooperación entre el Reino de 
España, la República Francesa y el Principado de 
Andorra, hecho en Madrid y París el 1 de junio de 
1993 y en Andorra la Vieja el 3 de junio de 1993, 
por 295 votos a favor y dos abstenciones. 

Se aprueba el dictamen relativo al Convenio entre el 
Reino de España y los Estados Unidos Mexicanos 
para evitar la doble imposición en materia de im- 
puestos sobre la renta y el patrimonio y prevenir 
el fraude y la evasión fiscal y su Protocolo Anejo, 
firmado «ad referendurnx en Madrid el 24 de julio 
de 1992, por 292 votos a favor y dos abstenciones. 

Se aprueba el dictamen relativo al Tratado General 
de Cooperación y Amistad entre el Reino de Espa- 
ña y la República Federativa del Brasil y del Acuer- 
do Económico integrante del mismo, firmado «ad 
referendum» en Madrid el 23 de julio de 1992, por 
295 votos a favor. 

Se aprueba el dictamen relativo al Tratado General 
de Cooperación y Amistad entre el Reino de Espa- 
ña y la República Oriental del Uruguay y Anejo, así 
como el Acuerdo Económico integrante del mismo, 
firmado en Madrid el 23 de julio de 1992, por  295 
votos a favor y una abstención. 

Se aprueba el dictamen relativo al Acuerdo para la 
Promoción y Protección Recíprocas de Inversiones 
entre el Reino de España y la República Oriental 
del Uruguay, hecho en Madrid el 7de abril de 1992, 
por 297 votos a favor. 

Se aprueba el dictamen relativo al Acuerdo entre el 
Reino de España y el Principado de Andorra rela- 
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tivo al Estatuto del Copríncipe Episcopal, firma- 
do e n  Madrid el 23 de julio de 1993, por 295 votos 
a favor y una abstención. 

Se aprueba el dictamen relativo al Acta por la que 
se modifica el Protocolo sobre los Estatutos del 
Banco Europeo de Inversiones y se faculta al Con- 
sejo de Gobernadores para crear un Fondo Eu- 
ropeo de Inversiones, firmada e n  Bruselas el 25 de 
marzo de 1993, por 295 votos a favor y una abs- 
tención. 
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cional, es aprobado por 294 votos a favor y una abs- 
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de los ferrocarriles de vía estrecha (FEVE) corres- 
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E n  defensa de la enmienda de totalidad de texto al- 
ternativo presentada por el Grupo Popular inter- 
viene el señor Cortés Martin, manifestando que en  
el debate de convalidación del Real Decreto-ley ya 
dijeron que el cine español necesitaba menospolí- 
tica y, en  cualquier caso, otra política. También di- 
jeron y reiteran ahora que el deseo del Partido 
Popular es que el cine español cuente con un mar- 
co legal favorable y estable que le permita salir de 
la terrible crisis a que le han  llevado once años de 
política socialista. Este es el sentido del texto alter- 
nativo que presentan hoy a la Cámara, señalando 
que, a diferencia del Decreto-ley, fruto de negocia- 
ciones bilaterales nocturnas, es un texto que han 
consultado con todos los sectores del cine y, como 
consecuencia de esas conversaciones, recoge mu- 
chas medidas que el Gobierno no incorporó a su 
propuesta, incluso después de haber sido anuncia- 
das por la propia señora Ministra de Cultura. 
Agrega que el texto de su Grupo supone una ley de 
fomento al cine español, para lo cual no se quedan 
e n  las cuotas y las subvenciones sino que van más 
allá, con medidas incentivadoras, estímulos fis- 
cales, desgravaciones, medidas favorecedoras del 
crédito y otras de fomento que no son necesaria- 
mente económicas y que figuran e n  el texto escri- 
to, por lo que hace gracia a SS.  SS.  de la enume- 
ración de las mismas. Junto a dichas medidas pi- 
den una regulación del control de taquilla, para 
que sea posible una correcta protección de todos 
los derechos en juego, y una concreción para el ci- 
ne español de la k y  de Defensa de la Competen- 
cia, para impedir prácticas que vulneran e n  este 
sector la libre competencia 
Destaca como diferencias fundamentales, entre 
otras muchas, en  relación con el proyecto del Go- 
bierno las cuestiones relativas a las licencias de do- 
blaje y a las subvenciones, al considerar que ambas 
han sido las causas esenciales de la crisis del cine 
español y los dos instrumentos que más ha usado 
el Gobierno para intentar el sometimiento del sec- 
tor. Corregir la tendencia de los últimos once años 
exige liberar al cine español de la servidumbre del 
poder, y eso es precisamente lo que pretenden su- 
primiendo las licencias de doblaje y cambiando las 
subvenciones del proyecto por ayudas automáticas. 
Termina señalando que el texto alternativo presen- 
tado por su Grupo plantea otra política que tiene 
confianza e n  el sector, que vigila el buen uso del 
dinero de los contribuyentes y que concede a los 
espectadores la libertad de elegir. Cree que ésta es 
la política que el cine español necesita y espera que 
cuente con el apoyo de la mayoría de la Cámara. 

E n  turno en  contra interviene, en  nombre del Grupo 
Socialista, el señor Clotas i Cierco, manifestando 
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que, a tenor de la intervención que acaban de oír, 
cuesta creer que el Grupo Popular haya reflexiona- 
do sobre el tema que les ocupa esta mañana, cali- 
ficando la intervención en  cuestión de charlotada, 
sin que haya expuesto ningún argumento nuevo a 
los ya expresados recientemente en  esta misma tri- 
buna con motivo del debate sobre el Decreto-ley. 
Presentan una catastrofista situación del cine es- 
pañol, que achacan a una política a la que el en- 
mendante tampoco es capaz de presentar ninguna 
alternativa, dedicando escasos minutos a la defen- 
sa de lo que es el motivo de este debate, es decir, 
la enmienda de totalidad del Grupo Popular. Agre- 
ga que se trata de una enmienda que para el Gru- 
p o  Socialista ypara la inmensa mayoría del sector 
cinematográfico merece tres calificativos, como 
que es una propuesta deficiente, insuficiente e im- 
prudente. Insuficiente, porque en  lugar de abordar 
los problemas inaplazables de nuestra cinemato- 
grafía y, sobre todo, poner de acuerdo nuestra le- 
gislación con la comunitaria, se dedica a otras 
cuestiones, y deficiente e imprudente porque en  
realidad lo que hace el Grupo Popular es recoger 
algunas normas, ya presentadas por la señora Mi- 
nistra y que incluso están e n  el proyecto en trámi- 
te, introduciendo algún cambio sin saber por qué, 
realizando una especie de refrito, con el objetivo 

Concluye manifestando que el Grupo Socialista, na- 
turalmente, se opondrá a la enmienda del Grupo 
Popular, en  lo cual se siente apoyado por la Cáma- 
ra y, sobre todo, por el sector cinematográfico, que 
apoya el proyecto de ley presentado por el Gobier- 
no en  cuanto que contiene medidas inaplazables 
que deben sostener para ayudar al cine español y 
también para poner nuestra legislación al día con 
la legislación comunitaria. 

Replica el señor Cortés Martín, duplicando el señor 
Clotas i Cierco. 

Para fijación de posiciones intervienen los señores 
Mardones Sevilla, del Grupo Coalición Canaria; 
González de Txabarri Miranda, del Grupo Vasco 
(PNV); Baltá i Llopart, del Grupo Catalán (Conver- 
gencia i Unió), y Alcaraz Masats, del Grupo Fede- 
ral de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya. 

Por alusiones del señor Alcaraz Masats, hace uso de 
la palabra el señor Robles Fraga. 

Sometida a votación, se rechaza la enmienda de to- 
talidad del Grupo Popular por 125 votos a favor, 172 
e n  contra y dos abstenciones. 

, de suprimir las licencias de doblaje. 
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2483 Avocación por el Pleno de proyectos de ley 

Del proyecto de ley de medidas urgentes para la cine- 

matografía. (Procedente del Real Decreto-Ley 
194993, de 10 de diciembre). 

El señor Presidente informa que la Mesa de la Cá- 
mara ha acordado, de conformidad con el artículo 
49.1 del Reglamento, proponer al Pleno la avoca- 
ción de la deliberación y votación final del proyec- 
to de ley de medidas urgentes para la cinema- 
tografía. 

Se aprueba por asentimiento dicha avocación. 

Proyecto de ley de responsabilidad civil por los da- 
ños causados por productos defectuosos. 

E l  señor Presidente informa también que la Mesa, 
oída la Junta de Portavoces, ha acordado igualmen- 
te proponer al Pleno la avocación de la delibe- 
ración y votación final del proyecto de ley de res- 
ponsabilidad civil por los daños causados por pro- 
ductos defectuosos. 

Se aprueba por asentimiento dicha avocación. 
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Presenta el proyecto, e n  nombre del Grupo Socialis- 
ta, el señor Ministro de Justicia (Belloch Julbe). Se- 
ñala que  no va a realizar un e x a m e n  
pormenorizado de la Ley Orgánica del Poder Judi- 
cial cuya modificación propone a la Cámara por- 
que los señores Diputados la conocen bien, como 
lo demuestran las enmiendas parciales que han  
presentado buen número de grupos parlamentarios 
y que son una garantía de que el proyecto de ley 
saldrá mejorado de la Cámara, dado que, en  sus 
grandes líneas, dichas enmiendas son perfectamen- 
te asumibles por el Gobierno, ya que, efectivamen- 
te, tienden a mejorar el proyecto. Desea dar las 
gracias a los grupos enmendantes que, aceptando 
el pacto de Estado ofrecido por el Gobierno, han 
contribuido de manera directa a crear las propias 
líneas maestras de la reforma, por  lo que espera 
que consideren que esta ley es también suya. 
A continuación procede a exponer algunas de las 
líneas centrales del proyecto, afirmando que enca- 
ja dentro de una de las orientaciones fundamen- 
tales de la política del Gobierno en materia de 
justicia, cual es iniciar el proceso de transferencia 
de competencias desde el Poder Ejecutivo al Con- 
sejo General del Poder Judicial. Entre tales trans- 
ferencias menciona, en  primer lugar y en  concreto, 
un viejo tema que ha sido durante muchos años 
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polémico, cual es  la competencia para la selección 
de jueces y magistrados, vieja y legítima aspiración 
del Consejo General. El proyecto supone, asimismo, 
introducir mejoras e n  el propio mecanismo de se- 
lección fijado ya normativamente. Expone esque- 
máticamente el contenido de estas mejoras, para 
pasar seguidamente a un segundo bloque de temas 
que plantea la presente Ley y que tienen una inci- 
dencia directa e importante en  el funcionamiento 
diario y cotidiano de los tribunales. Se trata con- 
cretamente del conjunto de medidas que procuran 
limitar la movilidad excesiva de jueces y rnagistra- 
dos en  el ejercicio de su función jurisdiccional. 
A continuación expone a la Cámara el contenido 
de la figura del Juez Adjunto que se introduce en  
el proyecto de ley, manifestando que, por  un lado, 
se concibe como uno de los períodos obligatorios 
del proceso formativo inmediatamente posterior a 
la oposición, con pretensión además de que sea ex- 
tenso en  el tiempo, procurando garantizar que un 
juez o magistrado no vaya directamente de la opo- 
sición al ejercicio de la función jurisdiccional si- 
no que pase un período extenso de tiempo 
practicando su oficio con otro juez. Al mismo tiem- 
p o  existe otra posibilidad, que prevé la ley, de uso 
alternativo del juez adjunto en  planes de ayuda y 
de urgencia frente a situaciones de crisis. 
Por otro lado se modifica y mejora el régimen de 
magistrados suplentes, de jueces sustitutos y de 
provisión temporal, a través de una serie de medi- 
das que garantizan que todo el proceso tiene que 
estar especialmente motivado en  una posición de 
absoluta igualdad respecto a los magistrados ti- 
tulares. 
Como punto central de la reforma destaca la mo- 
dificación en  profundidad del régimen disciplina- 
rio de jueces y magistrados, ya que parece evidente 
que la sociedad reclama un mayor rigor en  el con- 
trol de las conductas de aquéllos. No  puede existir 
ni independencia ni responsabilidad sin un adecua- 
do régimen disciplinario. E n  este sentido, la refor- 
m a  se orienta a un mayor rigor en  la exigencia de 
las responsabilidades disciplinarias a través de di- 
versos instrumentos o mecanismos. Se extiende en  
la exposición de las medidas disciplinarias previs- 
tas en  el proyecto de ley, aludiendo seguidamente 
a otra serie de cuestiones contempladas e n  el pro- 
yecto, como es la potestad reglamentaria externa 
del Consejo General del Poder Judicial. 
Concluye mencionando la autonomía presupues- 
taria del Consejo General en  los términos que son 
razonables, es decir, la capacidad de elaborar el 
proyecto correspondiente para su unión a los Pre- 
supuestos Generales del Estado, la capacidad pa- 
ra fijar directrices de ejecución y su fiscalización 
antes de remitirla al Tribunal de Cuentas. 

Afirma que se hallan ante una reforma que es ur- 
gente y, al mismo tiempo, de gran calado político, 
al permitir al Consejo General del Poder Judicial 
tener los instrumentos necesarios para que pueda 
asumir sus responsabilidades, así como garantizar 
que no puedan existir comportamientos impunes 
por parte de jueces y magistrados. 
E n  cuanto a la enmienda de totalidad del G m p o  
Popular, el Gobierno, ciertamente, desea decir que 
les parece la expresión política de una soledad bus- 
cada de propósito, e n  una actitud manifiestamen- 
te hostil por parte de ese Grupo a colaborar con el 
resto de esta Cámara en  la realización de este pac- 
to de Estado en  materia de Justicia. Se atrevería 
a pedirles que abandonen su soledad. 

E n  defensa de la enmienda de totalidad de texto al- 
ternativo presentada por el Grupo Popular inter- 
viene el señor Trillo-Figueroa Martínez-Conde, 
manifestando que mal comienzo ha tenido el Mi- 
nistro de Justicia con su apelación final al Grupo 
Popular aludiendo a la hostilidad y soledad que de- 
muestra con su texto alternativo. Coinciden con el 
señor Ministro en  que la materia del proyecto es 
de Estado y necesita un tratamiento de consenso. 
Dice el señor Ministro que hay que reformar la se- 
lección y formación de los jueces y también están 
de acuerdo en  que hay que reformar el régimen dis- 
ciplinario, el régimen de los suplentes, sustitutos 
y de provisión temporal, y cómo no van a estar de 
acuerdo si ya en  1985 se lo dijeron a su antecesor, 
el señor Ledesma. Por tanto, completamente de 
acuerdo en  la necesidad de la reforma y también 
en  que se trata de una reforma parcial y urgente. 
Precisamente por  ello han presentado el texto al- 
ternativo, porque la reforma es demasiado parcial 
para ser de Estado y demasiado urgente para me- 
recer un pacto. Pregunta en  qué ha participado el 
Grupo Popular, que representa a ocho millones dos- 
cientos mil españoles, en  la redacción de este pro- 
yecto para que se hable ya de soledad y de exclusión 
de un pacto. El texto alternativo que presentan no 
va buscando la confrontación sino el diálogo, in- 
cluso al entendimiento pero para ello hay que ve- 
nir con otras actitudes a esta Cámara, que es donde 
se hacen los pactos de Estado y no fuera de ella. 
Al Grupo Popular le parece muy bien que se devuel- 
van al Consejo General las competencias que le sus- 
trajeron precisamente gobiernos anteriores de don 
Felipe González, como son la selección, formación, 
perfeccionamiento, potestad reglamentaria e inclu- 
so diría que se le diese la disciplinaria sobre los 
agentes; todo esto les parece muy  bien. Pero tam- 
bién habrán de hablar de la composición de ese 
Consejo, porque, sino, se puede producir un efecto 
perverso al tratarse de un órgano que, por su siste- 
ma de elección, según todas las encuestas, está des- 
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prestigiado, por lo que si se le añaden nuevas com- 
petencias sin tocar su composición el desprestigio 
puede ser mayor. 
El propio Tribunal Constitucional aconsejó, e n  la 
sentencia dictada e n  su día, la sustitución del ac- 
tual sistema de elección, como todos los señores 
Diputados conocen. 
Pregunta por qué sostienen un sistema de elección 
que va contra el sentido común, contra el sentir de 
la ciudadanía, contra el de la mayoría de los jue- 
ces y el de la opinión pública. Esto le ha llevado 
al Grupo Popular a presentar una alternativa, que 
es volver al sistema de 1980. Podría decirse que no 
les gusta, como se ha dicho muchas veces en la Cá- 
mara, y el Grupo Popular quiere anunciar que es- 
tá dispuesto a cualquier otra fórmula que respete 
el contenido de la Constitución y el mandato del 
Tribunal Constitucional, pero, e n  reciprocidad, pi- 
den que acepten que sobre este tema hay que vol- 
ver a hablar, que no se cierren e n  el mantenimiento 
de ese sistema, que está desprestigiado y dañando 
el crédito del Consejo General del Poder Judicial, 
que es tanto como decir la independencia y la con- 
fianza de los españoles en  el gobierno de sus jueces. 
Apunta, además, algunas correcciones, propugnan- 
do  una mayoría reforzada para la adopción de 
determinados acuerdos que son trascendentes, y 
añade más, como es que se traiga aquí a los candi- 
datos para evitar problemas de responsabilidad po- 
lítica de los vocales del Consejo, como el surgido 
recientemente, evitando que sea el único gobierno 
de un poder del Estado que no dilucida su respon- 
sabilidad ante nadie. 
El segundo gran capítulo de la alternativa del Gru- 
p o  Popular se Efiere a la consecución de jueces pro- 
fesionalmente competentes, que tengan prestigio 
profesional, cuestión en  la que el Gobierno y la opo- 
sición tienen el mismo objetivo y e n  la que han de 
coincidir necesariamente. Sobre este particular, 
hay que reformar el sistema de selección y de for- 
mación y considera m u y  bueno que el Ministerio 
de Justicia deje de ser el responsable, asumiendo 
esta tarea el Consejo General. S in  embargo, es una 
condición necesaria pero no suficiente. E n  relación 
con este sistema de selección alude al elevado por- 
centaje de jueces no reclutados por el sistema de 
oposición y termina resaltando la omisión e n  el 
proyecto de ley de algo tan importante como es el 
derecho a la indemnización por error judicial y el 
anormal funcionamiento de la Administración de 
Justicia. Está vigente una regulación que tacha de 
insuficiente y defectuosa y de ahí que propongan 
un sistema de reparación del error judicial, am- 
pliando la restrictiva doctrina legal del Consejo 
General del Poder Judicial, estableciendo un pro- 
cedimiento específico al efecto. 

Finaliza el señor Trillo reiterando que su alterna- 
tiva pretende el encuentro. Quieren jueces indepen- 
dientes, competentes y responsables, en  lo que está 
seguro que habrán de coincidir con los demás Gru- 
pos parlamentarios. 

En turno e n  contra interviene, en  representación del 
Grupo Socialista, el señor Barrero López, que ex- 
pone su postura contraria al texto alternativo pre- 
sentado por el Grupo Popular. El Grupo Socialista, 
al apoyar las medidas urgentes de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial, no hace otra cosa e n  este mo- 
mento que apoyar uno medida del Gobierno que 
el Partido Socialista presentó, bajo el epígrafe del 
impulso democrático, a los electores el 6 de junio 
y que, lógicamente, tiene la obligación de ejecutar 
como consecuencia del contrato con la sociedad en  
esa fecha. Una de las primeras medidas del impul- 
so democrático es precisamente ésta, mediante la 
cual se aumenta el nivel de competencias del Con- 
sejo General del Poder Judicial, el nivel de compe- 
tencias e n  la selección de jueces, e n  la capacidad 
presupuestaria, e n  la capacidad de reglamentación 
externa y en  la capacidad disciplinaria fundamen- 
ta 1 mente. 
Asimismo ratifica su Grupo la oferta de pacto que 
el Ministro de Justicia presentó a esta Cámara en  
sesión de la Comisión de Justicia celebrada a me- 
diados de octubre. E n  ella, el Ministro ofrecía a to- 
dos los Grupos parlamentarios un pacto de Estado 
en materia de justicia y piensan que era lógico tam- 
bién esa vía del diálogo y consenso e n  relación con 
las medidas urgentes que ahora contemplan, rei- 
vindicadas desde hace tiempo por las asociaciones 
y el Consejo General, con independencia de que, 
e n  trámites parlamentarios posteriores, se esfuer- 
cen e n  el perfeccionamiento de las mismas. 
Ocurre, sin embargo, que la inmensa mayoría de 
los Grupos parlamentarios ha respondido a esta 
oferta de pacto, seria y no partidista, con sus apor- 
taciones, pero no así el Grupo Popular, por lo que 
allá él con su responsabilidad política, al margen 
de las cosas que pueda decir en esta tribuna con 
un doble lenguaje. Pregunta que si la inmensa ma- 
yoría de las aportaciones que hace el Gobierno 
vienen pactadas, qué camino le queda al Grupo Po- 
pular para presentar un texto alternativo. Parece 
lógico que sólo podía apoyarse e n  aquellas cuestio- 
nes que han  sido objeto de expresas reservas por 
determinadas asociaciones de carácter profunda- 
mente conservador para hacer ver al pueblo espa- 
ñol que su texto alternativo tenía algún significado, 
dificil camino, máxime cuando todos conocen que, 
e n  muchas ocasiones, ignoran si representan de 
verdad a unos votos concretos, a una parte al me- 
nos de la soberanía o exclusivamente a un gremio, 
una corporación o una asociación. 
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E n  cuanto al texto alternativo del Grupo Popular, 
dice que se fundamenta, de acuerdo con las reser- 
vas de esas asociaciones, en  cuatro puntos funda- 
mentales, como son, primero, la designación de 
Vocales del Consejo General del Poder Judicial; se- 
gundo, el régimen de los magistrados suplentes; ter- 
cero, los sistemas de elección, y, por último, los 
temas disciplinarios. Expone algunas considera- 
ciones en  torno a dichos cuatros puntos fundamen- 
tales, sobre los que, por lo demás, han debatido 
ampliamente en  la Cámara, calificando al texto al- 
ternativo del Grupo Popular de innecesario, ade- 
más de corporativistas, razones por las que no 
pueden votar a favor del mismo. 

Replica el señor Trillo-Figueroa Martínez-Conde, du- 
plicando el señor Barrero López. 

Para fijación de posiciones, intervienen los señores 
Albistur Marín, del Grupo Mixto; Olarte Cullen, 
del Grupo de Coalición Canaria; Olabarna Muñoz, 
del Grupo Vasco (PNV); Camp i Batalla, del Grupo 
Catalán (Convergencia i Unió), y señora Aguilar Ri- 
vera, del Gmpo  Federal de Izquierda Unida-lni- 
ciativa per Catalunya. 

Sometida a votación, se rechaza la enmienda de to- 
talidad del Grupo Popularpor 119 votos a favor, 169 
e n  contra y una abstención. 
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El  señor Costa Costa, en  nombre del Grupo Socialis- 
ta, da por defendida la enmienda en  sus propios 
términos y la somete al debate subsiguiente en  el 
próximo trámite en  la Cámara. 

Sometida a votación la enmienda de totalidad de tex- 
to alternativo, es aprobada por 287 votos a favor 
y uno e n  contra. 
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El señor Presidente recuerda que queda pendiente 
del orden del día la convalidación o derogación de 
Reales Decretos-leyes. Pregunta a la Cámara si 
aprueba que pasen a debatir ahora este punto. 

El señor Fernández-Miranda y Lozana, en  nombre del 
Grupo Popular, manifiesta que aceptan la modifi- 
cación del orden del día en  esta ocasión, pero ad- 
virtiendo que les parece una falta de consideración 
y de respeto muy  importante hacia la Cámara el 
hecho de que un Ministro del Gobierno no esté pre- 
sente en  su momento para la defensa de una inicia- 
tiva del mismo. De ahí que consideren excepcional 
esta modificación, que, si se repite en  ocasiones fu- 
turas haría que el punto del orden del día afecta- 
do tuviera que verse e n  otra ocasión. 

E n  nombre del Gobierno, el señor Ministro de Obras 
Públicas, Tmnsportes y Medio Ambiente (Borre11 
Fontelles) comienza expresando sus más sentidas 
disculpas a la Cámara por no haber podido estar 
presente a la hora en  que había sido convocado 
para defender el Decreto-ley. Lo siente, sobre todo 
cuando es uno de los ministros que con más dedi- 
cación y continuidad asisten al Parlamento, cosa 
que hace con muchísimo gusto. 
E n  relación con el Decreto-ley, manifiesta que la 
persistencia de las adversas condiciones clima- 
tológicas actuales recomienda, con carácter de 
urgencia, adoptar medidas que ayuden a paliar 
los efectos producidos por la sequía. El trienio 
1991-1993 es, sin género de dudas, el más seco del 
presente siglo en  la mayor parte del centro y del 
sur de la península, afectando fundamentalmente 
a las cuencas del Guadiana, Guadalquivir sur, Se- 
gura y Júcar, además de Baleares. Las precipitacio- 
nes se han producido de forma m u y  desigual, 
provocando inundaciones en  la mitad norte de Es- 
paña, pero manteniendo a la mitad sur y a Balea- 
res e n  una situación de sequía e n  ocasiones peor 
a la del año pasado. Frente a esta situación, ante 
la que nada puede hacer el Gobierno, es necesario 
adoptar una serie de actuaciones correctoras, en- 
tre las que figuran el Decreto-ley para la moratoria 
en  el pago de las tarifas de agua y una transferen- 
cia de caudales en la cuenca del Almanzora. Justi- 
fica la moratoriapara las tarifas de utilización del 
agua en  las dificultades económicas que supondría 
para los agricultores el abono conjunto y simultá- 
neo de todas las exacciones pendientes en  el pri- 
mer ejercicio en  el que se modifique la actual 
situación climática, y la segunda de las medidas 
contempladas en  el Decreto-ley, e n  el hecho de que 
el embalse del Almanzora constituye una impor- 
tantísima fuente de recursos para combatir la ari- 
dez de aquella zona. Se justifica el trasvase e n  la 
situación actual en  que se encuentra la cuenca del 
Segura, que califica de dramática. 

Para fijación de posiciones hacen uso de la palabra 
los señores Andreu Andreu, del Grupo Federal de 
Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya; Arque- 
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ros Orozco, del Grupo Popular, y Amate Rodríguez, 
del Grupo Socialista. 

Sometida a votación, se aprueba la convalidación del 
Real Decreto-ley, por 251 votos a favor. 

Se levanta la sesión a las dos y cincuenta y cinco mi- 
nutos de la tarde. 

Se reanuda la sesión a las nueve y cinco minutos de 
la mañana, con carácter secreto. 

DICTAMENES DE LA COMISION DEL ESTATUTO DE 
LOS DIPUTADOS (Sesión secreta.) 

- DICTAMEN DE LA COMISION DEL ESTATUTO DE 
LOS DIPUTADOS SOBRE DECLARACIONES DE 
ACTIVIDADES DE EXCELENTISIMOS SENORES 
DIPUTADOS (Números de expedientes 41000071, 
410001 11, 41000202, 41000228, 41000178, 41000267, 
41000244, 41000105 y 41000106) 

Se somete a votación el dictamen de la Comisión del 
Estatuto de los Diputados, que es aprobada 

Se reanuda la sesión con carácter público. 

CONVALIDACION O DEROGACION DE REALES 
DECRETOS-LEYES: 

- REAL DECRETO-LEY 2/1994, DE 4 DE FEBRERO, 
POR EL QUE SE ACUERDAN MORATORIAS EN 
LAS TARIFAS DE UTILIZACION DEL AGUA Y UNA 

CA DEL ALMANZORA (Número de expediente 
1301000013) 

TRANSFERENCIA DE CAUDALES EN LA CUEN- 

El señor PRESIDENTE Punto séptimo del orden del 
día, convalidación o derogación de Reales Decretos-le- 
yes. 

Real Decreteley 2/1994, de 4 de febrero, por el que 
se acuerdan moratorias en las tarifas de utilización del 
agua y una transferencia de caudales en la cuenca del 
Almanzora. (Pausa prolongada al no encontrarse nin- 
gún miembro del Gobierno en el banco azul.-Rumores 
y fuertes protestas.) 

El señor PRESIDENTE: Silencio, señorías. (Conti- 
núan los rumores y las fuertes protestas.) 

El señor FERNANDEZ-MIRANDA Y LOZANA: Señor 
Presidente, nuestro grupo desea fijar su posición. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a aguardar a que el 
Gobierno esté en condiciones de presentar el Decreto- 
ley y después pasaremos a los turnos de fijación de po- 
siciones. (Rumores.) Silencio, seíiorías. (Continúan los 
rumores y las protestas.) i Señorías, guarden silencio! 

En cualquier caso, el tiempo de la Cámara debemos 
utilizarlo en beneficio de: nuestro trabajo. 

Vamos a pasar al siguiente punto del orden del día. 
(Rumores .) 

DICTAMENES DE LA COMISION DE ASUNTOS EX- 

CIONALES: 
TERIORES SOBRE CONVENIOS INTERNA- 

CANJE DE NOTAS Constitutivo del Acuerdo entre Es- 
paña y Tailandia sobre la modificación del Acuerdo so- 
bre transporte aéreo entre el Gobierno del Reino de 
España y el Gobierno del Reino de Tailandia, de 6 de 
septiembre de 1979. «Boletín Oficial de las Cortes Ge- 
nerales», Serie C, número 41.1, de 8 de noviembre de 
1993. (Número de expediente 110/000034) 

CONVENIO entre el Reino de España y la República 
Argentina para evitar la doble imposición y prevenir la 
evasión fiscal en materia de impuestos sobre la renta 
y sobre el patrimonio y de su Protocolo Anejo, hecho 
en Madrid el 21 de julio de 1992. «Boletín Oficial de las 
Cortes Generales,,, Serie C, número 42.1, de 8 de noviem- 
bre de 1993. (Número de expediente 110/000035) 

ACUERDO Marco de Cooperación Cultural, Técnica, 
Científica y Técnica entre el Reino de España y el Rei- 
no Hachemita de Jordania, firmado en Ammán el 21 de 
enero de 1993. «Boletín Oficial de las Cortes Genera- 
les», Serie C, número 43.1, de 8 de noviembre de 1993. 
(Número de expediente 110/000037) 

CONVENIO Marco de Cooperación Científica, Técni- 
ca, Cultural y Educativa entre el Reino de España y la 
República Argelina Democrática Popular, hecho en Ar- 
gel el 5 de abril de 1993. «Boletín Oficial de las Cortes 
Generales», Serie C, número 44.1, de 8 de noviembre de 
1993. (Número de expediente 110/000038) 

TRATADO de Buena Vecindad, Amistad y Coopera- 
ción entre el Reino de España, la República Francesa 
y el Principado de Andorra, hecho en Madrid y París 
e1 1 de junio de 1993 y en Andorra la Vieja el 3 de junio 
de 1993. .Boletín Oficial de las Cortes Generales», Se- 
rie C, número 45.1, de 23 de noviembre de 1993. (Nú- 
mero de expediente 110/000039.) 

CONVENIO entre el Reino de España y los Estados 
Unidos Mexicanos para evitar la doble imposición en 
materia de impuestos sobre la renta y el patrimonio y 
prevenir el fraude y la evasión fiscal y su Protocolo Ane- 
jo, firmado «ad referendum,, en Madrid el 24 de julio 
de 1992. «Boletín Oficial de las Cortes Generales», Se- 
rie C, número 46.1, de 23 de noviembre de 1993. (Nú- 
mero de expediente 110/000040.) 
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TRATADO General de Cooperación y Amistad entre 
el Reino de España y la República Federativa del Bra- 
sil y del Acuerdo Económico integrante del mismo, fir- 
mado «ad referendum» en Madrid el 23 de julio de 1992. 
«Boletín Oficial de las Cortes Generales», Serie C, nú- 
mero 47.1, de 23 de noviembre de 1993. (Número de ex- 
pediente 110/000041.) 

TRATADO General de Cooperación y Amistad entre 
el Reino de España y la República Oriental del Uruguay 
y Anejo, así como el Acuerdo Económico integrante del 
mismo, firmado en Madrid el 23 de julio de 1992. «Bo- 
letín Oficial de las Cortes Generales,,, Serie C, número 
48.1, de 23 de noviembre de 1993. (Número de expedien- 
te 110/000042.) 

ACUERDO para la Promoción y Protección Recípro- 
cas de Inversiones entre el Reino de España y la Repú- 
blica Oriental del Uruguay, hecho en Madrid el 7 de 
abril de 1992. «Boletín Oficial de las Cortes Generales», 
Serie C, número 49.1, de 23 de noviembre de 1993. (Nú- 
mero de expediente 110/000043.) 

ACUERDO entre el Reino de España y el Principado 
de Andorra relativo al Estatuto del Copríncipe Episco- 
pal, firmado en Madrid el 23 de julio de 1993. «Boletín 
Oficial de las Cortes Generales,,, Serie C, número 50.1, 
de 23 de noviembre de 1993. (Número de expediente 
110/000044.) 

ACTA por la que se modifica el Protocolo sobre los 
Estatutos del Banco Europeo de Inversiones y se faculta 
al Consejo de Gobernadores para crear un Fondo Euro- 
peo de Inversiones, firmada en Bruselas el 25 de mar- 
zo de 1993. «Boletín Oficial de las Cortes Generales», 
Serie C, número 62.1, de 21 de diciembre de 1993. (Nú- 
mero de expediente 110/000056.) 

El señor PRESIDENTE: Dictámenes de la Comisión 
de Asuntos Exteriores sobre convenios internacionales. 

¿Desea algún grupo intervenir en relación con algu- 
no de estos dictámenes? 

El señor FERNANDEZ-MIRANDA Y LOZANA: Señor 
Presidente, tengo una duda: ¿La Presidencia puede al- 
terar -lo pregunto a efectos de conocimiento- el or- 
den del día sin consulta previa al Pleno? 

El señor PRESIDENTE Entiendo, señor Fernández- 
Miranda ... (Rumores.) 

Silencio, señorías. 
La Presidencia, en este momento, y dadas las carac- 

terísticas del punto séptimo del orden del día puede ha- 
cer dos cosas: proponer, por razón del buen desarrollo 
de la sesión de esta mañana, lo que ha propuesto o sus- 
pender la sesión. (Rumores.) 

Señorías ... 

El señor FERNANDEZ-MIRANDA Y LOZANA: Señor 
Presidente, dejamos en manos del buen juicio de la Pre- 
sidencia continuar con la sesión. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Fernández- 
airanda. 

El señor FERNANDEZ-MIRANDA Y LOZANA Soli- 
:itamos turno para fijación de posición en los puntos 
10 y 45: Tratado de Buena Vecindad, Amistad y Coope- 
-ación entre el Reino de España, la República France- 
;a y Andorra y respecto al Estatuto del Copríncipe 
Zpiscopal. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo de Coalición 
Zanaria tiene la palabra el señor Mardones. 

El señor MARDONES SEVILLA: Muchas gracias, se- 
ior Presidente. 

En la Comisión de Asuntos Exteriores, cuando se vie- 
-on los acuerdos y tratados que vienen al Pleno hoy, se 
icordó por todos los portavoces una intervención en 
Pleno y no en la Comisión. El Grupo de Coalición Ca- 
naria lo secundó y lo interpreta para destacar una re- 
levancia de lectura política especial. 

(El señor Vicepresidente, Beviá Pastor, ocupa la Pre- 
sidencia.) 

Vamos a hacer conjuntamente el turno de fijación de 
posición en el Tratado referente a la vecindad, amistad 
y cooperación con el Principado de Andorra y en el Es- 
tatuto del Copríncipe Episcopal. Los vamos a votar fa- 
vorablemente. 

Creemos que la tradición secular de las relaciones 
que han tenido a través de la Mitra de Urge1 el Estado 
Español con respecto al Principado de Andorra y su 
equivalente del Copríncipe, por parte de la República 
Francesa su Presidente, aconsejan en este pequeño en- 
clave, hoy en día país reconocido por las Naciones Uni- 
das, el reconocimiento de España, que no era senci- 
llamente una correlación diplomática con el acuerdo 
de las Naciones Unidas, sino hacer inmediatamente un 
tratado de buena vecindad, amistad y cooperación que 
tan necesario es hoy. 

La defensa de intereses comunes geográficos, comer- 
ciales y culturales, en razón también de su lengua, ha- 
blada en Cataluña, por tanto, una lengua oficial dentro 
del Estado español, aconsejan llevar adelante, con to- 
das las consecuencias positivas y favorables, el apoyo 
a este Tratado que aquí nos reúne. 

Y con respecto al Acuerdo -y termino, señor 
Presidente-, es de significar, nosotros también lo va- 
mos a apoyar favorablemente con nuestro voto, que si 
se ha hecho este reconocimiento del Copríncipe Epis- 
copal, el correspondiente -digamos- a la Mitra de Ur- 
gel, el Estado español, de acuerdo con sus principios 
que inspiran las leyes de protección a las personas, a 
las dignidades y autoridades de cualquier otro país, con 
más razón teniendo su residencia el Copríncipe Epis- 
copal y en este caso Obispo de la Seo de Urge11 en te- 
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rritorio español, debe otorgar el protocolo de protec- 
ción y de dignificación de su importante labor. 

Por estas razones, señor Presidente, Coalición Cana- 
ria votará a favor de este Tratado y de este Acuerdo. 

Nada más y muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gracias, 

Por el Grupo Catalán de Convergencia i Unió tiene 
señor Mardones. 

la palabra el señor Molins. 

El señor MOLINS 1 AMAT Muchas gracias, señor Pre- 
sidente. 

Como observarán S S .  SS.,  el hecho de intervenir en 
el Pleno todos los grupos parlamentarios en el momen- 
to de convalidar con nuestro voto estos dos tratados, 
un Tratado y un Acuerdo con el Principado de Ando- 
rra, ya marca una cierta singularidad respecto a la for- 
ma normal de tramitarse este tipo de tratados y 
acuerdos. Ha sido deseo de todos los grupos parlamen- 
tarios marcar esta singularidad. De hecho, es un trata- 
do con el Principado de Andorra y el mismo Principado 
es un caso singular a nivel mundial, que entendemos 
que nos afecta muy particularmente a todos por su pro- 
ximidad física y territorial, por el hecho de que uno de 
los copríncipes sea un connacional; a algunos, además, 
porque esa proximidad física le ha hecho, incluso, con- 
vertirse en paisaje familiar y a otros por la proximidad 
cultural y por la identidad lingüística. 

Este Tratado trilateral entre el Principado de Ando- 
rra, la República francesa y el Reino de España, de bue- 
na vecindad, amistad y cooperación, trae causa en la 
nueva Constitución andorrana de 1993. Trae causa di- 
rectamente por cuanto, en su disposición adicional pri- 
mera, la Constitución andorrana mandata al Consell 
General y al Govern, con la asociación de los coprin- 
ceps, para negociar con los gobiernos de España y Fran- 
cia la firma de un tratado internacional para establecer 
el marco de las relaciones con los dos estados vecinos, 
sobre la base del respeto a la soberanía, independen- 
cia e integridad territorial de Andorra. Y trae causa en 
la Constitución andorrana indirectamente también, 
porque la nueva Constitución propicia el Tratado. 

Es bien cierto que el respeto a un Estado soberano, 
no permite injerencias incómodas, pero no es menos 
cierto también que la persistencia de un ordenamien- 
to jurídico digamos que excesivamente tradicional no 
facilitaba la conclusión de un Tratado como el actual. 

La nueva Constitución, al residenciar la soberanía en 
el pueblo, en lugar de en los copríncipes, bautizando 
ella misma su régimen político como Coprincipat par- 
lamentari e incorporando a su ordenamiento jurídico, 
por primera vez, los principios del Derecho internacio- 
nal público, universalmente reconocidos, o proclamán- 
dose como un Estado independiente de Derecho, 

democrático y social, ese Estado, que no es nuevo pero 
con una nueva Constitución, puede y debe conseguir 
su objetivo de obtener de los estados vecinos, España 
y Francia, el Tratado de Buena Vecindad, Amistad y 
Cooperación ya firmado :y que hoy procederemos, con 
nuestro voto, a ratificar. 

Igualmente, señor Presidente, ratificaremos hoy el 
acuerdo relativo al Estatuto del Copríncipe Episcopal. 
Así como el primero de los tratados significa, de hecho, 
el reconocimiento de la personalidad internacional de 
Andorra, el segundo regula el Estatuto del Copríncipe 
como persona internacionalmente protegida en terri- 
torio español, en tanto que Jefe de Estado de Andorra. 

Estoy seguro, señorías, de que todos compartimos 
hoy un mismo sentimiento de satisfacción por el Tra- 
tado firmado. Hacemos votos para que seamos capa- 
ces de implementarlo con toda su potencialidad y para 
que el común interés se imponga siempre frente a los 
intereses divergentes que posiblemente existirán tam- 
bién. Nuestro Grupo Parlamentario, al tiempo de feli- 
citarse con toda la Cámara, se compromete hacia el 
futuro para que así sea. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá F’aator): Gracias, 

Señora Rahola, durante un minuto, tiene la palabra. 
señor Molins. 

La señora RAHOLA 1 MARTINEZ: Gracias, señor Vi- 
cepresidente. 

Sólo dos palabras, primero, para expresar, evidente- 
mente, nuestra adhesión a los dos acuerdos. Segundo, 
para decir también que quisiera que en este hemiciclo 
y en este «Diario de Sesiones» quedara escrita nuestra 
felicitación, ya que se habla del Estatuto del Coprínci- 
pe, al Copríncipe de Andorra, que tanto ayudó a la so- 
beranía de Andorra y, finalmente, como gesto simbólico, 
si me lo permite el Vicepresidente, unas palabras en ca- 
talán, puesto que, si Andorra ha podido hablar catalán 
en la ONU, entiendo que la manera de felicitar a Ando- 
rra es hablando catalán también en este hemiciclo. (La 
señora Rahola i Martínez expresa su felicitación en 
catalán.) 

Gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Señora 
Rahola, si desea que figuren esas palabras en el «Dia- 
rio de Sesiones» debe traducirlas o pasar la traducción. 

Muchas gracias. 
Tiene la palabra el señor Espasa. 

El señor ESPASA OLIVER: Señor Presidente, seño- 
ras y señores Diputados, vamos a votar en un solo acto 
dos tratados importantes: el Tratado de Amistad entre 
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la República Francesa, el Reino de España y el Princi- 
pado de Andorra y el Estatuto del Copríncipe. Les anun- 
cio que votando este Estatuto del Copríncipe van a crear 
ustedes una segunda Santa Sede en el mundo; va a ser 
el segundo lugar sagrado con poder temporal y vamos 
a tener el inmenso honor de tener radicada esta nueva 
Santa Sede en España. Por lo tanto, el tema es impor- 
tante y creo que merece la atención de todos. 

Nosotros vamos a votar favorablemente este tratado 
de amistad porque viene a culminar una trayectoria, 
ciertamente larga, protagonizada fundamentalmente 
por el pueblo andorrano, que ha terminado en una 
Constitución democrática y en un Estado plenamente 
de Derecho. 

Quizás valdría la pena recordar algunos hitos muy 
rápidamente. En 1866, Guillem d'Arenys Plandolit con- 
sigue por primera vez el voto para los cabezas de fami- 
lia; en 1933 se proclama una efímera Repúblia 
Andorrana; en 1981, se da fin, de alguna forma, al co- 
principado absoluto, que era una reliquia de poder feu- 
dal y como buena reliquia un ejemplo vivo del poder 
terrenal de la iglesia que durante tantos siglos había 
detentado en Europa -recuerden ustedes el Sacro Im- 
perio RomanoGermánico- tantos otros imperios teo- 
cráticos, en Andorra -y quizá no lo sabíamos- lo 
teníamos aquí, al alcance de la mano y vivo hasta 1981, 
pero el pueblo andorrano se ha ido dotando de meca- 
nismos; ha acudido a las fuerzas políticas francesas, es- 
pañolas, al Consejo de Europa, a asociaciones laicas de 
todo tipo y ha conseguido finalmente, en un proceso 
autoconstituyente, con la colaboración de los coprín- 
cipes francés y eclesiástico, el Obispo de la Seu d'Ur- 
gell, dotarse de una Constitución plenamente 
democrática, aunque, eso sí -lo comentaré después, 
cuando hable del Estatuto del Copríncipe- con algu- 
na «ayuda», poniendo muchas comillas a esta palabra, 
por parte del copríncipe episcopal. Lo veremos después. 

Esto ha permitido unas elecciones plenamente demo- 
cráticas con un sistema proporcional. La elección de 
28 «sindics», 28 representantes de la soberanía popu- 
lar, dos de los cuales nos están escuchando, nos hon- 
ran con su presencia y les quiero saludar desde aquí, 
un «sindic» o Presidente del Parlamento, un c a p  de go- 
vernn y un Gobierno, Gobierno que inmediatamente ha 
establecido este Tratado de Amistad y buena vecindad 
con Francia y España, Gobierno que ahora ostenta la 
representación internacional del Estado soberano que 
es Andorra. 

Por lo tanto, Andorra ha pasado en muy pocos años, 
de un coprincipado feudal a un coprincipado parlamen- 
tario con la soberanía residiendo en el pueblo. Y de es- 
to todos nos hemos de felicitar. 

Andorra ha ingresado como país número 184 en Na- 
ciones Unidas; Andorra pertenece también a otras aso- 
ciaciones internacionales y España -y lo ha dicho- 
igual que la República Francesa, facilitará el ingreso 

de Andorra en todos los organismos internacionales en 
los que este nuevo Estado soberano quiera participar, 
quiera estar y necesite de alguna forma la ayuda de Es- 
paña. Por cierto, en recientes votaciones en Naciones 
Unidas el voto de1 representante andorrano no ha sido 
la primera vez que lo ha ejercido demasiado favorable 
a los intereses de España. 

Hablando del Estatuto del Copríncipe, señoras y se- 
ñores Diputados, con esta declaración de inviolabilidad 
de la persona, como corresponde al Derecho interna- 
cional, e inviolabilidad de los edificios donde el Coprín- 
cipe episcopal ejerce como Jefe de Estado de Andorra, 
como decía antes, vamos a crear una pequeña Santa Se- 
de, una pequeña imagen de lo que son los Estados Pon- 
tificios, unos estados pontificios, muy pequeños pero, 
al fin y al cabo, existentes en España. 

Y aquí se nos presenta a nuestro Grupo, ya que pare- 
ce que otros grupos no quieren abordar este tema, al 
menos cuatro cuestiones problemáticas. Porque, seño- 
rías, recuerden ustedes que el Copríncipe es tres cosas 
a la vez, es Obispo de la Iglesia Católica, Jefe de Esta- 
do de un Estado soberano, Andorra, y es ciudadano es- 
pañol. Y a nosotros se nos presentan algunos problemas 
cuando queremos casar estas tres personalidades de es- 
ta institución y de esta persona: ciudadano español, 
Obispo de la Iglesia Católica, Jefe de Estado de un Es- 
tado soberano. 

Sobre la Iglesia Católica no me voy a pronunciar, no 
es ésta la sede. Sin embargo, nos gustaría conocer, por- 
que no se conoce, si la dispensa que prevé el Derecho 
Canónico reformado del 76 obra en poder de este Jefe 
de Estado al que vamos a reconocer como inviolable. 
Como ciudadano español sí que nos preocupa. Y lo ha- 
bía dicho en la Comisión de Asuntos Exteriores este Di- 
putado que les habla; otros Diputados de la Cámara 
habían presentado mociones e iniciativas para ayudar 
desde fuera, respetando siempre exquisitamente la so- 
beranía del pueblo andorrano, a la promoción de los 
derechos humanos como los teníamos en España. Por 
ejemplo, la libertad sindical, que en España es plena, 
también la queríamos para Andorra, puesto que, como 
saben ustedes, más de 30.000 españoles trabajan en An- 
dorra. Los derechos fundamentales de la persona, co- 
mo el derecho a la libre interrupción del embarazo, 
poner los medios que se quieran para evitar la procrea- 
ción, ligadura de trompas, vasectomía, que en nuestro 
país están despenalizados algunos Diputados creían 
que también era bueno que los tuviesen en Andorra. 

En este sentido, habíamos presentado proposiciones 
no de ley. El punto de anclaje era en qué medida un ciu- 
dadano del Estado español, sujeto a un ordenamiento 
consitucional que permite estas posibilidades, podía, 
como Jefe de Estado de otro Estado, impedir aquellas 
mismas posibilidades. Esta era nuestra preocupación 
y por eso habíamos planteado alguna cuestión. 
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Aunque esto es algo que estamos seguros que los an- 
dorranos sabrán superar, nos preocupa la persistencia 
en el Código Penal andorrano, preconstitucional, de al- 
gunas normas que no casan demasiado con su actual 
Constitución. Nos precoupa también una ley de nacio- 
nalidad muy restrictiva, una ley de nacionalidad que 
impide de forma muy importante el acceso a la nacio- 
nalidad de los residentes en Andorra y que, cuando lo 
consigue, pueden convertirse después, por razones que 
no voy a explicar por cuestión de tiempo, en apátridas 
si pierden la nacionalidad andorrana, porque no se per- 
mite la doble nacionalidad, cuando, en cambio, el co- 
príncipe español y francés sí la tienen. Esta es una 
contradicción importante que valdría la pena señalar. 

Es un país donde el Registro Civil aún es eclesiásti- 
co. Los ciudadanos de Andorra, señorías, si quieren ca- 
sarse civilmente ioh, gran paradoja! deben ir a la Seo 
de Urgell, no pueden hacerlo en Andorra, porque no es- 
tá reconocido el matrimonio civil, no está reconocido 
el registro civil de los hijos habidos dentro o fuera del 
matrimonio. Estas son cuestiones por las que creemos 
que el pueblo andorrano va a mejorar, va a progresar. 

En Andorra, por ejemplo -no sé si eso le produce 
envidia al Gobierno-, está permitido el despido abso- 
lutamente libre, cosa que, según los parámetros del Con- 
sejo de Europa y de otras instituciones democráticas 
europeas en las que Andorra va a integrarse plenamen- 
te, no es la mejor situación para aplaudirla. 

Hechas estas reservas, señorías, lo fundamental es 
que el pueblo andorrano se ha dotado de una Constitu- 
ción democrática, que se ha convertido en un coprinci- 
pado parlamentario y que ha elegido libremente a dos 
copríncipes, un copríncipe laico, el Presidente de la Re- 
pública Francesa, y un copríncipe eclesiástico, el Obis- 
po de la Seo de Urgell. 

Este Diputado, que ha señalado repetidas veces su pa- 
sión por la simetría, cree sinceramente que sería mu- 
cho más simétrico que el copríncipe español fuese 
también una persona laica y absolutamente simétrico 
respecto al francés. El francés es el Jefe del Estado, co- 
mo S S .  SS. saben, y a buen entendedor, sobran más pa- 
labras. 

Insisto -no quisiera ser tergiversado-, ésa es la opi- 
nión de un grupo parlamentario -no sé si será la opi- 
nión de otros grupos parlamentarios-, pero esto 
depende estrictamente de la voluntad y las soberanías 
de los andorranos. 

Cuando hacemos esta propuesta, además de la volun- 
tad profundamente laica que nos anima, nosotros cree- 
mos que el ideal hoy de un Estado democrático es la 
total y plena separación de los poderes terrenales res- 
pecto de los poderes supraterrenales, de los poderes 
eclesiásticos. Esta es la razón fundamental que nos 
mueve a mostrar perplejidad en la persistencia, por par- 
te de la Iglesia católica, de un anclaje de una persona- 
lidad como de la un obispo a la vida terrenal, con los 

peligros que esto conlleva. Ustedes saben que la corrup- 
ción en el caso de los eclesiásticos tiene un nombre pre- 
cioso, se llama simonía. Un eclesiástico sometido al 
peligro, debido al anclaje terrenal, del pecado de simo- 
nía a nosotros nos produce una cierta preocupación y, 
en la medida de lo posible, quisiéramos contribuir des- 
de nuestra modesta posición a la salud de todas las al- 
mas y, en primer lugar, a las de la Iglesia católica y a 
las de sus jerarquías. 

Termino citando tres aspectos que el Ministro de 
Asuntos Exteriores también señalaba en su primer viaje 
a Andorra. Son tres aspectos en los.que, desde la amis- 
tad, desde la colaboración de España con Andorra, va- 
mos a ser muy beligerantes. Me refiero, en primer lugar, 
a los aspectos de paraíso fiscal que pueda tener Ando- 
rra. Esto, según el artículo 4P del Tratado de Amistad, 
podría convertirse en un acto de inamistad hacia los 
intereses legítimos de los ciudadanos españoles, de los 
contribuyentes españoles. Es evidente que quienes co- 
metan el delito serán los españoles que utilicen Ando- 
rra como paraíso fiscal, pero no es menos cierto que 
en un Tratado de amistad y buena vecindad éste es un 
tema en el que nosotros vamos a exigir el más estricto 
cumplimiento. En segundo lugar, está el tema de la aso- 
ciación y libertad sindical para los trabajadores que tra- 
bajan en Andorra. Son 30.000 los españoles que 
trabajan en Andorra y para ellos, desde el respeto a la 
soberanía pero también desde la firmeza y los compro- 
misos de este Tratado que ... 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Señor 
Espasa, vaya concluyendo, por favor. 

El señor ESPASA OLIVER: Voy a terminar. 
Desde la firmeza y los compromisos de este Tratado 

-digo- que vamos a ratificar vamos a seguir con la 
mayor vigilancia que estos trabajadores españoles o de 
otras nacionalidades, incluso portugueses, tengan liber- 
tad de asociación y de acción sindical. 

Y, finalmente y en tercer lugar, señorías estamos muy 
satisfechos de la elección que han hecho los andorra- 
nos para poner una lengua española como lengua ofi- 
cial del Estado. Estoy seguro que la sagacidad de SS. SS. 
les habrá permitido darse cuenta que cuando hablo de 
lengua española me estoy refiriendo al catalán. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gracias, 

En nombre del Grupo Popular, tiene la palabra el se- 
señor Espasa. 

ñor Milián. 

El señor MILIAN MESTRE: Señor Presidente, seño- 
rías, vamos a prestar el consentimiento, mediante esta 
resolución de nuestra Cámara, a la obligatoriedad de 
unos reconocimientos y compromisos inherentes al Tra- 
tado de buena vecindad, amistad y cooperación entre 
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el Reino de España, la República Francesa y el Coprin- 
cipado de Andorra, cuya previa autorización por las 
Cortes Generales se requiere, según nuestro ordena- 
miento jurídico. Asimismo, ratificaremos a la vez el 
Acuerdo relativo al Estatuto del Copríncipe Episcopal, 
de naturaleza política, al igual que el Tratado trilate- 
ral, dada la relevancia del reconocimiento del Obispo 
de La Seu d’Urgell como Jefe de Estado del Principa- 
do de Andorra, con todos los privilegios e inmunida- 
des inherentes en este Acuerdo. 

Ni que decir tiene la importancia simbólica de un ac- 
to parlamentario como éste para un maravilloso país 
pirenaico, Andorra, al que consideramos hermano des- 
de las profundidades medievales de la historia cuando 
fundamentó su personalidad, consolidó su identidad 
cultural, gemela con la de Cataluña y la de aquellos paí- 
ses, regiones o nacionalidades que comparten su mis- 
ma lengua, y adquirió sus bellas tradiciones de 
Gobierno que le han permitido sobrevivir a cualquier 
apetencia vecina a lo largo de los siglos hasta alcanzar 
su soberanía plena y su reciente reconocimiento ante 
la comunidad internacional como Estado 184 de la 
Organización de las Naciones Unidas, el 28 de junio 
de 1993. 

Como españoles y copartícipes de su misma cultu- 
ra, fe y tradiciones, nuestro Grupo Parlamentario quiere 
mostrar su satisfacción en este momento por la ratifi- 
cación que vamos a otorgar a ambos instrumentos ju- 
rídicos, al tiempo que felicitamos al pueblo andorrano 
por el reconocimiento internacional de su plena sobe- 
ranía y por la Constitución que a sí mismo se ha dado, 
umbral de esa plenitud democrática de los derechos de 
su ciudadanía. 

Este Tratado, de aplicación provisional desde la fe- 
cha de su firma el 1 y 3 de junio en Madrid, París y An- 
dorra La Vella, supone el cumplimiento estricto del 
mandamiento formulado por la disposición adicional 
primera de la Constitución del Principado de Andorra, 
refrendada por el pueblo andorrano el 14 de marzo de 
1993 y promulgada por los copríncipes el 29 de abril 
del mismo aña En ella se establece textualmente el 
mandato al Consell General y al Govern para negociar 
con España y Francia un tratado internacional trilate- 
ral, y cito textualmente, «para establecer el marco de 
las relaciones con los dos Estados vecinos sobre la ba- 
se del respeto a la soberanía, independencia e integri- 
dad territorial de Andorra». Es cita textual traducida. 

El pueblo andorrano quiso así explicitar su voluntad 
de entendimiento con ambos Estados vecinos, y cito tex- 
tualmente, «buscando la garantía del estatuto territo- 
rial y de la no dependencia política respecto de uno solo 
de estos Estados vecinos», a la vez que imponía, textual- 
mente, «las condiciones de su representación interna- 
cional y del estatuto internacional de sus copríncipes». 

Los representantes del Obispo y Copríncipe en el pro- 
ceso de elaboración y redacción de la nueva Constitu- 

ción del Principado, secundados en este punto por los 
representantes parlamentarios de Andorra, persiguie- 
ron principalmente un doble objetivo: primero, evitar 
que un tratado de esta naturaleza no supusiera un de- 
cantamiento político o una dependencia institucional 
de Andorra respecto al Estado francés, de modo análo- 
go con lo que históricamente ocurrió con el Principa- 
do de Mónaco respecto a la misma Francia, con la 
República de San Marino respecto a Italia o, en menor 
medida, con Leichtenstein respeto a Austria primero y 
luego respecto a Suiza. Un decantamiento de esta na- 
turaleza habría supuesto para el Estado francés un su- 
til mantenimiento de su vieja teoría de Andorra como 
entidad dependiente de Francia. La primera formula- 
ción de redacción por parte de los parlamentarios an- 
dorranos alude sin ambigüedades a este riesgo cuando 
fija el objetivo de reconocer, textualmente, «la no de- 
pendencia política respecto de uno solo de los Estados 
vecinos». En segundo lugar, establecer un equilibrio 
con relación a ambos Estados vecinos de Andorra, lo 
cual implica para España respecto a la situación ante- 
rior los principales avances siguientes: la presencia di- 
recta del Estado español mediante sus servicios 
diplomáticos y consulares en el Principado; la legiti- 
mación en el ejercicio delegado de la representación ex- 
terior del Principado (en la situación anterior Francia 
reivindicaba para sí cualquier ejercicio de la represen- 
tación exterior de Andorra considerando el Principa- 
do como un territorio dependiente de su Estado); la 
garantía y respeto de los intereses españoles fundamen- 
tales que pudieran verse afectados desde Andorra; la 
paridad de trato frente a España y Francia. Conviene 
subrayar que la disposición adicional primera estable- 
ce que el Tratado trilateral que se mandata debe nego- 
ciarse con los Estados vecinos con la asociación de los 
copríncipes. Esta intervención excepcional de los co- 
príncipes en la negociación del Tratado trilateral fue 
exigida tanto por el Obispo Copríncipe como por los 
parlamentarios andorranos, por todo su pueblo, todos 
ellos conscientes de la trascendencia del mismo en la 
configuración de la nueva realidad política e institucio- 
nal de Andorra. Por otra parte, aquella intervención era 
consecuencia lógica de los principios formulados por 
el texto constitucional que proclama a los copríncipes 
como garantía de la independencia de Andorra, 

Por lo que se refiere al acuerdo relativo al Estatuto 
del Copríncipe Episcopal, firmado en Madrid el 23 de 
julio de 1993, que consta de un preámbulo y seis ar- 
tículos, es un instrumento jurídico imprescindible pa- 
ra regular el Estatuto de Copríncipe Episcopal como 
persona internacionalmente reconocida y protegida, ha- 
bida cuenta de su condición de Jefe de Estado ando- 
rrano y de su residencia en España. 

Hemos transcrito anteriormente la propuesta origi- 
naria de la disposición adicional primera por parte de 
los parlamentarios andorranos. Su tenor es importan- 
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te para conocer los orígenes y los objetivos del acuer- 
do sobre el Estatuto del Copnncipe Episcopal. Origi- 
nariamente, los representantes del pueblo andarrano 
propusieron que el Tratado trilateral proclamara el es- 
tatuto internacional de los copríncipes. Desde su pun- 
to de vista, la cuestión afectaba no solamente al Obispo 
de Urgel, sino también al otro Copríncipe, que querían 
ver, en cuanto Copríncipe de Andorra, mejor diferen- 
ciado de la alta magistratura que encarna dentro del 
Estado francés, y evitar así la confusión tradicional por 
lo que al francés se ha venido haciendo desde el terre- 
no político, jurídico y doctrinal. Pero este planteamiento 
fue rechazado por los representantes del Copríncipe 
francés, alegando que en el Derecho francés estaba per- 
fectamente definido el Estatuto del Presidente de la Re- 
pública y, a su vez, Copríncipe de Andorra. Ello no 
obstante, manifestaron comprender las razones de la 
propuesta andorrana para establecer el Estatuto del Co- 
príncipe Episcopal en una negociación bilateral con Es- 
paña simultánea a la del Tratado multilateral. Esta 
posición fue manifestada por Francia a los represen- 
tantes del Estado español en el curso de la negociación 
del tratado trilateral. 

Quiero destacar en este sentido que, aunque los re- 
presentantes parlamentarios de Andorra no habían lo- 
grado una definición del Estatuto del Copríncipe 
francés, como tal y desligado de su condición de Presi- 
dente de la República, no obstante, y precisamente por 
ello, vieron la importancia de definir el Estatuto del Co- 
príncipe español episcopal, en este caso ciudadano es- 
pañol, bilateraimente con España por dos razones 
fundamentales. La primera, se obviaba así el desequi- 
librio o asimetna entre los copríncipes de Andorra, que 
la política, la jurisprudencia y la doctrina francesas ten- 
dían a modificar para atribuir en exclusiva al Coprín- 
cipe francés competencias institucionales 
esencialmente andorranas, fundándose en el argumento 
capcioso de que sólo él era Jefe de Estado mientras que 
el Obispo era un mero ciudadano español. Y, segunda, 
aunque afortunadamente la jurisprudencia española 
cuenta ya con precedentes que reconocen al Obispo de 
Urgel su condición de Copríncipe de Andorra, no obs- 
tante, ello ha sido posible solamente tras el plantea- 
miento previo ante las jurisdicciones españolas 
(planteamientos por cierto aberrantes en el fondo, pe- 
ro suficientes a menudo para instrumentar campañas 
en los medios de comunicación) de litigios sobre actos 
del Obispo en el ejercicio de su autoridad como Coprín- 
cipe de Andorra. Esta experiencia ha parecido en An- 
dorra como un menoscabo de sus instituciones 
soberanas y como un elemento que pudiera alentar 
constantemente la teoría de la desigualdad y de la asi- 
metría de sus jefes de Estado, contrariamente a lo que 
establece la letra y el espíritu de la Constitución demo- 
crática del Principado. 

Finalmente, quisiera subrayar el carácter político que, 

por su naturaleza, posee tanto el Tratado trilateral co- 
mo el Acuerdo sobre el starus del Copríncipe Episco- 
pal según nuestra Constitución. La naturaleza de este 
tratado posee un carácter político el que se encuentra 
comprendido en el ámbito del artículo 94.1.a) de la 
Constitución española, SIL bien la categoría puede de- 
ducirse de su contemplación bien desde una perspec- 
tiva interna, la del Derecho constitucional, bien desde 
una perspectiva externa, la de la comunidad interna- 
cional. De este modo, tendrán carácter político todos 
aquellos acuerdos que supongan un compromiso gra- 
ve o estable para la política exterior española y tam- 
bién aquellos que tienen una especial relevancia para 
la comunidad internacional, ya sea por la importancia 
fundamental para ésta de los temas regulados en el tra- 
tado, ya sea porque, como ocurre en el caso presente, 
el Tratado tiene una significación política básica para 
definir la posición de un Estado o grupo de Estados des- 
de el punto de vista jurídico internacional. Desde am- 
bos enfoques puede afirmarse, pues, la naturaleza 
política de nuestro Tratado. 

Cabe señalar, por último, señorías, la importancia que 
el reconocimiento del Principado de Andorra como Es- 
tado soberano posee para la definición de su estatuto 
internacional, sobre todo cuando el reconocimiento se 
lleva a cabo por los dos Estados vecinos, España y Fran- 
cia, en un mismo instrumento jurídico, y cuando la or- 
ganización política del Principado, hasta la entrada en 
vigor de la Constitución, reviste peculiaridades con im- 
portantes repercusiones en el Derecho internacional. 
Debe subrayarse la trascendencia de la posibilidad con- 
templada en este tratado.de que el Principado de An- 
dorra solicite de España0 de Francia que se haga cargo 
de la protección de los intereses y de la representación 
diplomática del Principado frente a terceros Estados, 
conferencias u organizaciones internacionales. En con- 
secuencia, son compromisos fehacientes que España 
adquiere versus Andorra en un Estado amigo, vecino 
y plenamente soberano, con vínculos históricos con Es- 
paña de entrañable tradición y que ahora vamos a re- 
f rendar. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Muchas 

Por el Grupo Socialista tiene la palabra el señor De 
gracias, señor Milián. 

Puig. 

El señor DE PUIG 1 OLIVE: Señorpresidente, seño- 
rías, la causa que nos trae hoy aquí para este tema es 
el hecho de'que ese «pequeño país del Pirineo», como 
llamaba Pla a Andorra, se ha convertido en los últimos 
años, en los últimos meses prácticamente, en un peque- 
ño Estado en el Pirineo. 

Cuando el Consejo de Europa hace unos pocos años 
recomendaba un cambio de la situación política e ins- 



- 2465 - 
CONGRESO 24 DE FEBRERO DE 1994.-NúM. 51 ' 

titucional en Andorra parecía imposible que se pudie- 
ra producir este cambio. Incluso en Andorra hubo reac- 
ciones contrarias a un cambio que podía parecer, a la 
vista de lo que habían sido los últimos 800 años, un 
cambio revolucionario. Sin embargo, en un proceso 
ejemplar, los andorranos pactaron un cambio político 
e institucional decisivo, aprobaron una Constitución, 
han sido reconocidos en el Derecho internacional, es- 
tán ya presentes en Naciones Unidas, y los Estados ve- 
cinos y no vecinos hemos reconocido este nuevo Estado 
soberano ... (Rumores.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Un mo- 

Por favor, señorías, guarden silencio. 

El señor DE PUIG 1 OLIVE Lo que nos trae aquí hoy 
es la aprobación de un Tratado y de un Acuerdo. El Tra- 
tado trilateral entre España, Francia y Andorra, por el 
cual se produce un Acuerdo de buena vecindad, que, en 
realidad, es el acto más solemne e importante que rea- 
liza España con relación a este proceso andorrano que 
acabamos de citar. El Tratado trilateral se trata del do- 
cumento por el cual España y Francia reconocen a An- 
dorra como Estado soberano, por el cual establecen 
relaciones diplomáticas, por el cual se comprometen 
a facilitar la presencia de Andorra en los organismos 
e instituciones internacionales, y, además, por el cual, 
frente a terceros Estados u otras organizaciones inter- 
nacionales, se comprometen España y Francia a facili- 
tar a Andorra esa presencia en el caso de que no puedan 
llegar a ser miembros de pleno derecho. Además, por 
este Tratado, los andorranos, en cualquier país donde 
se encuentren y tengan necesidad de ayuda diplomáti- 
ca, podrán acudir al Consulado de la Embajada de Es- 
paña o al Consulado de la Embajada de Francia para 
que sean defendidos sus intereses. El Tratado supone 
igualmente un compromiso de información bilateral en 
todo lo que pueda concernir a los andorranos. 

Ese Tratado tiene una importancia, como se ha di- 
cho aquí, decisiva en un sentido. Había como un uso 
establecido por el cual, puesto que había una asime- 
tría entre los Jefes de Estado de España y Francia, pa- 
recía que un cambio político en Andorra se podría dar 
una situación parecida a la de Mónaco; es decir, Fran- 
cia, cuyo Jefe de Estado es a la vez Copríncipe, es quien 
detenta las relaciones internacionales de Andorra. Ese 
aspecto fue barajado, fue elemento de discusión, pero 
justamente este Tratado establece una total simetría en 
la conducta del Estado español y del Estado francés en 
cuanto a las relaciones internacionales de Andorra; por 
tanto, es un avance importante que nos afecta y que 
compete al Estado español. 

Hemos apoyado la institucionalización de Andorra 
como Gobierno y como Estado, naturalmente sin inter- 
ferir en las decisiones que han tomado los andorranos. 

mento, señor De Puig. 

No debemos nosotros decidir por los andorranos, aun- 
que se ha oído aquí esta mañana algún comentario que 
podía incidir a pensar que estamos hablando de las de- 
cisiones que deben tomar los andorranos. No es éste 
nuestro papel. Nuestro papel es tratar a Andorra co- 
mo un Estado soberano y no incidir en aquello que pue- 
den ser elementos de discusión y de debate en el seno 
de Andorra. Sin embargo, sí tenemos la mayor volun- 
tad de cooperación con Andorra, país vecino en el cual 
viven 30.000 españoles, país con el que compartimos 
importantes elementos de civilización y de cultura, y 
donde sus ciudadanos reclaman también el apoyo y la 
cooperación de España. Por esa razón, mi Grupo Par- 
lamentario está absolutamente de acuerdo en apoyar 
el Tratado trilateral. 

Por otra parte, nos llega el Acuerdo entre España y 
Francia en torno a la situación personal del Obispo de 
la Seo de Urgel, Copríncipe de Andorra, que, según el 
Derecho internacional, debe tener garantizada su segu- 
ridad y debe ser persona internacionalmente protegi- 
da. Lo que hace el Acuerdo fundamentalmente es 
garantizar la libertad, la dignidad e impedir toda posi- 
bilidad de atentados contra su persona; la inviolabili- 
dad personal, la inmunidad penal y civil de los 
delegados del Copríncipe cuando actúen como tales, 
proteger sus residencias, sus locales, archivos y la li- 
bre circulación, en realidad, a lo que obliga el Derecho 
internacional, es decir, a garantizar la protección en ra- 
zón de su rango de Jefe de Estado. Con ello cumplimos 
una exigencia del Derecho internacional, aunque aña- 
dimos que en la actitud del Estado español y en este 
Acuerdo hay una voluntad de cooperación. No sólo cum- 
plimos con una exigencia, sino que deseamos proteger 
y garantizar la seguridad del Jefe de Estado de Ando- 
rra que vive en territorio español. Eso debemos hacer- 
lo al margen de que sea un obispo -en este caso éste, 
en otra ocasión puede ser otro- y al margen de cual- 
quier otra consideración con respecto al futuro insti- 
tucional de Andorra. Son los andorranos los que 
deciden quiénes son sus copríncipes. Se puede opinar 
de todo y se puede opinar sobre todo, se pueden defen- 
der posiciones personales, pero a nosotros como Esta- 
do y como Congreso de los Diputados no nos compete 
inmiscuirnos en torno a esa Jefatura de Estado, a ese 
Coprincipado; ni siquiera nos compete valorar el papel 
del Obispo, estemos o no de acuerdo con sus criterios 
sociales, políticos o confesionales. 

Me ha sorprendido, una vez más, el señor Espasa 
cuando se ha pronunciado tan dispuesto a trabajar por 
la salvación del alma del señor Obispo -ya lo hizo en 
Comisión-. A mí no deja de sorprenderme esta obse- 
sión por lo espiritual del representante de Izquierda 
Unida. Creo que invierte claramente los términos. Es 
el señor Obispo quien debe estar preocupado por la sal- 
vación del alma del señor Espasa. (Risas.) En cualquier 
caso, también comprendo el gran trabajo que le espe- 
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raría en ese campo al señor obispo ... (Risas.) Sea como 
fuere, nosotros, que somos mucho más temporales, 10 
que venimos a decir aquí es que tenemos la mejor opi- 
nión del señor Obispo y sabemos que existen, como nun- 
ca, unas muy buenas relaciones entre el &príncipe 
Episcopal y el Gobierno español, y en esa actitud de 
respeto y buena opinión nos vamos a mantener. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gracias, 
señor De Puig. 

Finalizado el debate sobre dos dictámenes, los que 
aparecen con los números 40 y 45 del orden del día, va- 
mos a pasar a la votación de los diferentes puntos del 
apartado VIII, Dictámenes de la Comisión de Asuntos 
Exteriores sobre convenios internacionales. (El señor 
Presidente ocupa la Presidencia.) 

El señor PRESIDENTE: Votaciones relativas a dic- 
támenes de la Comisión de Asuntos Exteriores sobre 
convenios internacionales. 

Canje de notas constitutivo del Acuerdo entre Espa- 
ña y Tailandia sobre la modificación del Acuerdo sobre 
transporte aéreo entre el Gobierno del Reino de Espa- 
ña y el Gobierno del Reino de Tailandia. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 296; a favor, 296. 

El señor PRESIDENTE Queda aprobado el 
dictamen. 

Convenio entre el Reino de España y la República Ar- 
gentina para evitar la doble imposición y prevenir la 
evasión fiscal en materia de impuestos sobe  la renta 
y sobre el patrimonio y de su Protocolo anejo. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 294; a favor, 294. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el 
dictamen. 

Acuerdo marco de cooperación cultural, científica y 
técnica entre el Reino de España y el Reino Hachemita 
de Jordania. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 296; a favor, 295; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el 
dictamen. 

Convenio marco de cooperación científica, técnica, 
cultural y educativa entre el Reino de España y la Re- 
pública Argelina Democrática Popular. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 298; a favor, 298. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el 
dictamen. 

Tratado de buena vecindad, amistad y cooperación 
entre el Reino de Espaíia, la República Francesa y el 
Principado de Andorra. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 297; a favor, 295; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE Queda aprobado el 
dictamen. 

Convenio entre el Reino de España y los Estados Uni- 
dos Mexicanos para evitar la doble imposición en ma- 
teria de impuestos sobre la renta y el patrimonio y 
prevenir el fraude y la evasión fiscal, y su Protocolo 
anejo. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 294; a favor, 292; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el 
dictamen. 

Tratado general de cooperación y amistad entre el 
Reino de España y la República Federativa del Brasil 
y del Acuerdo económico integrante del mismo. 

Comienza la votación. (Pausa.). 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 295; a favor, 295. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el 
dictamen. 

Tratado general de cooperación y amistad entre el 
Reino de España y la República Oriental del Uruguay 
y anejo, así como el Acuerdo económico integrante del 
mismo. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 296; a favor, 295; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE Queda aprobado el 
dictamen. 

Acuerdo para la promoción y protección recíprocas 
de inversiones entre el Reino de España y la República 
Oriental del Uruguay. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 297; a favor, 297. 
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El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el 
dictamen. 

Acuerdo entre el Reino de España y el Principado de 
Andorra relativo al Estatuto del Copríncipe Episcopal. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 296; a favor, 295; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el 
dictamen. 

Acta por la que se modifica el Protocolo sobre los es- 
tatutos del Banco Europeo de Inversiones y se faculta 
al Consejo de Gobernadores para crear un fondo euro- 
peo de inversiones. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 296; a favor, 295; abstenciones, una. 

El señ,or PRESIDENTE: Queda aprobado el 
dictamen. 

DICTAMENES DE COMISIONES SOBRE INICIATI- 
VAS LEGISLATIVAS: 

- PROYECTO DE LEY SOBRE SUSCRIPCION POR 
ESPANA DE ACCIONES DE CAPITAL DE LA COR- 

mero de expediente 1211000015) 
PORACION FINANCIERA INTERNACIONAL (Nú- 

El señor PRESIDENTE: Punto IX noveno del orden 
del día: Dictámenes de Comisiones sobre iniciativas le- 
gislativas. Proyecto de ley sobre suscripción por Espa- 
ña de acciones de capital de la Corporación Financiera 
Internacional. 

¿Desea algún grupo intervenir en relación con este 
punto? (Pausa.) Por el Grupo Popular tiene la palabra 
el señor Milián. 

El señor MILIAN MESTRE: Señor Presidente, seño- 
rías, voy a intervenir brevemente para explicar que es- 
te es un proyecto de ley de los que yo denominaría de 
puro trámite, ya que se trata de atender obligaciones 
internacionales adquiridas de facto en 1960, año en que 
España ingresó como miembro de la Corporación Fi- 
nanciera Internacional. Desde aquel entonces, nuestra 
nación ha acudido regularmente a las sucesivas amplia- 
ciones de capital realizadas por la Corporación, habien- 
do suscrito hasta el día de hoy 20.928 acciones del 
capital de esta institución. En consecuencia, con esta 
comunidad internacional siempre fuimos coherentes 
para atender las necesidades de países en desarrollo, 
ejerciendo en un grado moderado de cooperación el 
principio de solidaridad internacional, que honra tan- 

to al que lo ejerce como al que recibe los medios facili- 
tados por tales mecanismos. Así pues, se trata de dotar 
de recursos para implementar los programas de inver- 
sión de esta Corporación Financiera Internacional, ins- 
titución vinculada al Banco Mundial y expandida, a su 
vez, a todas las actividades durante la década de los 
años noventa. 

Las instituciones financieras de carácter supranacio- 
nal amplían este capital cada cierto número de años, 
con el objetivo de mantener el peso de sus actividades 
crediticias en los países donde se actúa, que habitual- 
mente acostumbran a ser países en desarrollo. En el ca- 
so que nos ocupa, se amplía su capital en 1.000 millones 
de dólares, unos 140.000 millones de pesetas. Tal y co- 
mo suele ser habitual, España acude a esta ampliación 
aceptando el total de las acciones que le han sido ofre- 
cidas, es decir, 16.098, lo que representa un 1,61 por 
ciento del total ampliado y un volumen de 2.254 millo- 
nes de pesetas. Este porcentaje está en línea con el de 
otros países de nuestro entorno. Por ejemplo, 24,76 por 
ciento Estados Unidos; 5,6 por ciento Alemania; 0,81 por 
ciento Dinamarca; 3,54 por ciento Italia; 2,44 por cien- 
to Holanda, etcétera. 

Nuestro Grupo quiere subrayar que un elemento de 
curiosidad lo constituye el que se habilite, en el ar- 
tículo 3P del proyecto de Ley, al Banco de España para 
hacer efectiva esta ampliación de capital. La curiosi- 
dad relativa reside precisamente en que, con la próxi- 
ma promulgación del estatuto de autonomía del Banco 
de España, éste ya no podrá hacerse cargo de tal de- 
sembolso, sino que deberá ser el propio Tesoro el que 
directamente lo realice. 

En definitiva, no existe por nuestra parte trasfondo 
político alguno en esta ampliación, ni por el carácter 
de la institución ligada al Banco Mundial ni por la cuota 
de España en esa suscripción de capital, que parece es- 
tar en línea con nuestro peso relativo en el contexto 
mundial y europeo, ni por el volumen que representa 
dicha ampliación de capital, alrededor de 2.250 millo- 
nes de pesetas. En este sentido, pues, me refería a que 
nos encontramos ante un proyecto de ley de clásico 
trámite para atender nuestras ya lejanas responsabili- 
dades internacionales, que venimos cumplimentando 
desde el 10 de marzo de 1960. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Milián. 
Por el Grupo Socialista tiene la palabra el señor 

Padrón. 

El señor PADRON DELGADO: Señor Presidente, una 
breve explicación para ratificar lo manifestado en la Co- 
misión de Economía y Hacienda la semana pasada. 

Ante la demanda y peticiones de países en vías de de- 
sarrollo, la Junta de Gobierno del Fondo Multilateral 
de Inversiones decidió una ampliación de capital de 
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1.000 millones de dólares, mediante la cual se ofrece 
a España la participación de 16.098 acciones. La deman- 
da viene motivada por peticiones de países en vías de 
desarrollo que promuevan actividades económicas pa- 
ra salir de esa situación. En este sentido, está previsto 
que en el próximo decenio se inviertan más de 26.000 
millones de dólares para zonas de Suramérica, Africa 
y Asia. La participación de España va a significar una 
ampliación de su accionariado en esta Corporación, de 
forma que va a mantener un 1,61 por ciento del capi- 
tal, con los mismos derechos de voto. Mediante esta me- 
dida de la Corporación, el Banco Mundial promueve 
acciones para desarrollar países en situación de grave 
crisis económica, social y política. 

Por todas estas razones, señor Presidente, el Grupo 
Socialista apoya esta participación de España, que va 
a significar un volumen de 2.254 millones de pesetas. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE. Gracias, señor Padrón. 

- PROYECTO DE LEY SOBRE CONCESION DE UN 
CREDITO EXTRAORDINARIO POR IMPORTE DE 
10.475.298.000 PESETAS, PARA COMPENSAR LOS 
DEFICIT DE EXPUrrACION DE u)S FERROCA- 
RRILES DE VIA ESTRECHA (FEVE) CORRES- 
PONDIENTE A LOS EJERCICIOS DE 1989 Y 1990 
(Número de expediente 1211000024) 

El señor PRESIDENTE: Proyecto de ley sobre con- 
cesión de un crédito extraordinario por importe de 
10.475.298.000 pesetas para compensar los déficit de ex- 
plotación de los ferrocarriles de vía estrecha, corres- 
pondientes a los ejercicios de 1989 y 1990. 

¿Algún grupo desea intervenir en relacióncon este 
punto? (Pausa.) Vamos a proceder a las votaciones co- 
rrespondientes a estos dictámenes. 

Votación relativa al proyecto de ley sobre suscripción 
por España de acciones de capital de la Corporación 
Financiera Internacional. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: v e  
tos emitidos, 295; a favor, 294; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el 
dictamen. 

Proyecto de ley sobre concesión de un crédito extraor- 
dinario para compensar los déficit de explotación de 
los ferrocarriles de vía estrecha (FEVE), correspondien- 
tes a los ejercicios de 1989 ,y 1990. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 297; a favor, 297. 

El señor PRESIDE.NTE: Queda aprobado el 
dictamen. 

DEBATES DE TOTALIDAD DE INICIATIVAS LEGLS- 
LATIVAS: 

- PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS URGENTES 
PARA LA CINEMATQGRAFIA (PROCEDENTE DEL 

BRE) (Número de expediente 121/000027) 
REAL DECRETO-LEY 1911993, DE 10 DE DICIEM- 

El señor PRESIDENTE: Punto X del orden del día: 
Debates de totalidad de iniciativas legislativas. Debate 
de totalidad correspondiente al proyecto de ley de me- 
didas urgente para la cinematografía, procedente del 
Real Decreto-ley 1911993, de 10 de diciembre. Se ha pre- 
sentado una enmienda de totalidad de texto alternati- 
vo por el Grupo Popular. Para su defensa tiene la 
palabra el señor Cortés. 

El señor CORTES MARTIN: Señor Presidente, en el 
debate de convalidación del Real Decreto-ley de medi- 
das urgentes de la cinematografía dijimos que el cine 
español necesitaba menos política y, en cualquier ca- 
so, otra política. También dijimos, y lo reiteramos aho- 
ra, que el deseo del Partido Popular es que el cine 
español cuente con un marco legal favorable y estable, 
que le permita salir de la terrible crisis a que le han 
llevado once años de política socialista. Ese es el senti- 
do del texto que hoy presentamos a la Cámara, enmien- 
da alternativa al raquítico y continuista Decreto-ley del 
Gobierno. A diferencia de este Decreto-ley, fruto de ne- 
gociaciones bilaterales y nocturnas, nuestro texto ha si- 
do consultado con todos los sectores del cine y, fruto 
de esas conversaciones, se recogen muchas medidas que 
el Gobierno no incorporó al suyo, incluso algunas que 
fueron anunciadas por la Ministra de Cultura -ausente 
en este debate, demostrando una vez más su talento y 
su talante parlamentario-, que en uno de sus más so- 
noros ridículos (algunos de sus más impulsivos cola- 
boradores, que contaron con la ayuda de los actuales 
responsables de la Sociedad General de Autores en apli- 
cación del viejo do ut des, están poniendo en peligro 
la sociedad al ponerla con tanto descaro al servicio de 
la estrategia electoral y clientelar del PSOE) anunció 
algunas medidas que le echaron abajo cuando las lle- 
vó al Consejo de Ministros. (El señor Vicepresidente, 
Beviá Pastor, ocupa la Presidencia.) 

Nuestro texto, señor Presidente, es una ley de fomento 
al cine español. Por eso no nos quedamos en las cuotas 
y las subvenciones, sino que vamos más allá con medi- 
das incentivadoras, estímulos fiscales, desgravaciones, 
exenciones, medidas favorecedoras del crédito y otras 
medidas de fomento que no son necesariamente eco- 
nómicas: enseñanza del cine, formación de profesiona- 
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les, conservación del patrimonio cinematográfico espa- 
ñol y un largo etcétera, que figuran en el boletín, y ha- 
go gracia a S S .  S S .  de la enumeración. Junto con estas 
medidas, pedimos una regulación del control de taqui- 
lla, para que sea posible una correcta protección de to- 
dos los derechos en juego y una concreción para el cine 
español de la Ley de Defensa de la Competencia para 
impedir las prácticas que vulneran en este sector la li- 
bre competencia y que son cínicamente esgrimidas por 
quienes no usan los instrumentos que les da la Ley de 
Defensa de la Competencia para impedirlas y así decir 
que es necesaria la intervención y proteger al sector. 

Los socialistas, señor Presidente, por propia iniciati- 
va son incapaces de ir más allá de las cuotas y subven- 
ciones, porque si para el socialismo controlar a la 
sociedad en todas sus expresiones es un principio esen- 
cial, para los estrategas electorales del socialismo es- 
pañol, en estos momentos crepusculares, controlar a 
sectores presumiblemente influyentes es un requisito 
de supervivencia. Poco importa que esta política haya 
hundido al cine español. El único hundimiento que les 
preocupa es el de su Partido, y para evitarlo todo vale. 

Me interesa, señor Presidente, destacar dos diferen- 
cias de nuestro proyecto con el del Gobierno de entre 
las muchas que hay. Me refiero a las licencias de do- 
blaje y a las subvenciones por proyecto. Ambas han si- 
do las causas esenciales de la crisis del cine español, 
pero también es verdad que han sido los dos intrumen- 
tos que más ha usado el Gobierno para intentar el so- 
metimiento del sector. Corregir la tendencia de estos 
once años exige liberar al cine español de la servidum- 
bre del poder, de éste y del que venga, y eso es lo que 
pretendemos suprimiendo las licencias de doblaje y 
cambiando las subvenciones por proyecto por ayudas 
automáticas. 

La Ministra de Cultura, cuya ausencia sigue siendo 
clamorosa en este debate, siguiendo la consigna guber- 
namental al uso dijo que con el Decreto-ley pretendía 
europeizar y liberalizar el sector. Pues bien, señor Pre- 
sidente, las licencias de doblaje son una aberración que 
sólo existe en España, y es de tal categoría que cuesta 
explicarla a los extranjeros sin que siquiera la mayo- 
ría de los españoles supiera que existía. Este debate ha 
tenido la ventaja de dar a conocer a muchos españoles 
algo que todavía hoy no se acaban de creer: que en Es- 
paña, a finales del siglo XX, para doblar una película, 
para traducir una película hace falta una licencia, ha- 
ce falta un permiso del Gobierno, como en otros tiem- 
pos hacía falta para traducir un libro. (La señora 
Ministra de Cultura entra en el hemiciclo.) Esta es la 
europeización: mantener algo que no existe en ningún 
país de la Unión Europea ni fuera de ella. 

Parece, señor Presidente, que al Gobierno le falla de 
momento el reloj y que no es la puntualidad una de las 
virtudes de sus miembros. (Aplausos en los bancos del 
Grupo Popular.) En cualquier caso, saludamos la pre- 

sencia de la señora Ministra de Cultura que, probable- 
mente, incluso viene dispuesta a hablar en este debate 
y a explicarnos algunos extremos (Rumores.), porque 
si lo de la europeización que decía la señora Ministra 
que se lograba con estas medidas ha quedado claro, lo 
de la liberalización es ya para nota. El talante y el ta- 
lento liberalizador de la señora Ministra de Cultura le 
ha llevado a crear una cuota más, lo que sin duda lle- 
nará de alborozo la sensibilidad socialista de las ban- 
cadas de la izquierda, pero abundará aún más en el 
hundimiento de un sector. Señor Presidente, si el buen 
sentido de la Cámara no lo remedia, en España tendre- 
mos, además de licencias de doblaje y cuotas de pan- 
talla, la cuota AIborch de espectadores. (Rumores.) Esta 
cuota consiste en que para obtener una licencia de do- 
blaje no basta con distribuir una película española, aho- 
ra comunitaria, sino que hará falta, además, que la 
película distribuida obtenga en taquilla unos ingresos 
brutos de 20 millones de pesetas para la primera licen- 
cia y de 50 millones para la segunda licencia, siendo 
necesario en este caso que haya sido traducida al me- 
nos a dos lenguas oficiales españolas. 

Conviene que conozca la Cámara, para que tenga cri- 
terios antes de pronunciarse, que de las 39 películas 
subvencionadas por el Ministerio de Cultura en 1990 
-manejo datos oficiales-, con 2.000 millones de pe- 
setas, 17 no se han llegado a estrenar y sólo 10 de las 
39 han ingresado más de 20 millones en taquilla, y de 
esas 10 sólo seis han obtenido más de 50 millones. La 
misma proporción en 1991, con 33 películas subvencio- 
nadas, 17 no estrenadas y sólo nueve con ingresos de 
taquilla superiores a 20 millones, es decir, con capaci- 
dad de generar una primera licencia. Es algo tan dis- 
paratado que incluso viniendo de un ministerio que 
hace cosas (El señor Robles Fraga: Pocas.), como el Mi- 
nisterio de Cultura, nos tiene que sorprender. Quere- 
mos pensar -y hemos reflexionado sobre ello- y ver 
a qué puede deberse una medida tan absurda y tan dis- 
paratada. Se nos ha ocurrido, dándole a la imaginación, 
que puede deberse a una de estas posibilidades. La pri- 
mera es que, siendo una norma de imposible cumpli- 
miento, se sabe ya que no se va a cumplir, va bien de 
cara a determinada galería y puede servir para meter 
a alguien el miedo en el cuerpo. Avala esta hipótesis el 
hecho de que el Ministerio haya suspendido el progra- 
ma de informatización del control de taquilla, única for- 
ma de conocer la verdad sobre la recaudación de las 
películas españolas. Otra posibilidad es que se preten- 
da el desabastecimiento de películas no comunitarias, 
pero sinceramente no encontramos la razón para ello, 
aunque sin duda será uno de los efectos de esta medi- 
da si la Cámara no lo remedia. Puestos a echarle ima- 
ginación, puede ser que la Ministra de Cultura -y aquí 
nos lo aclarará- sea un agente infiltrado al servicio de 
una potencia extranjera, aunque comunitaria, eso sí (Ri- 
sas.), que en cualquier caso será la principal beneficia- 
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ria de esta medida, porque ya hemos visto que con las 
películas españolas no se alcanzan los efectos que po- 
dría pensar, sin duda de buena fe, la señora Ministra, 
pero desconociendo los datos, que por eso se los facili- 
to ahora y seguro que de su promesa de ser una buena 
parlamentaria los rectificará en la tribuna y podremos 
aclarar cuáles son estas razones. (Aplausos.) Como ve- 
rá, señora Ministra, no puede quejarse del número de 
fans que tiene en los bancos del Grupo Popular y creo 
que esta vez no debía dejarnos con la miel en los labios. 
(Aplausos.) 

Puede también, señor Presidente, que esta medida sea 
la condición de un pacto parlamentario, pero si es así 
no se tratará de defender el cine, sino de dotar de más 
instrumentos a determinadas políticas de normaliza- 
ción lingüística, y entonces también conviene que la Cá- 
mara y el cine, al que se le ha dicho que esto es para 
ayudarle, lo sepan. 

Finalmente, y es la hipótesis más verosímil, una me- 
dida tan incomprensible a primera vista dejará de ser- 
lo cuando se conozca la sorpresa que probablemente 
tenga preparada la Ministra de Cultura, cuya audacia 
e imaginación todos conocemos. (Rumores.) Se debe tra- 
tar -dejen a la pobre señora Ministra que se exprese 
porque, si no, limitan su libertad de expresión-. (Un 
señor Diputado: De pobre, nada.-Rumores.), se debe 
tratar de un sistema incentivador revolucionario, de la 
asistencia de espectadores a las películas subvenciona- 
das por el Ministerio de Cultura. Se trataría, en defini- 
tiva, de repartir a todos los españoles un carnet de cine 
y crear, por supuesto, un cuerpo ad hoc de inspectores 
en los cines, con contratos laborales y con méritos de 
servicios que llegarían a consolidar la posición, que se- 
llarían el carnet a los espectadores que fuesen a ver al- 
guna de las películas subvencionadas por el Ministerio 
de Cultura. La razón de que la señora Ministra no haya 
dado a conocer todavía esta medida es que está espe- 
rando a los resultados del congreso del Partido Socia- 
lista, porque no se sabe cómo utilizar este carnet. Si 
ganasen en este congreso las tesis que podríamos lla- 
mar Corcuera, lo que ocurriría es que el carnet podría 
ser requerido por la autoridad en cualquier momento 
por la calle y el español que no reuniera los sellos que 
se haya determinado reglamentariamente sería opor- 
tuna y severamente sancionado. (Rumores.) Si, por el 
contrario, ganasen aquellos que son partidarios de lle- 
gar al socialismo por vía de impuestos, el carnet con 
sus sellos se adjuntaría a la declaración de la renta y 
daría ventajas fiscales para los que hubieran cumpli- 
do con estas medidas incentivadoras de la señora Mi- 
nistra. (Un señor Diputado: ¡Buena idea!) 

Una medida así, señor Presidente, no se puede tomar 
mucho más en serio, porque cuando el Tribunal de De- 
fensa de la Competencia y un informe publicado por 
el propio Ministerio de Cultura han dicho que las licen- 
cias de doblaje son causa de las dificultades de distri- 

bución de las películas españolas, que llegue la Ministra 
de Cultura y diga que si no quieres taza, tazón y medio, 
y además establece una cuota de espectadores, se nos 
ocurre -y nos creemos en el deber de informar a la 
Cámara- que conozcan (estas consecuencias antes de 
que adopten una decisión al respecto. 

Junto con las licencias de doblaje, cuya supresión in- 
mediatamente solicitamos, el cambio en el sistema de 
concesión de las subvenciones es también para noso- 
tros un requisito esencial de una nueva política cinema- 
tográfica. Las subvenciones por proyecto introducidas 
por los socialistas han tenido efectos perversos en el 
cine español, malgastando buena parte del dinero de 
los contribuyentes que se ha destinado al cine; ahí es- 
tá la relación de películas que ni siquiera se llegan a 
estrenar contando con generosísimas subvenciones. Se 
ha desmantelado una industria que existía y ahora se 
toma nota de qué es lo que más se echa en falta en el 
actual panorama cinematográfico español. Se han en- 
carecido enormemente los costes de producción y, al 
perderse la referencia de los espectadores, se ha aleja- 
do a éstos de las salas cinematográficas, principal difi- 
cultad del cine español en estos momentos. Los datos 
demuestran que muchas subvenciones se han dado a 
personas que las merecían, pero con la misma contun- 
dencia demuestran que la arbitrariedad y el amiguismo 
han campado a sus anchas por los pasillos del Minis- 
terio de Cultura y de la calle de Ferraz. Fijándonos sólo 
en los últimos tres años, de las 39 películas subvencio- 
nadas en 1990 sólo seis han obtenido unos ingresos en 
taquilla iguales o superiores a la subvención recibida; 
sólo siete de 33 en 1991 y otras siete, pero esta vez de 
32, en 1992. Estos son los datos; emplazo a la señora 
Ministra de Cultura a que dé otros y, si es posible, que 
los dé en la tribuna parlamentaria y podamos debatir. 
Y si no, emplazo al Grupo Socialista, si le importa el 
cine español, a que analice estos datos y vea cuáles son 
las consecuencias de la política que se ha defendido 
durante estos diez años, y si tienen de verdad un com- 
promiso con el cine español, actúen en coherencia y rec- 
tifiquen la posición que han venido manteniendo hasta 
ahora. 

Hemos reflexionado, señor Presidente, hemos estu- 
diado el asunto y lo henios hablado con mucha gente 
que también lo ha estudiado con seriedad y rigor. Fren- 
te a las subvenciones por proyecto concedidas arbitra- 
riamente por el Ministerio, coincidimos con la mayoría 
de los productores españoles en que lo que necesita el 
sector es un sistema de subvenciones automáticas, co- 
mo sin duda conocerán todos los que hayan leído el in- 
forme de la Fundación Procine, que lo dice en su 
frontispicio. «El cine español tiene que recuperar a su 
público y a sus directores, actores y demás artistas y 
técnicos». Les sobra talento para ello, pero deben po- 
ner ese talento al servicio del público y no de lo que 
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el más ilustre de nuestros directores vivos ha califica- 
do como las covachuelas del Ministerio de Cultura. 

Las subvenciones automáticas también pueden ser 
anticipadas -así lo recoge nuestro texto- pero los an- 
ticipos deben ser tales y no como ocurre ahora que se 
dan tarde y a fondo perdido, incluso a las películas que 
no llegan ni a estrenarse y a las que se vuelve a dar al 
año siguiente una nueva subvención. Junto con las sub- 
venciones automáticas nuestm texto incluye unas me- 
didas a las que damos mucha importancia. Se trata de 
incentivos fiscales a la producción que se contemplan 
en la disposición adicional segunda. 

Reconozco ante la Cámara -y verá, señora Ministra, 
que la queremos bien- que el copyright pertenece a 
S.  S .  Se trata de una de las medidas que S .  S.  presentó 
a bombo y platillo en la Sociedad General de Autores 
y que luego le echaron abajo en la mesa del Consejo 
de Ministros. Esta sí es una medida incentivadora en 
serio, pero si la deducción se establece en la ley, todo 
el que haga cine se podrá beneficiar de ella sin más re- 
quisito que hacer cine, es decir, sin tener que obtener 
y deber el favor al Ministerio. 

Por esto, el compromiso adquirido solemnemente por 
la señora Ministra ... 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Señor 
Cortés, vaya concluyendo. 

El señor CORTES MARTIN: Voy concluyendo, señor 
Presidente. 

El compromiso adquirido solemnemente por la se- 
ñora Ministra no se pudo mantener y, en ese momento, 
ya aprendió muy bien la lección de que no se es minis- 
tra de cultura de un gobierno socialista para fomentar 
el cine español, sino para controlarlo, y así no se pue- 
de establecer una deducción en la ley. 

Finalmente, señor Presidente, la tramitación casi en 
paralelo de la Ley de incorporación de la directiva co- 
munitaria de televisión hace que traslademos a esa nor- 
ma, por mejor sistemática legislativa, todo lo referente 
a coproducción con televisiones. Pero, a su vez, hemos 
incorporado a nuestro proyecto de ley de fomento de 
la cinematografía algo que se recoge en la Directiva Co- 
munitaria para Televisión, en el artículo cinco, en el sen- 
tido de que las cuotas que protegen al cine comunitario 
deben favorecer preferentemente al cine español. Así 
decimos que el 50 por ciento de la cuota de pantalla 
deberá dedicarse a la exhibición de obras cinematográ- 
ficas en expresión originaria española, al tiempo que, 
atendiendo al auténtico hecho diferencial de España en 
la Unión Europea, que consiste en formar parte de la 
comunidad Iberoamericana, se dice que todas las obras 
cinematográficas en expresión originaria española ten- 
drán el mismo tratamiento que se les otorga a las obras 
cinematográficas comunitarias. 

Mantenemos, señor Presidente, en nuestro texto la ac- 

tual regulación de las cuotas de pantalla, pero decimos 
que esa no es la solución para el cine español. Libera- 
lizamos otras medidas y vamos a ver si es posible que 
avancemos como lo están haciendo los demás países de 
la Unión Europea en el sentido de suprimir estas cuo- 
tas y de irlas reduciendo. Ese es el objetivo del sector. 
Ese es también nuestro objetivo y así lo expresamos en 
nuestro proyecto de ley. 

Termino, señor Presidente. Deseamos el marco esta- 
ble para el cine español. Es la única forma de tener una 
industria, de que ésta se cree y no un grupo de amigos 
que son muy hábiles a la hora de llegar al Ministerio. 
El sector debe conocer, en todo momento, cuáles son 
las condiciones en las que van a tener que actuar en 
los próximos años, que no pueden depender del decre- 
to que en cada momento decida la ministra o el minis- 
tro de turno. Esas condiciones deben figurar en una ley, 
y así lo recogemos, porque el Real Decreto-ley del Go- 
bierno no alcanza los mínimos y mantiene, reforzándo- 
las, las medidas que han hundido al cine español. 

Nuestro proyecto plantea otra política que tiene con- 
fianza en el sector, que vigila el buen uso del dinero de 
los contribuyentes y que concede a los espectadores la 
libertad de elegir. Es ésta la política que el cine espa- 
ñol necesita. A lo mejor no es la que conviene a la es- 
trategia electoral del Partido Socialista, pero esta 
Cámara, señor Presidente, está para defender los inte- 
reses generales de España, de su industria y de su cul- 
tura y no los intereses electorales de un grupo, aunque 
tenga la mayoría en estos momentos en la Cámara. 

Muchas gracias, señor Presidente. (Aplausos.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Para un 
turno en contra, tiene la palabra el señor Clotas. 

El señor CLOTAS CIERCO: Señor Presidente, seño- 
ras y señores Diputados, a tenor de la intervención que 
acabamos de oír cuesta creer que el Grupo Popular ha- 
ya reflexionado sobre el tema que nos ocupa esta ma- 
ñana (Rumores.) Sinceramente, pienso que el portavoz 
del Grupo Popular hoy se ha superado a sí mismo -no 
creo que le ofenda lo que voy a decir porque voy a usar 
un término cinematográfico- y nos ha hecho una 
auténtica charlotada. (Rumores.) Una auténtica char- 
lotada, con agentes secretos, con carnés, con nigerias, 
una auténtica charlotada, sin añadir un solo argumen- 
to a los ya expresados hace poco en esta misma tribu- 
na con motivo del debate sobre el Decreto-ley, presen- 
tando esa catastrófica situación del cine español que 
-según él- se debe a una política a la que él tampoco 
es capaz de presentar una alternativa, y no ha dedica- 
do más que escasos minutos a defender lo que es el mo- 
tivo de este debate, que es la enmienda a la totalidad 
que presenta el Grupo Popular. 

Esa enmienda a la totalidad, señorías, para el Grupo 
Socialista, y creo que para la inmensa mayoría del sec- 
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tor cinematográfico, merece tres calificativos. ES una 
propuesta deficiente, es una propuesta insuficiente y 
es una propuesta imprudente, y voy a tratar de expli- 
car por qué utilizo estos tres adjetivos, a la vez que voy 
a tratar de explicar el contenido de una enmienda, al- 
go en lo que se ha molestado muy poco el señor Cortés. 

Es una propuesta insuficiente porque lejos de hacer 
lo que hace el proyecto de ley hoy en curso y que se pre- 
tende enmendar, que es tratar aquellos temas inapla- 
zables, sobre todo por la necesidad de poner de acuerdo 
nuestra legislación con la comunitaria, en lugar de li- 
mitarse a esto, el texto del Grupo Popular trae otros te- 
mas. Pero no crean ustedes que con eso han traído a 
esta Cámara una ley completa del cine o de lo audiovi- 
sual -como ha dicho, por cierto, en la prensa, no lo ha 
dicho aquí-; no, no lo hace. Y es tan consciente de que 
no lo hace que reduce prácticamente a una proposición 
no de ley su propuesta, cuando la disposición adicio- 
nal segunda nos dice que en un año el Gobierno tiene 
que traer aquí una ley del cine o de lo audiovisual. Por 
tanto, lo que ha hecho cuesta un poco calificarlo. No 
es una ley del cine y tampoco son las medidas urgen- 
tes e inaplazables que el Gobierno está legislando en 
este momento. 

Es deficiente, señorías -y lo vamos a ver con un ra- 
pidísimo repaso de los temas que incluye esta 
propuesta-, porque en realidad lo que ha hecho el Gru- 
po Popular es recoger algunas normas presentadas ya 
por la señora Ministra, algunas de las que están en el 
proyecto actualmente en trámite, introduciendo algún 
cambio, otros temas que le han parecido que se podían 
tratar, sin saber muy bien por qué, porque a la vez hay 
otros que no trata, y con todo esto ha hecho una espe- 
cie de refrito que tiene sobre todo un objetivo -y no 
lo ha ocultad-, que es la supresión de las licencias 
de doblaje, y me referiré luego a esto. 

(Qué contiene esta enmienda de totalidad al proyec- 
to de ley, que, como he dicho, es deficiente, insuficien- 
te e imprudente? Contiene, en primer lugar, una pre- 
tendida modificación del sistema de subvenciones, que 
yo sinceramente creo que el señor Cortés lo ha expli- 
cado mal porque no conoce bien el tema. Lo que han 
hecho no es nada nuevo ni distinto de lo que existe; sim- 
plemente lo que han hecho es apoyarse en el sistema 
de lo que se llamó subvenciones anticipadas, que es lo 
que existió en este país hasta la llamada reforma Sem- 
prún y que el propio Grupo Popular atacó muchísimo 
porque consideró que se prestaba a políticas de ami- 
guismo y de ventajas más o menos inconfesables. Vuel- 
ven al sistema de las subvenciones anticipadas con una 
gran irresponsabilidad porque lo hacen sin ningún ri- 
gor, porque me gustaría que el Grupo Popular me ex- 
plicara en virtud de qué se van a conceder esas anti- 
cipaciones, cómo sabemos el éxito que puede tener en 
taquilla una película. Además, hay otro dato curioso y 
es que han suprimido, entre los requisitos para conce- 

der esos anticipos, el que se refiere a la calidad artísti- 
ca del producto, que parece que eso no interesa nada 
al Grupo Popular. 

En lo que se refiere a la cuota de pantalla, que no es 
una técnica obsoleta o que se está abandonando, sino 
que es la técnica que la Unión Europea está aconsejan- 
do para la televisión y para el cine, el Grupo Popular 
pretende ir extinguiéndola y lo dice claramente en uno 
de los artículos finales de su propuesta. Señorías la cuo- 
ta de pantalla no es un invento español, es un invento 
inglés; existe desde el aiio 27 en Gran Bretaña, hasta 
que la señora Thatcher --seguramente muy admirada 
por el señor Cortés- arruló la cuota de pantalla y se 
acabó el cine inglés. (Risas en el Grupo Popular.) Eso 
hace muy poco tiempo y no se rían porque es así (El 
señor Robles Fraga: Y se acabó,el cine español.) Y se 
acabó el cine inglés en los términos en que considera- 
mos que un cine debe existir. Quiero decir que entró 
en una decadencia fatal, como sabe todo el mundo, en 
número de espectadores, de películas, etcétera. (El se- 
ñor Robles Fraga: ¡Cómo se puede decir eso!) 

El señor VICEPRESI1)ENTE (Beviá Pastor): Señor 

Señor Robles Fraga, le ruego guarde silencio. 
Clotas, un momento. 

El señor CurrAs CIERCO: El control de taquilla que 
pretenden introducir en la ley existe en España desde 
el año 64, lo que pasa es que, naturalmente, quedó ob- 
soleto por los avances tecnológicos y hoy lo que se plan- 
tea es la informatización del mismo y es verdad que lo 
ha dicho aquí el señor Cortés. Está previsto que el pro- 
grama acabe este año, en diciembre de 1994, con un nú- 
mero de salas -no recuerdo si son setecientas y pico- 
que aseguran un control superior al 90 por ciento. 

Respecto a la defensa de la competencia, su propuesta 
hace una cosa muy rara porque repite uno o dos pre- 
ceptos de la ley, con lo cual se presta también a una 
lectura bastante singular; es decir, puede ser que los 
demás preceptos de la Ley de Defensa de la Competen- 
cia no deban ser tenidos en cuenta para el tema del ci- 
ne. No sé lo que quiere decir el Grupo Popular cuando 
repite en su texto algún precepto. 

También deberíamos hacer una alusión a lo que ha 
dicho el señor Cortés en cuanto a la cuota, que es una 
de las novedades que introduce la propuesta del Gru- 
po Popular, que incluso sería positiva si fuera posible. 
Dice la propuesta que un 50 por ciento de la cuota se 
reservará al cine originariamente en español. Señor 
Cortés, esto es lo que no nos permite la Comunidad. Es- 
tamos haciendo una ley con urgencia para adaptarnos 
a la legislación de la Comunidad y ustedes están intro- 
duciendo en su texto algo que a mí no me disgustaría, 
si fuera posible, pero que la Comunidad no nos lo per- 
mite. Por tanto, una de las pocas novedades, por decir- 
lo así, positivas de su propuesta resulta que parece que 
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no es posible introducirla y es bastante paradójica en 
el momento pmcesal en el que estamos. 

Podría referirme a otros aspectos. Me quiero referir 
finalmente a la supresión de las licencias de doblaje, 
porque en base a la supresión de las licencias de do- 
blaje, y en base a esa política de ir eliminando la cuo- 
ta, califico de imprudente y de irresponsable esta 
propuesta del Grupo Popular. Si hoy el Gobierno apli- 
cara esas políticas, daríamos un golpe de muerte al ci- 
ne español. 

El único argumento que tiene el Grupo Popular para 
oponerse a las licencias de doblaje, que no son un in- 
vento socialista, señorías, sino algo que viene funcio- 
nando con cambios importantes en su reglamentación 
desde el 46, las licencias de doblaje que, contrariamente 
a la información que le han dado al señor Cortés, hoy 
interesa en muchos foros internacionales como una so- 
lución para proteger los cines nacionales, esas licencias 
de doblaje, como digo existen desde el 46. Lo único que 
puede decir el Grupo Popular contra ellas -lo ha di- 
cho muchas veces- es que sólo existen en España. 

Señor Cortés, no me parece un argumento presenta- 
ble. ¿No hemos inventado nada a lo largo de la Histo- 
ria los españoles? Algunas cosas sí (Risas.), habremos 
inventado las licencias de doblaje. Señor Cortés, no va- 
len risas. No hay un solo productor, no hay un solo crea- 
dor en España en el ámbito audiovisual que les apoye 
en este tema (Risas.) No se rían porque me parece no 
hay motivo para reírse. No hay un solo creador, lo que 
pasa es que ustedes no han hecho una ley pensando en 
los creadores, al revés, la han hecho de espaldas a los 
creadores, la han querido hacer pensando en la indus- 
tria, y tampoco la han hecho pensando en la industria, 
la han hecho pensando en la parte mercaderil y más 
impresentable de la industria. Esta es la verdad. 

Señorías, quiero terminar. Me ha tocado hacer algo 
que correspondía al portavoz del Partido Popular, ex- 
plicar la enmienda de totalidad que nos ha presentado 
hoy. Quiero acabar diciendo que el Grupo Socialista, 
que naturalmente se opondrá y votará en contra de es- 
ta propuesta del Grupo Popular, se siente apoyado en 
esta Cámara -sobre todo en el sector cinematográ- 
fico- y está de acuerdo con el proyecto de ley que el 
Gobierno ha pRsentado, que son las medidas inapla- 
zables que debemos aprobar en este momento para ayu- 
dar al cine español y también, como he dicho antes, 
para poner nuestra legislación al día con la legislación 
comunitaria. Creemos que esas son las medidas y esa 
es la política que puede favorecer a un cine que, con- 
trariamente a lo que dice el Grupo Popular, no está en 
situación desastrosa. 

Voy a terminar, señor Presidente, con un solo dato, 
para que se demuestre con claridad que la política que 
está llevando a cabo el Gobierno socialista no es esa 
política que dice el señor Cortés, ni mucho menos, si- 
no una política que tiene el respeto de los foros inter- 

. 

nacionales, aunque no se haya enterado el portavoz del 
Grupo Popular. 

Mire usted, el gobierno francés, que no puede ser 
puesto en duda como ejemplo, gasta diez veces más di- 
nero público en proteger su cine que nosotros -no- 
sotros estamos en unos tres mil y pico millones y ellos 
en treinta y cinco mil- y consiguen apenas tres veces 
más taquilla que nosotros; nosotros estamos más o me- 
nos en el 10 por ciento, ellos están en el 25 o el 30 por 
ciento. Lo consiguen con tres veces más películas. ¿Qué 
quiere decir esto? Que necesitan diez veces más dine- 
ro para conseguir un resultado, más o menos, tres ve- 
ces superior. Por tanto, no podemos decir seriamente 
que el cine español, que ocupa con dignidad un cuarto 
o quinto lugar en el mundo y que, junto con el italiano 
y con el francés, ha sobrevivido a una competencia te- 
rrible, como la que hacen las «majors» americanas, sin 
respetar esa libertad de mercado ideal que aquí pre- 
senta el Grupo Popular y que no existe, porque somos 
nosotros, con nuestra legislación, los que intentamos 
que haya esa igualdad de posibilidades en el mercado 
para los cines nacionales. Este cine, que consigue unos 
resultados muy dignos, no merece los calificativos que 
se han vertido aquí muchas veces. 

Una última palabra. El Grupo Popular nos ha dicho 
también muchas veces que él está por la libertad de op- 
ción de los espectadores. Nosotros también, y quiero 
contestar a una imagen, que es absolutamente trampo- 
sa, esgrimida aquí algunas veces por los portavoces del 
Grupo Popular. No se trata de que los lectores -por 
poner la comparación que se ha puesto aquí- puedan 
leer a Cela o a otro escritor. No se trata de eso. N o  se 
trata de que lean a Cela o a otro escritor. Se trata de 
que en las librerías esté Cela y eso es lo que con su po- 
lítica, con la legislación que trae a esta Cámara preten- 
de el Partido Socialista y el Gobierno socialista: que en 
los cines de España se pueda ver también cine comu- 
nitario. (La señora Martínez Saie ¡Para que no vaya 
nadie!) 

Gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gracias, 

Para un turno de réplica, tiene la palabra el señor 
seiior Clotas. 

Cortés. 

El señor CORTES MARTIN: Señor Presidente, quie- 
ro que conste en acta mi agradecimiento a los que di- 
señan la estrategia parlamentaria del Grupo Socialista 
que impide a la señora Ministra de Cultura subir a la 
tribuna, porque, ciertamente, para un portavoz al que 
incluso le gusta la brega parlamentaria, el tener a un 
contrincante como el señor Clotas le pone las cosas de- 
masiado fáciles. (Protestas.) Yo vengo con miedo por te- 
nerme que medir con la señora Ministra de Cultura, 
pero tenerlo que hacer con el señor Clotas me lo pone 
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demasiado fácil, sobre todo cuando se argumenta que 
se trata de estudiar y hablar con rigor. (Protestas.) An- 
tes de que vociferen S S .  SS.  les voy a dar un dato para 
que vean el rigor que tiene el señor Clotas en sus ex- 
presiones. 

Señor Presidente, éste es un libro del Ministerio de 
Cultura. El señor Clotas ha dicho que se ha acabado 
el cine británico con la política de la señora Thatcher. 
Leo el cuadro 9.1, en la página 197: Producción cinema- 
tográfica europea 1980-1990. España: 1982, 146 pelícu- 
las; 1990,47; variación, -151 por ciento. Gran Bretaña: 
1982,45 películas; 1990, 53; variación, +82,8 por cien- 
to. Este es el rigor del señor Clotas. 

El señor Clotas lleva mucho tiempo queriendo ser Mi- 
nistro de Cultura y castiga al Ministerio de Cultura no 
leyéndose su propia documentación, pero la Cámara no 
tiene la culpa de los problemas personales que tienen 
en el Grupo Socialista. (Aplausos en los bancos del Gru- 
po Popular.-Protestas en los bancos del Grupo Socia- 
lista). Estos son los datos del Ministerio y si ustedes no 
tienen una fluida comunicación y al señor Clotas le 
ocultan esta documentación, ¡qué le vamos a hacer! Es- 
ta Cámara se merece más respeto y más rigor. 

El señor Clotas, señor Presidente, lleva once años de- 
fendiendo la misma política, y su coherencia le honra, 
pero lo que ya es más difícil, sin embargo, es estar or- 
gulloso de los resultados de la misma. Los datos se die- 
ron con detalle en el anterior debate, pero quizá no esté 
de más refrescar la memoria de SS.  S S .  

Durante los diez años en que el señor Clotas y el Gru- 
po al que pertenece han estado defendiendo la política 
cinematográfica española, los espectadores han pasa- 
do de 176 millones a 78. El número de salas -ésas sobre 
las que argumenta que no hay librerías donde puedan 
estar los autores- al amparo de esta brillante políti- 
ca, que ahora dicen que no quieren cambiar, ha pasado 
de 4.096 a 1.773. Sigo manejando datos del Ministerio. 
(El señor Robles Fraga: ¡Muy bien!) 

Sólo les voy a dar un dato más para describir la dé- 
cada prodigiosa. De 146 películas, el año pasado no se 
llega a 50. Estos son los datos de los que ustedes pue- 
den estar muy orgullosos. Pueden incluso satisfacerse 
mutuamente, pero no pretendan que a nosostros nos sa- 
tisfaga, porque a nosotros nos preocupa el cine espa- 
ñol. Tenemos confianza en el cine español. Creemos en 
su capacidad. Criticamos y con datos -con datos que 
además ustedes han dado- su política, no la capaci- 
dad del cine español que incluso contando con ustedes 
en el Gobierno ha logrado hacer muy buenas pelícu- 
las, ha logrado reconocimientos individuales grandes, 
pero los datos son los que están y lo que pide el sector 
es lo que pide. Pide subvenciones automáticas, no sub- 
venciones por proyecto. Y la señora Ministra, que dijo 
que iba a cambiar revolucionariamente las subvencio- 
nes, lo que ha hecho ha sido aprobar una serie de órde- 
nes ministeriales diciendo que se concedían más de 

1.000 millones de pesetas, todos ellos por proyecto que 
tenía que valorar un comité que nombraba la señora 
Ministra de Cultura. Esta es la arbitrariedad contra la 
que queremos ir. 

Insuficiencia. Hombre, insuficiencia la del Real 
Decreto-ley que contempla cuatro medidas. El nuestro, 
por lo menos, aunque sólo sea a peso, contempla dieci- 
séis artículos. Por lo tanto, me parece que no es el grupo 
que defiende el proyecto quien puede estar más legiti- 
mado para hablar de insuficiencia. 

Las licencias de doblaje. Yo no sé cómo pueden de- 
fenderlas tanto cuando en el propio proyecto dicen que 
sólo durarán cinco años. N o  serán tan buenas. Si las 
licencias son tan buenas, manténganlas para siempre. 
Ustedes mismos saben que es insostenible. Yo no he 
citado a Nigeria, lo ha hecho usted, se lo agradezco, lo 
hice en el anterior debate. Es el único ejemplo que te- 
nemos. Pero que no se nos diga además que lo que se 
pretende es europeizar. Y ya, las carcajadas que se pue- 
den oír son tremendas si se dice que es un sistema que 
se está estudiando allende nuestras fronteras. ¡Pues, 
bien va la cosa! 

Sistema de ayudas, cómo se puede controlar. Es evi- 
dente, haciendo lo que ustedes han impedido que se ha- 
ga: con el control de taquilla. Eso lo contempla nuestro 
proyecto de ley. Que se instale el control de taquilla. El 
Gobierno ha retirado los créditos para la informatiza- 
ción de las taquillas en estos Presupuestos. Así figura 
en el «Diario de Sesiones» cuando yo mismo, en nom- 
bre del Grupo Popular, se lo pregunté al Subsecretario 
de Cultura y dijo que era un proyecto que se había sus- 
pendido y que se iba a intentar ver si la iniciativa pri- 
vada podía acudir. Lo que pasa es que ustedes no 
quieren que se controle la taquilla para que el cine si- 
ga en sus manos, sometido a su arbitrariedad. 

Y en cuanto a la cuota española -ya, señor Presiden- 
te, es lo último que voy a decir-, que dice que es con- 
traria al Derecho comunitario, será exactamente igual 
para el cine que para la televisión. Nos hemos limita- 
do, señor Presidente, a decir- literalmente lo mismo que 
se dice en lo que el Gobierno llama: transposición de 
la directiva sobre la coordinación de disposiciones le- 
gales reglamentario-adminitrativas de los Estados 
miembros relativos al ejercicio de actividades de radio- 
difusión televisiva. Pues bien, en este texto de incorpo- 
ración de la legislación comunitaria a la legislación 
española se dice: El 50 por ciento del tiempo que se re- 
serva, a que se refiere el número anterior, se dedicará 
a su vez a la emisión de obras europeas en expresión 
originaria española. Esto mismo lo decimos para el ci- 
ne, y manifestamos, como aduce también el sector, que 
las cuotas de pantalla no es un buen sistema, que es 
el que hay, y nosotros lo mantenemos, pero decimos que 
debe de ser superado. Lo están superando en otros paí- 
ses europeos, precisamente, además, por esta cuestión 
comunitaria; precisamente por eso. Pero ése es otro de- 
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bate. Nuestro texto dice que se mantiene en los mismos 
términos en que está planteado ahora. Pero ya creíamos 
que había pasado eso que dijeron ustedes al principio 
de su llegada al poder del uso alternativo del Derecho. 
Utilizar el uso alternativo del Derecho para la televi- 
sión, sí, pero lo que ahora se dice de que también sería 
de aplicación al cine, no, simplemente porque se nos 
ha ocurrido a nosotros. Esto, lo único que demuestra 
es que ustedes han cambiado muy poco. Afortunada- 
mente, las cosas sí van a cambiar. 

Usted, señor Clotas, me ha aludido de una forma muy 
elogiosa, porque créame que en un debate cinematográ- 
fico cualquier comparación con Charlot, con un genio 
como él, es un elogio. (Rumores.) Aquí, lo que pasa es 
que el viento se va a llevar muchas cosas, va a quedar 
el cine español, se va a llevar muchas cosas y mientras 
tanto hay algunos, no muchos, pero algunos, porque us- 
tedes lo permiten y porque ustedes lo alientan, que, co- 
mo en la película de Woody Allen, cogen el dinero y 
corren. 

Muchas gracias. (Aplausos en los escaños del Grupo 
Popular.-Protestas.-Los señores Muñoz García y No- 
vella Suáirez pronuncian palabras que no se perciben.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Tiene la 
palabra el señor Clotas. 

El señor CLOTAS CIERCO: Señor Presidente, el Gru- 
po Socialista tiene toda la documentación, todos los da- 
tos, como supungo que todos los grupos de la Cámara, 
ya que estamos en un sistema democrático en el que 
los datos no se ocultan y en el que la información de 
los datos está al servicio de todos. Pero hay algo peor 
que no tener los datos, es manipular con ellos o no en- 
tenderlos, que es lo que reiteradamente ocurre con el 
portavoz del Grupo Popular. (Rumores.) Porque el que 
el portavoz del Grupo Popular venga aquí y nos expli- 
que, con esa mezcla de ingenuidad, por llamarlo de al- 
guna manera, y malignidad (Rumores.), que ha 
decrecido el número de salas cinematográficas y de es- 
pectadores, es algo que se puede decir aquí, en Esta- 
dos Unidos, en Cochinchina y donde sea, porque en este 
tiempo (parece que ellos no se han enterado) ha entra- 
do el vídeo en los hogares, las programaciones de cien- 
tos de películas por semana en los distintos canales de 
televisión y, naturalmente, la oferta ha cambiado de tal 
modo que es evidente que en España, como en todas 
partes, ha disminuido el número de espectadores en las 
salas cinematográficas y el número de salas. Ese es un 
dato irrelevante si no se explica todo lo que lleva con- 
sigo, lo que es en otras partes y con elementos compa- 
rativos. Por tanto, el señor Cortés utiliza un dato que, 
a pesar de todo, es irrelevante. Yo le diría lo mismo del 
cine inglés. Como tampoco sabe mucho de estos temas, 
nos da un dato del cine inglés, pero hemos de conocer 
lo que eran los datos anteriores del cine inglés, y él ha 

de saber que hoy hay mucho cine, que no es realmente 
inglés, que pasa por cine inglés, como desgraciadamen- 
te ha ocurrido con alguna película, y ha sido muy no- 
torio también con Holanda, etcétera. 

Por tanto, hay una mayor debilidad en el cine inglés 
desde las reformas de su admirada Margaret Thatcher, 
que todo el sector del cine inglés está de acuerdo, me- 
nos, naturalmente, el señor Cortés, que nos quiere traer 
aquí la reforma de la señora Thatcher, cuando yo creo 
que incluso la propia señora Thatcher debe haber re- 
conocido que eso no ha ido muy bien para el cine inglés. 

Vamos a ver; hay alguna cosa más. Señor Cortés, es 
verdad lo que usted dice respecto a la trasposición de 
la directiva, es verdad. Pero, mire usted, en Derecho las 
cosas no son tan sencillas. Lo que la Comunidad nos 
habilita para la televisión, no nos lo habilita para el ci- 
ne. Por tanto, lo que usted hace es una apuesta muy im- 
probable que yo le digo que la Comunidad no va a 
aceptar, y por ello acabo diciendo 10 mismo que dije 
antes: este refrito, este no proyecto alternativo, esta en- 
mienda que saca cosas de donde puede y más o menos 
las ensambla sin que respondan a una actitud seria y 
responsable sobre el cine español, ha incluido una nor- 
ma que no estaría mal para el cine español si fuera po- 
sible y jurídicamente legal, cosa que el Grupo Socialista 
duda y creo que la Comunidad va a dudar más que no- 
sotros. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): ¿Grupos 
parlamentarios que deseen fijar su posición? (Pausa.) 

Por el Grupo de Coalición Canaria, tiene la palabra 
el señor Mardones. 

El señor MARDBNES SEVILLA Señor Presidente, 
señorías, Coalición Canaria, al fijar su posición aquí, 
quiere hacerlo desde un punto de vista lo más reflexi- 
vo posible, dentro de un pragmatismo lo más posibilis- 
ta para ayudar a nuestra industria cinematográfica. 

Probablemente, ante el proyecto que trae hoy aquí el 
Gobierno, lo que nuestro Parlamento transformó en pro- 
yecto de ley como resultado de haber hecho la convali- 
dación previa del Real Decreto-ley de medidas urgentes 
para apoyar la cinematografía, nosotros creemos que 
hay que aprovechar este tiempo, aprovechar el texto del 
Gobierno, aprovechar también el texto alternativo que 
trae el Grupo Popular, llevarlo por vía de enmiendas 
y enriquecer algo tan importante que ni puede ser ob- 
jeto de un tratamiento ya legal por vía de urgencia ni 
por falta de reflexión de todos los intrumentos jurídi- 
cos, técnicos, legales, económicos (incluidos los fisca- 
les y financieros, en el mejor sentido de la palabra) para 
ayudar y potenciar, no solamente a un sector producti- 
vo industrial, sino a un soporte cultural. 

Por esa razón, Coalición Canaria, entendiendo que 
hay factores positivos en ambos documentos, se va a 
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abstener en la votación de la enmienda del Grupo Po- 
pular, va a desear que muchas de sus inteligentes y su- 
gerentes iniciativas se canalicen por la vía de enmien- 
das y se lleven sobre el soporte del proyecto del GO- 
bierno. 

Coalición Canaria, predicando con el ejemplo, ha pre- 
sentado 23 enmiendas al texto del proyecto, y lo hace- 
mos teniendo presentes varias cuestiones. Por empezar, 
por una no menor. Cualquiera de los sectores o subsec- 
tores empresariales, económicos, intelectuales, artísti- 
cos que intervienen en el mundo del audiovisual y de 
la cinematografía, tienen un componente de un valor 
expreso específico que, separándolo del conjunto lo ha- 
ce una distorsión y lo hace perfectamente incompren- 
sible en su funcionamiento. De ahí que nosotros 
hayamos dirigido enmiendas, y no nos gustan los pro- 
yectos en que se carga la función de la sanción sobre 
las salas de distribución. En todo ese mundo, si alguien 
es merecedor de determinadas sanciones, no podemos 
terminar con uno solo de los sectores que hay ahí. Pe- 
ro esto sería lo de menos, porque podemos arreglar per- 
fectamente el capítulo de sanciones y a quién tienen que 
ir dirigidas y cómo, porque hay algo de lo que tienen 
que darse cuenta los productores de películas y los dis- 
tribuidores, y es que sin salas de cine no habrá proyec- 
ción de películas. 

Esto que parece una obviedad es donde está una de 
las circunstancias actuales de la crisis del mundo del 
cine: el cierre de salas de exhibición que ha ido produ- 
ciendo determinadas distorsiones en todo el proceso 
mercantil que soporta el sistema. Queremos películas 
de calidad, de alta calidad; queremos, incluso dentro 
del marco de este proyecto de ley -lo que ahora diré-, 
películas que sean un soporte cultural de la identidad 
de los distintos pueblos de España, como de todo el Es- 
tado español, como de la unidad europea, a la que tam- 
bién haré referencia aquí. Ese cine español y europeo, 
inserto en esas coordenadas fundamentales, junto a una 
buena calidad de películas y que, al mismo tiempo que 
tengan calidad artística, tengan rentabilidad comercial, 
porque si no estamos rizando otra vez el rizo de lo im- 
posible, y necesitamos tanto al intermediario de la dis- 
tribución como a las salas de exhibición cinematográ- 
fica. Las salas también tienen que tener el requisito de 
la calidad, porque a veces estamos pensando que la ca- 
lidad solamente tiene que estar en lo que está sobre el 
soporte del celuloide; la calidad de la película es im- 
portante, pero para el espectador también el sentarse 
en una butaca cómoda, en una sala que reúna condi- 
ciones de seguridad, etcétera, es muy importante. Una 
buena película desde una silla de madera dura se trans- 
forma en una película inaguantable y una película re- 
gular, en una sala de condiciones comodísimas para el 
espectador, en que el exhibidor sabe que puede inver- 
tir allí un capital para tener una sala del máximo nivel 
de calidad, es importante. 

Por tanto, mucha atención a todos los eslabones de 
la cadena del mundo cinematográfico, que no termina 
cuando el directoor y la productora le ponen el rótulo 
final a la cinta del celuloide. Ahí empieza ahora otro 
proceso que es el que hace su accesibilidad al público, 
su rentabilidad comercial ,y, por supuesto, toda la eva- 
luación, con todos los premios, con todos los Oscar, con 
todos los Goya, con todos los premios de la crítica que 
se le quiera dar a cualquier film. 

Nosotros entendemos que el proyecto de ley que sal- 
ga de esta Cámara tiene que ser lo más perfecto posi- 
ble también, y yo diría, con un símil, hacerle, señora 
Ministra, un buen guión a este proyecto de ley. Eso es 
importante. Si somos capaces con nuestro esfuerzo par- 
lamentario, con las enmiendas, de poner un instrumen- 
to en manos de toda esa cadena: de los artistas, de las 
productoras, de los directores, de los distribuidores y 
de los exhibidores, etcétera y, por tanto, del público, y 
hacemos un buen guión, que es nuestra obligación de 
legisladores, eso será positivo para el día de mañana. 

No olvidemos, señorías, que estamos hablando aquí 
también de un factor competitivo frente a eso que en 
el proyecto se llama terceros países, que es la potente 
industria cinematográfica de los Estados Unidos de 
Norteamérica. 

Hay otra cosa que hay que hacer aquí y creo que per- 
feccionando el texto del proyecto de ley, que es ir más 
a un cine de coproducción, a un cine europeo, porque, 
si no se entendería el proyecto que aquí se pretende. 
Quiero recordarles a S S .  S S .  que ha tenido entrada en 
esta Cámara el Convenio Europeo sobre Coproducción 
Cinematográfica, verdadero documento inteligente e in- 
teresante, hecho por el Consejo de Europa, que viene 
a definir qué se debe de entender, con unas definicio- 
nes culturales, y llamo la atención de esto. El informe 
del Consejo de Europa y la propuesta aprobada ya, el 
Convenio Europeo sobre Coproducción Cinematográ- 
fica, no hace tanto invocaciones a política proteccio- 
nistas, en el sentido estricto de la palabra, sino un 
llamamiento a la responsabilidad de los gobiernos y de 
los parlamentos nacionales para legislar posteriormen- 
te las medidas de apoyo a la cinematografía de tipo fis- 
cal, etcétera, concretarlas y no dejarlas en esa especie 
de situación etérea, en música celestial, que trae el ar- 
tículo 3P del proyecto del Gobierno. 

Ese fomento de las empresas y de las actividades 
audiovisuales no puede ser una voluntariedad pura- 
mente retórica de la Administración pública; tiene que 
ser una concreción en medidas que están en el índice. 
Pero hay que concretarlas, porque cada uno de los fac- 
tores de la producción, tanto el productor de la pelícu- 
la, los distribuidores, como los exhibidores tienen que 
tener tangiblemente a su alcance administrativo qué se 
entiende por inversión pública, qué medios de apoyo 
Fiscal, cuáles van a ser esas medidas fiscales, cuál es 
la promoción exterior o interior, en qué soporte de co- 
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laboración de las distintas administraciones públicas 
o de los distintos sectores financieros o económicos im- 
plicados tienen que estar. 

Pero fíjense, señorías, si el tema es importante que 
el propio Consejo de Europa define en el preámbulo del 
Convenio Europeo de Coproducción Cinematográfica 
este listado de valores fundamentales. Primero, que la 
finalidad del Consejo de Europa es conseguir una unión 
más estrecha y salvaguardar ideas y principios del 
patrimonio común europeo. Considerar, además, que 
es necesario desarrollar las metas del Convenio Cultu- 
ral Europeo que va a ser soporte de la cinematografía 
de coproducción. Y, después, llevar hacia adelante to- 
do lo que es un principio, en el sentido de que debe 
considerarse como prioritario en esta coproducción ci- 
nematográfica en cuanto instrumento de creación y de 
expresión de la diversidad cultural a escala europea. 
Como pronto tendrán a su disposición el texto, me aho- 
rro seguir leyendo más actuaciones. 

Si hay que concretar las medidas que se contemplan 
de una manera muy genérica en el artículo 3, vemos 
esta deficiencia en el proyecto que ha traído el Grupo 
Popular, que debería aprovechar la ocasión para desa- 
rrollar este listado de apoyos y de incidencias con el 
argumento que nos aporta el Consejo de Europa, las 
ideas propias emanadas de los distintos sectores del 
mundo de la cinematografía, lo que haga la Adminis- 
tración en este momento y lo que como valor político, 
cultural y de empleo desarrolle el Parlamento para en- 
contrar, como digo, un buen texto de ley, un buen guión 
para el mismo. Vamos a esperar al debate en Comisión 
para enriquecer el texto con las enmiendas, y las hay 
muy interesantes entre la del Grupo parlamentario Po- 
pular, que puedan cubrir esas deficiencias o insuficien- 
cias, que decía el señor Clotas. Me quiero quedar sólo 
con estos dos calificativos que son puramente numéri- 
cos o cuantitativos. No entro en ninguna valoración de 
tipo peyorativo dentro de la legitimidad del lenguaje 
parlamentario, sino que pretendo cubrir y complemen- 
tar todas esas deficiencias que están en este momento 
en uno y otro proyecto. 

Por esta razón y en la línea de no intervenir de una 
manera polémica ni sesgada, el Grupo de Coalición Ca- 
naria va a abstenerse desde estos principios que he 
dicho. 

Nada más y muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gracias, 

Para la fijación de la posición del Grupo Vasco, PNV, 
señor Mardones. 

tiene la palabra el señor González de Txabarri. 

El señor GONZALEZ DE TXABARRI MIRANDA 
Gracias, señor Presidente. 

Señorías, de cara a este texto alternativo que ha pre- 
sentado el Grupo Popular, el Grupo Vasco quisiera ma- 

nifestar las siguientes consideraciones. En un primer 
nivel, valorar la exposición de motivos que presenta el 
Grupo Popular en su texto alternativo porque coinci- 
dimos en las dos principales apreciaciones que se rea- 
lizan en dicha exposición de motivos. Por una parte, 
porque con el texto que presenta el Grupo Popular se 
intenta poner el énfasis en aquellas medidas que incen- 
tivan la creación y consolidación de una infraestruc- 
tura industrial cinematográfica que sea competitiva y 
de calidad, frente a aquellas otras medidas dirigidas 
a la intervención del mercado y a un excesivo y no bien 
orientado proteccionismo que en los últimos años ha 
demostrado su ineficacia. Nos parece que es una línea 
de actuación bien correcta y bien definida y con oca- 
sión de la convalidación del Real Decreto-ley manifes- 
tamos que era uno de los focos de atención en los que 
insistía el Grupo Vasco: que se debe tender a la crea- 
ción de una infraestructura industrial sólida, que es, 
indudablemente, una de las principales y más graves 
carencias de la cinematografía española. 

Sin embargo, al examinar el articulado de la ley se 
observa que este objetivo, bien manifestado en la expo- 
sición de motivos, no encuentra medidas que se pue- 
dan distanciar significativa y pertinentemente del texto 
propuesto por el Gobierno. 

Entendemos, tal y como ha manifestado anteriormen- 
te el portavoz de Coalición Canaria, señor Mardones, 
que a partir de enmiendas al articulado se puede lle- 
gar a un punto de equilibrio entre el texto propuesto 
por el Gobierno y el texto que presenta ahora como en- 
mienda a la totalidad el Grupo Popular, porque del exa- 
men del texto articulado que presenta el Grupo Popular 
se deriva que el texto propuesto es integrable en el pro- 
yecto de ley a través de estas enmiendas, se admite el 
esquema básico del proyecto del Gobierno: se mantie- 
nen las cuotas de pantalla, aun flexibilizándolas, con 
lo que estamos de acuerdo; se suprimen las cuotas de 
distribución: se mantiene la posibilidad de sanción: en 
definitiva, el esqueleto de lo que es el texto alternativo 
coincide básicamente con el texto propuesto por el Go- 
bierno. 

En nuestra opinión, nos encontramos ante un proble- 
ma de equilibrios entre distintos intereses de distintos 
agentes implicados en el mundo de la cinematografía 
y desde esta perspectiva haríamos un llamamiento al 
Gobierno, al Grupo Socialista a que intentara acercar 
posturas. Entendemos que es razonable el proyecto de 
ley que se presenta, es insuficiente, pero es positivo en 
su conjunto, y que a partir de dicho esquema básico, 
en lo que son las enmiendas que se pueden presentar, 
y nosotros lo vamos a hacer, por los distintos Grupos 
Parlamentarios, se pude llegar a un nuevo punto de 
equilibrio, corrigiendo la tendencia que manifiesta el 
proyecto de ley hacia los intereses de los creadores y 
de las productoras: existen otros intereses legítimos, 
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existen otra serie de consideraciones que hay que te- 
ner en cuenta. 

También hay que tener en cuenta, desde la acción cul- 
tural, el tema de la normalización lingüística, y en este 
punto discrepamos básicamente de la propuesta que 
realiza el Grupo Popular en su texto alternativo. Da la 
impresión, señor Cortés, de que la Arcadia lingüística 
del Partido Popular es monolingüe. (El señor Cortés 
Martín hace signos negativos.) ¿Es la lengua vasca es- 
pañola? ¿Para un vasco francés también? (El señor Cor- 
tés Martín: No le quepa la menor duda.) Hay que 
mantener un cierto rigor en las propias consideracio- 
nes. El monolingüismo, desde el punto de vista cultu- 
ral, es un empobrecimiento y desde esa perspectiva el 
texto propuesto por el Gobierno es mucho más rico, mu- 
cho más avanzado, por lo menos para los que creemos 
más en el plurilingüismo o que el futuro se basa en el 
plurilingüismo que en un monolingüismo. Cuando se 
dice que el estado natural de las lenguas es uno, uno 
se pregunta cuál es ese estado natural. Coincido con la 
señora Rahola cuando decía en una intervención ante- 
rior que hay que valorar el propio esfuerzo que se rea- 
liza para hablar en castellano y quisiera que SS. S S .  lo 
valoraran. Uno no está ni para hacer amenazas ni para 
hacer guerras, pero les puedo largar en mi propia len- 
gua natural todo lo que quiera, pero no está el señor 
Gatzagaetxebarría y hablaría sólo para mí y acepto que 
e5 ridículo en esta Cámara, pero vamos a ser serios en 
los temas lingüísticos en un momento en que este te- 
ma está muy de actualidad y vamos a ser rigurosos en 
los planteamientos. 

Por ello, insisto en que desde la postura del Grupo 
Vasco hay que intentar encontrar nuevos equilibrios en- 
tre los intereses de los creadores, de los productores, 
entre la problemática de los receptores de la obra ci- 
nematográfica e indudablemente también entre los ex- 
hibidores que juegan su propio mundo industrial en el 
momento de exhibir el cine. 

Por ello, el Grupo Vasco va a presentar siete grupos 
de enmiendas a este proyecto de ley en busca de este 
equilibrio. Va a plantear que ia fijación de la cuota de 
pantalla se haga en la proporción de cuatro por uno; 
que la modificación de la disposición final primera del 
Real Decreto 19/93 se haga en el sentido de limitar la 
vigencia de la cuota de pantalla al mismo tiempo en que 
se limita la cuota de distribución cinematográfica; que 
se flexibilice el cumplimiento de la cuota de pantalla; 
que se disminuya, por excesiva, la tabla de sanciones 
propuesta en el Real Decreto, porque se podría dar el 
caso, señora Ministra, de que algún exhibidor pudiera 
tener mayores multas que Mario Conde por lo de Ba- 
nesto, lo cual, a todas luces, es excesivo y despropor- 
cionado. 

Entendemos que hay que flexibilizar las obligaciones 
de los exhibidores en aras de que pueda mantener el 
grado de libertad debido por el cumplimiento de las 

prescripciones legales; que hay que facilitar el acceso 
a la obra cinematográfica a los ciudadanos cinéfilos de 
pequeñas y medianas poblaciones y, en último lugar, 
que hay que ser más respetuoso con el marco compe- 
tencial en el que se integran estas medidas de fomento 
de la cinematografía. 

Entendemos desde el Grupo Vasco que una interpre- 
tación harto generosa de las competencias que al Es- 
tado atribuye el artículo 149.1.13 de la Constitución 
pudiera justificar una regulación adecuada de las cuo- 
tas de pantalla y de distribución cinematográfica co- 
mo las contenidas en los artículos 5 y 6 del proyecto, 
pero, no obstante, no tienen cabida las competencias 
estatales, la previsión contenida en el párrafo segundo 
de la disposición adicional del proyecto, ya que, una vez 
establecida la cuota de pantalla y distribución, el con- 
cretar dentro de las de ámbito comunitario en qué me- 
dida pueden o no ser cubiertas por producciones en 
lenguas propias distintas del castellano; aquí tiene una 
consideración rigurosa, señor Cortés, lenguas propias 
distintas del castellano, es una facultad competencia1 
de las autoridades autonómicas, pero en ningún caso 
del Gobierno del Estado. 

En consecuencia, señor Presidente, el Grupo Vasco 
va a votar en contra del texto alternativo propuesto por 
el Partido Popular, por entender que a partir del pro- 
yecto del Gobierno se puede encontrar un punto de 
equilibrio distinto, tal y como he definido en esta in- 
tervención. Confiamos, además, señor Clotas, en que el 
Grupo Socialista sea capaz de integrar las propuestas 
que se realizan por los distintos Grupos, mediante en- 
miendas al articulado, en aras de un equilibrio más sa- 
tisfactorio para todos los agentes implicados en el 
mundo de la cinematografía. 

Nada más. Muchas gracias, señor Presidente. (El se- 
ñor Cortés Martín pide la palabra.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gracias, 

Tiene la palabra el señor Cortés. 
señor González de Txabarri. 

El señor CORTES MARTIN: Señor Presidente, el ar- 
tículo 72.2 dice que cualquier Diputado podrá pedir du- 
rante la discusión la lectura de las normas o documen- 
tos que crea conducentes a la ilustración de la materia 
de que se trate. 

En este sentido, señor Presidente, solicito a la Presi- 
dencia que por los servicios de la Cámara se dé lectu- 
ra, a los efectos de ilustrar un punto de la intervención 
del portavoz del PNV, en la que hablaba de presumible 
monolingüismo en nuestro texto, de los puntos 1, 2 y 
3 del artículo 5 de nuestro texto alternativo. Lo decimos 
para que se vea que no hay tal monolingüismo, sino que 
se dice: «cualquier lengua oficial española» en tres 
ocasiones y ((expresión originaria española» en otras 
dos. 
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El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gracias, 
señor Cortés. Como es un texto distribuido a todos los 
miembros de la Cámara, con la referencia que su seño- 
ría hace a qué puntos son aquellos a los que se han aco- 
gido, entiende la Presidencia que es suficiente. (La 
señora GarcíaAlcañiz Calvo: ¡Que lo lea!) 

Por el Grupo de Convergencia i Unió, tiene la pala- 
bra el señor Baltá. 

El señor BALTA 1 LLOPART Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señorías, al fijar la posición en nombre de mi Grupo 
Parlamentario en relación con el texto alternativo pre- 
sentado por el Grupo Popular al proyecto de ley de me- 
didas urgentes para la cinematografía, se hace difícil 
alejarse del debate que ya se produjo en torno al pro- 
yecto del Ejecutivo que entonces consideramos de obli- 
gada tramitación. 

La unidad de mercado, consecuencia inmedita de la 
creación de la Unión Europea, la liberalización de mer- 
cados internacionales surgida del Gatt, que ha posibi- 
litado la cláusula de excepción cultural para proseguir 
el proteccionismo institucional con que a lo largo de 
medio siglo se ha distinguido al sector, su importancia 
como instrumento de comunicación social: son concep- 
tos de inevitable reiteración. Asimismo, es inevitable la 
convicción compartida por cuantos intervinieron en el 
anterior debate respecto a que, sin protección institu- 
cional, la producción cinematográfica de este país co- 
rre un evidente peligro y, con él, peligra la cultura que 
representamos los integrantes de esta Cámara, la diver- 
sidad dentro de la misma, que nos enriquece, y la di- 
versidad que nos afecta kiirectamente como ciudadanos 
de la nueva unión política. La diversidad cultural euro- 
pea ha hecho sonar la alarma y, frente a la liberaliza- 
ción generalizada impulsada, ha inventado el concepto 
de la excepcionalidad cultural, al que nos hemos aco- 
gido sin la más mínima duda. Una cuestión distinta es 
si el texto legal tras el que vamos a escudarnos es uno 
u otro, pero existe acuerdo común sobre la necesidad 
del mismo. 

Establecida esta premisa -que, como decíamos, re- 
cuperamos del debate anterior-, corresponde fijar 
nuestro criterio sobre el texto alternativo que el Parti- 
do Popular ha traído a debate. Lógicamente, mi Grupo 
Parlamentario fija posición desde el apoyo que dimos 
con nuestros votos al proyecto que ahora, desde la opo- 
sición, se quiere sustituir. Aquél no era, lógicamente, 
nuestro proyecto, pero globalmente nos pareció adecua- 
do para hacer frente a la situación. Posiblemente, el tex- 
to alternativo hubiera podido servir de base al trámite 
iniciado y con la presentación de enmiendas podríamos 
entre todos mejorarlo. Ello sería todavía posible si se 
tomaran en consideración enmiendas al articulado, co- 
mo han propuesto los portavoces del Grupo Vasco 
(PNV) y de Coalición Canaria. De entrada, nos parece 

loable el objetivo de consolidar una infraestructura ci- 
nematográfica competitiva, ya que ese es el primerísi- 
mo problema de nuestro sector audiovisual. Si no fuera 
así, no sería necesaria esta iniciativa legislativa. Des- 
graciadamente, nuestro cine ha vivido el sistema de pro- 
tección surgido de la utarquía en 1942, con más 
intención de control e instrumentalización política que 
de promoción; sólo una «gran industria,, -entre comi- 
llas, pero queremos precisarlo; en el sentido de calidad 
lo decimos también- surgió de la política proteccio- 
nista, la del doblaje, que hizo posibles algunas maravi- 
llas artísticas que a menudo posibilitaron una grotesca 
manipulación política de los textos traducidos, según 
las conveniencias de la autoridad censora del momen- 
to. La calidad alcanzada, sin embargo, condiciona aho- 
ra sobremanera el texto de ley, por cuanto nuestros 
espectadores se han habituado a las versiones dobla- 
das, configurándose una realidad hoy escasamente re- 
conducible. Ello sucede hasta el punto de que al fondo 
de los textos legislativos está el tema del doblaje, hoy 
extraordinariamente útil a la industria cinematográfi- 
ca extranjera, especialmente la norteamericana, muy 
sensible ante las medidas proteccionistas adoptadas. 
Pretende llevar nuestro cine hacia una abierta compe- 
titividad; lo que en el fondo se pretende es crear una 
situación de autoinmolación, gracias a que los hábitos 
proteccionistas del pasado han mantenido vivo un ci- 
ne subvencionado y no nos han permitido vislumbrar 
si hubiera sido posible su subsistencia de otra manera. 

Desde esta dimensión juzgamos la pretensión de su- 
primir las cuotas de distribución, la flexibilización de 
las cuotas de pantalla, la supresión de ayudas por pro- 
yecto potenciando la relación económica desde los re- 
sultados de taquilla. Son medidas todas ellas que, junto 
a la posible aportación del mecenazgo a la promoción 
del cine, deberán ser consideradas transcurridos los 
años de vigencia de la Ley que se pretende sustituir. Por- 
que, sin avanzar por este camino, vaticinamos un de- 
sastre para nuestro cine, pero también para el resto del 
cine europeo. 

Es por ello que no nos parece mal que el proyecto del 
PP parezca impulsado por criterios muy industriales, 
pero nos preocupa la obsesión de una excesiva dimen- 
sión empresarial, en detrimento del hecho cultural, has- 
ta el punto de que la calidad y el valor artístico parecen 
obviarse. Nos preocupa mucho más esta cuestión que 
otras que se refieren a cierta falta de sensibilidad auto- 
nómica e, incluso, de respeto a la diversidad cultural, 
a la que ha hecho también referencia el portavoz del 
PNV, debate que sigue vigente, pero que debe hallar su 
solución definitiva el día en que este país desvincule 
para siempre la necesidad de convivencia de los meca- 
nismos de acceso al poder, cuestión que resolveremos, 
entre todos, al margen de esta ley. Sin embargo que per- 
damos nuestra capacidad de interpretación de la rea- 



- 
CONGRESO 

2480 - 
24 DE FEBRERO DE 1994.-Nu~. 51 

lidad, incluso la capacidad de juzgar nuestra pmpia his- 
toria, es algo que nos preocupa profundamente. 

Ya dijimos en el debate anterior que momentos co- 
mo éste señalan la importancia que, para algunos co- 
lectivos, tiene la cultura como identidad. Lo hemos 
dicho siempre, en defensa de la cultura autóctona de 
nuestra comunidad, y lo repetimos ahora porque es el 
conjunto de nuestras culturas lo que peligra. Ello nos 
preocupa mucho más allá del propio debate parlamen- 
tario, del juego del poder y del contrapoder, del Gobier- 
no y la oposición. Nos  preocupa hasta llevarnos a la 
solicitud de un ejercicio de responsabilidad política. 

Para acabar, señor Presidente, permítame una refe- 
rencia anecdótica a un film que personalmente me pa- 
rece, en este caso, relevante. Como muchos de los que 
integramos esta Cámara fui observador interesado de 
cuantos documentos literarios se referían a nuestra 
Guerra Civil, cuando más perseguidos por la dictadu- 
ra, mejor que mejor. Uno de dichos textos fue la novela 
de Ernest Hemingway «Por quién doblan las campa- 
nas» que leí y releí, como tantos de los presentes. El 
día que llegó, también perseguida, la versión cinema- 
tográfica a nuestras pantallas, acudí apresuradamen- 
te a su estreno. ¡Qué profunda decepción que, por otra 
parte, ya se apuntaba en la propia novela! Un héroe de 
película del oeste, salvador de patriotas españoles en 
el que los españoles no podíamos identificarnos, inter- 
pretado por Gary Cooper, servía a los intereses de la 
industria cinematográfica sin base y sin rigor cultural. 
Ni la mirada maravillosa de Ingrid Bergman, en el pa- 
pel de una ingenua guerrillera autóctona, podía salvar 
la manipulación que se hacía de aquel espacio funda- 
mental de nuestra historia contemporánea. Sería la- 
mentable que, al final del camino, nuestro hecho social 
perdiera su capacidad propia de expresión. 

Señor Presidente, señora Ministra, señorías, permí- 
taseme una caricatura de la situación que debatimos. 
Yo diría que en estos momentos puede que estén tocan- 
do las campanas por nuestro cine, por el conjunto de 
nuestra dimensión sociocultural, si aplicamos criterios 
exclusivamente, empresariales, no obstante la necesi- 
dad de aplicar criterios de sensibilidad empresarial por 
respecto a la realidad estructural de nuestro cine. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gracias, 

Por el Grupo de Izquierda Unida tiene la palabra el 
señor Baltá. 

señor Alcaraz. 

El señor ALCARAZ MASATS: Con la venia, señor Pre- 
sidente. 

Después de este presunto duelo de titanes entre el se- 
ñor Cortés y el señor Clotas, habría que bajar de nue- 
vo el debate al rigor de sus términos reales, que pueden 
ser en principio teóricamente los mismos en que se pro- 

dujo el debate anterior, sólo teóricamente, porque a par- 
tir del debate de hoy se habla de la posibilidad, desde 
la derecha nacionalista -PNV y Convergencia i Unió-, 
de un nuevo punto de equilibrio sobre el texto del PSOE 
y a partir de las enmiendas que ellos han presentado. 
La situación, por tanto, es diferente en ese matiz, en 
cuanto que el Partido Popular ha radicalizado su posi- 
ción hasta extremos que nci conocíamos en otros proyec- 
tos de ley. Quiere decir esto que, si el Partido Socialista 
Obrero Español acepta las enmiendas parciales que 
aquí han propuesto tanto Convergencia i Unió como el 
PNV, el texto del Gobierno sufre un claro giro a la de- 
recha y un claro giro al proteccionismo del cine nor- 
teamericano y a la desprotección del cine europeo y del 
cine español, con lo cual se va a producir la situación 
surrealista de que el único grupo que en esta Cámara 
va a defender el texto del proyecto de ley del Gobierno 
va a ser el Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Ca- 
talunya, el único, y ya lo veremos cuando lleguen las 
enmiendas parciales. 

¿Cuál es nuestra posición, teniendo en cuenta retros- 
pectivamente la situación? Nosotros estamos defendien- 
do, en primer lugar, la cultura europea y la cultura 
estatal, incluidas, claro está, las culturas vaca, gallega, 
catalana; etcétera, y de otra parte estamos defendien- 
do la necesidad de una industria cinematográfica que 
tiene ahora su momento de inflexión: o empezamos aho- 
ra a sentar las bases de una industria cinematográfica 
española o tiramos la toalla. Solamente recuerdo al se- 
ñor Cortés un dato: las cuotas de pantalla están ocu- 
padas en un 91 por ciento por el cine norteamericano 
en este país; datos de la Unión de Actores. Si se apro- 
bara la enmienda del Grupo Popular, llegaríamos al 100 
por ciento de cuota de pantalla del cine norteamerica- 
no, con lo que eso significa, con las consecuencias que 
trae a nivel cultural y a nivel industrial: renunciaría- 
mos a la industria cinematográfica, cosa que es verdad 
no se ha conseguido en Inglaterra. Lo que sí se ha con- 
seguido en Inglaterra ha sido que suba la cuota de pan- 
talla de los Estados Unidos al 95 por ciento, eso sí es 
verdad. Por tanto, que se digan todas las cosas, que se 
diga la verdad y toda la verdad y nos dejemos de inter- 
cambios electoralistas en un momento muy complica- 
do para la cultura y la cinematografía españolas. 

Nuestra posición (y ahora retomaré el tema de la co- 
yuntura política que vivimos, muy deslizante, muy res- 
baladiza, como se va a ver a la hora de discutir las 
enmiendas parciales en torno a este proyecto de ley) es, 
naturalmente, en principio, defender la excepción cul- 
tural respecto a los acuerdos tremendamente liberali- 
zadores del GATT, acuerdos que todavía no se han 
cerrado, se cerrarán el día 15 en Marrakech, siguen 
abiertos en el momento que se está produciendo una 
enorme ofensiva de las distribuidoras, de las «majors» 
norteamericanas, como se ha visto hace unos días en 
Berlín, o como se vio en Ginebra, a través de las decla- 
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raciones del señor Jack Valenti, el representante directo 
y genuino de las multinacionales norteamericanas, apo- 
yado por los distribuidores españoles, uno de los cua- 
les, el señor Saralegui, ha hecho declaraciones muy 
específicas en Berlín hace tres o cuatro días. Por tan- 
to, está en peligro incluso este proyecto de mínimos res- 
pecto a la excepción cultural de cara a los acuerdos de 
libre-cambismo mundial -por consiguiente, a favor 
siempre de los Estados Unidos- del GATT, que se va 
a firmar el día 15 de abril, en Marrakech. 

Nosotros vamos a defender la industria cinematográ- 
fica en un momento que las distribuidoras norteame- 
ricanas -son datos oficiales, señor Cortés- ocupan el 
91 por ciento del mercado nacional español, el 91 por 
ciento del mercado estatal. Nosotros estimamos que la 
industria cinematográfica española es potencialmente 
impulsora del crecimiento económico, se podrían crear 
a medio plazo 4.000 o 5.000 puestos de trabajo, en un 
momento que el 65 por ciento de los actores españoles 
-catalanes, vascos, gallegos, etcétera- está en paro. 
Pensamos que la industria nacional debe alcanzar co- 
mo mínimo el 25 por ciento de la cuota de mercado, es- 
tamos en el 9 por ciento de la cuota de mercado, y no 
se olviden las cifras en este debate de titanes disfraza- 
dos de cifras que no se correspondían con la realidad. 
Naturalmente, pedimos que la inversión pública actúe 
como incentivadora, como propulsora o maquinaria de 
esta situación. 

Hay también un elemento esencial para el desarro- 
llo y consolidación de la industria audiovisual en este 
país, que es el tema de la inversión de las televisiones 
públicas y privadas; tema que vamos a ver a fondo en 
la transposición de la directiva televisión sin fronteras, 
pero que, indudablemente, también tiene que verse aquí 
a corto plazo cuando se refundan todas las leyes audio- 
visuales en ese macro decreto que nos ha anunciado el 
Ministerio de Cultura. Nosotros pedimos un plazo de 
tres meses en una de las enmiendas que hemos inter- 
puesto al proyecto de ley del Partido Socialista Obrero 
Español, del Gobierno del PSOE, apoyado también por 
Convergencia i Unió. 

En este sentido, consideramos que las cuotas de pan- 
talla están dentro de las medidas necesarias para em- 
pezar a sentar la primera piedra de la industria 
cinematográfica española. La cuota de mercado está en 
el nueve por ciento, señorías. A veces aquí se han di- 
cho cosas casi antipatrióticas, y cuando hablo de Pa- 
tria, hablo de todas las patrias. Estamos en el nueve por 
ciento de la cuota de mercado. Con medidas de este cor- 
te como las que se plantean aquí vamos al cero por cien- 
to de cuota de mercado, así de claro. Esa es nuestra 
posición, también lo es de la Unión de Actores y de los 
siguientes organismos que le voy a leer, señor Cortes: 
es la posición de la Federación de Asociaciones de Pro- 
ductores Audiovisuales; de la Academia de las Artes y 
Ciencias Cinematográficas de España; de Procine, que 

usted ha citado aquí, señor Cortés; de la Sociedad Ge- 
neral de Autores de España; es la posición de Artistas 
intérpretes, Sociedad de Gestión de España; de la Asam- 
blea de Directores, Realizadores Cinematográficos 
Audiovisuales de España; de la Asociación Profesional 
de Directores de Arte, de Cine y de Televisión; de la En- 
tidad de Gestión de Derechos de Productores Audiovi- 
suales de España; y es la posición de la Unión de 
Actores. 

El texto alternativo representa la posición de las mul- 
tinacionales norteamericanas, digámoslo claramente. 
(Rumores.) ilegítima? Claro, legítima totalmente, pe- 
ro sorpresiva en el PP. ¿Por qué es sorpresiva en la tác- 
tica del PP, no digo en la estrategia? Hasta ahora, el 
Partido Popular solía hacerle al PSOE una especie de 
pase de raqueta, lo pasaba por la derecha para termi- 
nar en la izquierda, como ocurrió en el tema del PER 
y en otros temas, como el del mercado laboral o cual- 
quier declaración que se haga desde esta tribuna. De 
pronto esta táctica se ha roto y aparece directa, clara 
nítidamente un posición superliberal, extraliberal, tre- 
mebundamente liberal, que afecta a la cultura nacio- 
nal. Ustedes no están defendiendo la cultura nacional. 
Yo sí en este caso. (Rumores y protestas.-Aplausos en 
los bancos de izquierda Unida-iniciativa per Catalun- 
ya.) Además con contradicciones tan serias, no sólo le- 
gales, no sólo porque no son europeístas, que no se 
corresponden con la directiva europea respecto a la cuo- 
ta del mercado del 50 por ciento al cine español dentro 
de la cuota comunitaria, como se ha dicho aquí, sino 
absolutamente demagógicas. Si van a ampliar la cuota 
de mercado de los Estados Unidos del 91 al 98 por cien- 
to, jcómo piden que el 50 por ciento del cine comuni- 
tario sea español? Eso es demagógico. No  es posible, 
no sólo por razones legales, sino por razones de produc- 
ción industrial. Ya no habría que producir cine espa- 
ñol ni vasco ni catalán ni gallego, no habría sitio, no 
habría lugar si se quitan las cuotas de pantalla y las 
licencias de doblaje. N o  podríamos tener sitio indus- 
trial ni, consecuentemente, sitio cultural. Eso hay que 
decirlo así. Porque salga en algunos periíodicos que, 
efectivamente, en función de canales de televisión tie- 
nen que emitir 270 películas norteamericanas al año, 
no vengan aquí a disfrazar esos intereses particulares 
con la defensa que no hacen de la cultura nacional, de 
los intereses nacionales y de la protección necesaria pa- 
ra la industria cinematográfica española. Su posición 
es legítima, pero más liberal que la de la señora That- 
cher, mucho más. 

Digamos las cosas por su nombre. (Un señor Diputa- 
do: Tú si que necesitas licencia de doblaje.) Lo mismo 
que nosotros no vamos a poder apoyar las enmiendas 
matizadamente liberales de Convergencia i Unió y del 
PNV al proyecto del Gobierno, aunque el PSOE las acep- 
te, lo cual, a nuestro juicio, va a ser lamentablemente, 
y ya daremos nuestro dictamen político sobre esta si- 
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tuación, no podemos aceptar la posición del Partido Po- 
pular porque nos parece que confunde intervenir la cul- 
tura con proteger la cultura. Nosotros vamos en la 
dirección de proteger, incentivar la cultura y ustedes 
van en la posición de intervenir en la cultura, pero a 
favor de la cultura norteamericana, que, repito, afecta 
ya al 91 por ciento de la cuota de mercado. 

Termino hablando un poquitín, señor Presidente, de 
la coyuntura ... 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Muy bre- 
vemente. 

El señor ALCARAZ MASAW. Brevísimamente. 
Los representantes de las multinacionales norteame- 

ricanas, cuyo portavoz más eminente en Europa ha si- 
do hasta hace pocos días el señor Jack Valenti, y los 
representantes de la distribuidoras españolas están 
echando un pulso a esta situación, han dejado de com- 
prar películas españolas estas últimas dos semanas. 
{No lo sabían? (Un señor Diputado: No.) ¿No lo sabe 
usted? ¿Por qué no defiende aquí el cine español en la 
cuota de mercado y lo tengo que defender yo? 
(Rumores.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Vaya ter- 
minando, señor Alcaraz. (El señor Robles Fraga pronun- 
cia palabras que no se perciben.) 

El señor ALCARAZ MASATS: ¿El señor Fraga me va 
a dar lecciones de democracia a mí? ¡Señor Fraga, por 
favor! ¡Por favor! (Fuertes y prolongados rumores y pro- 
testas.) iTela marinera! (El señor Robles Fraga pronun- 
cia palabras que no se perciben.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Señor 
Robles Fraga, le llamo al orden. Silencio, señorías, por 
favor. (El señor Ollero Tassara pronuncia palabras que 
no se perciben.) 

Continúe y finalice, señor Alcaraz. 

El señor ALCARAZ MASATS: El señor Ollero me lía- 
ma fascista. (Continúan los rumores.) Es lamentable 
que no pueda llamar liberal al Grupo Popular. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Conclu- 
ya, señor Alcaraz. 

El señor ALCARAZ MASATS Ustedes coinciden mu- 
cho con propuestas liberales del Grupo Socialista, lo 
hemos dicho muchas veces, pero la propuesta que hoy 
traen aquí no es patriótica. (Rumores.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Señor 
Alcaraz, tiene que terminar. 

El señor ALCARAZ MIPSATS: Hay un boicot al cine 
español en las últimas cuatro semanas. No se están 
comprando películas españolas por el distribuidor es- 
pañol Saralegui, en combinación con Jack Valentí y las 
amajors >> norteamericanas. Han dicho que están espe- 
rando que salga el proyecto de ley de este Parlamento 
para ver si este boicot lo llevan a su extremo máximo. 
Usted lo sabe, señor Cortés, ¿por qué no lo ha dicho 
aquí? Vamos a defender. .. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Termi- 
ne ya, señor Alcaraz. 

El señor ALCARAZ MASATS: Termino, señor Pre- 
sidente. 

Vamos a defender el mercado nacional con todas sus 
variantes autonómicas, vamos a defender la posibilidad 
de una industria cinematográfica, vamos a enfrentar- 
nos a ese intento de copar por los norteamericanos al 
100 por ciento la cuota de mercado; y déjenme hablar, 
señores de la derecha civilizada, a los que ya les sobra 
el adjetivo. (Rumores y -protestas.-Aplausos.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): iSilen- 
cio, señorías! (El señor Robles Fraga pide la palabra.) 

Señor Robles Fraga, ¿a efectos de qué solicita la 
palabra? 

El señor ROBLES FRAGA Por alusiones, señor Pre- 
sidente. (Rumores.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Silencio, 

Para el uso estricto por alusiones, tiene la palabra por 
sefiorías. 

un minuto. 

El señor ROBLES FRAGA: Señor Presidente, el uso 
genético de las ideologías políticas sólo lo han hecho 
en la historia de Europa los fascistas y los nazis. 

Cuando el señor Alcaraz todavía se está quitando el 
polvo del muro de Berlín, que le cayó encima porque 
no sabía que iba a caer.. (Rumores y protestas.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Señor 
Robles Fraga, tiene que limitarse exclusivamente al con- 
tenido de la alusión y no adoptar otro tono en su inter- 
vención. 

El señor ROBLES FRAGA Señor Presidente, si la re- 
flexión histórica sobre la ideología que provocó el mu- 
ro de Berlín molesta a alguien en esta Cámara no es 
a los representantes del Grupo Popular (Rumores.), que 
defendimos muy dignamente la libertad cuando otros 
se amparaban detrás de ese muro. (Continúan los 
rumores.) 
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El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Silencio, 
señorías. 

Este no es un turno sobre teoría política, señor Ro- 
bles. Cíñase exclusivamente a la alusión o le retiro la 
palabra. 

El señor ROBLES FRAGA: Señor Presidente, en esta 
Cámara, decía Ortega, que se puede venir a hacer tres 
cosas: el tenor, el jabalí o el payaso. Me temo que el se- 
ñor Alcaraz ha confundido lo que hay que hacer aquí 
dignamente para defender la libertad. 

Muchas gracias. (Aplausos en los bancos del Grupo 
Popular.-Rumores y protestas-El señor Alcaraz Ma- 
sats pide la palabra.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Señor 
Aicaraz, los turnos por alusiones no tienen réplica. 

El señor ALCARAZ MASATS Señor Presidente, no es 
réplica es que he sido aludido (Rumores.) 

El señor VICEPRESIDENTE: jSilencio, señorías! No 
tiene réplica, señor Alcaraz. L a  alusión ha sido de S. S. 
y ya ha contestado. 

El señor ALCARAZ MASATS Señor Presidente, per- 
mítame una cuestión de orden. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): No hay 
cuestión de orden. 

El señor ALCARAZ MASATS: ¡Señor Presidente, le pi- 
do una cuestión de orden! 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Sobre 
que, señor Alcaraz (La señora Martínez Saiz Ya está 
bien de que abuséis ...) 

El señor ALCARAZ MASATS: He sido nombrado por 
mi nombre en relación ... (Un señor Diputado pronun- 
cia palabras que no  se perciben.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Ha si- 
do contestado a una alusión que S. S. ha hecho, señor 
Alcaraz. 

No hay más turnos; se ha terminado el debate. 

El señor ALCARAZ MASATS: Señor Presidente, tam- 
bién he sido nombrado por ideología y por grupo par- 
lamentario (Fuertes  rumores.-Varios señores  
diputados pronuncian palabras que no  se perciben.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): No hay 
palabra, señor Alcaraz. 

El señor ALCARAZ MASATS: Señor Presidente, que 

conste en acta mi protesta por esta forma de interpre- 
tar el Reglamento. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): De 

Vamos a pasar a la votación. (El señor Presidente ocu- 
acuerdo, constará en acta, señor Alcaraz. 

pa la presidencia.) 

El señor PRESIDENTE: Enmienda de totalidad, de 
texto alternativo, del Grupo Popular, al proyecto de ley 
de medidas urgentes para la cinematografía proceden- 
te del Real Decreto-ley 19/1993, de 10 de diciembre. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 299; a favor, 125; en  contra, 172; absten- 
ciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la en- 
mienda. 

AVOCACION POR EL PLENO DE PROYECTOS DE 
LEY: 

- PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS URGENTES 
PARA LA CINEMATOGRAFIA, PROCEDENTE DEL 

BRE (Número de expediente 1211000027) 
REAL DECRETO-LEY 1911993, DE 10 DE DICIEM- 

El señor PRESIDENTE: La Mesa de la Cámara ha 
acordado, de conformidad con lo dispuesto en el ar- 
tículo 149.1 del Reglamento, proponer al Pleno la avo- 
cación de la deliberación y votación final del proyecto 
de ley de medidas urgentes para la cinematografía. 

¿Acuerda el Pleno recabar la deliberación y votación 
final de este proyecto de ley? (Asentimiento.) 

Queda aprobado. 

- PROYECTO DE LEY DE RESPONSABILIDAD CI- 
VIL POR LOS DAÑOS CAUSADOS POR PRODUC- 
TOS DEFECTUOSOS (Número de expediente 
12 1 /OOOO26) 

El señor PRESIDENTE: La Mesa, oída la Junta de 
Portavoces, ha acordado igualmente proponer al Pleno 
la avocación de la deliberación y votación final del pro- 
yecto de ley de responsabilidad civil por los daños cau- 
sados por productos defectuosos. 
¿Lo acuerda el Pleno? (Asentimiento.) 
Queda aprobada la avocación. 

DEBATES DE TOTALIDAD DE INICIATIVAS LEGIS- 
LATIVAS (Continuación): 

- PROYECTO DE LEY ORGANICA POR LA QUE SE 
REFORMA LA LEY ORGANICA 611985, DE 1 DE 
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JULIO, DEL PODER JUDICIAL (Número de expe- 
diente 121 /000031) 

El señor PRESIDENTE: Debate de totalidad corres- 
pondiente al proyecto de ley orgánica por el que se re- 
forma la Ley Orgánica 64985, de 1 de julio, del Poder 
Judicial. 

Para la presentación de este proyecto de ley, en nom- 
bre del Gobierno, tiene la palabra el señor Ministro de 
Justicia. (Varios señores Diputados abandonan el salón 
de sesiones.-Rumores.) 

Señorías, ruego guarden silencio y ocupen sus esca- 
ños. (Los señores Diputados continúan abandonando el 
salón de sesiones.-Continúan los rumores.) 

Señorías, ocupen sus escaños y guarden silencio. 
(Pausa.) 

Cuando quiera, señor Ministro. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Belloch Julbe): 
Con la venia, señor Presidente. 

Señorías, tengo hoy el honor de comparecer ante us- 
tedes para presentar la reforma urgente de la Ley Or- 
gánica del Poder Judicial. No voy, desde luego, a realizar 
un examen pormenorizado de su articulado, por la ob- 
via razón de que S S .  SS .  lo conocen, y además lo cono- 
cen bien, como demuestran las enmiendas particulares 
que ha presentado buen número de grupos parlamen- 
tarios, desde el Grupo Parlamentario Socialista al Gru- 
po Catalán (Convergencia i Unió), el Grupo 
Parlamentario de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 
lunya, el Grupo Vasco (PNV) y el Grupo de Coalición 
Canaria, enmiendas que me anticipo a decir garantizan 
no sólo la evidencia de que SS.  SS.  han estudiado aten- 
tamente el texto sino la ya seguridad de que el texto sal- 
drá de la Cámara mejor de lo que entró, dado que en 
sus grandes líneas son perfectamente asumibles por el 
Gobierno pues tienden, efectivamente, a mejorar el 
proyecto. 

También quiero dar las gracias a los grupos parla- 
mentarios que aceptando el pacto de Estado ofrecido 
por el Gobierno han contribuido, de manera directa, a 
crear las propias líneas maestras de la reforma y que, 
por tanto, sin perjuicio de que tengan observaciones 
particulares que realizar, dignas en la mayor parte de 
los casos de ser atendidas, quiero esperar que conside- 
ren esta ley también suya, porque es una ley de todos 
los grupos parlamentarios que han aceptado la oferta 
de pacto de Estado en materia de justicia. 

Sin más, voy a entrar en alguna de las líneas centra- 
les de esa ley. Encaja dentro de una de las orientacio- 
nes fundamentales de la política del Gobierno en 
materia de justicia, cual es iniciar el proceso de trans- 
ferencia de competencias desde el Poder Ejecutivo al 
Consejo General del Poder Judicial. Era una de las lí- 
neas maestras que indiqué con ocasión de la presenta- 
ción del programa para esta legislatura. 

Se concreta en aspecto:; centrales. En primer lugar, 
en un viejo tema que ha sido durante años polémico, 
cual era el de la competencia para la selección de jue- 
ces y magistrados. Era una vieja y legítima aspiración 
del Consejo General del Poder Judicial concentrar las 
competencias de selección y formación como conse- 
cuencia de estimar que se trata de un proceso único en 
el que es simplemente artificioso tratar de establecer 
cortes o separaciones con distintas competencias y con 
distintas responsabilidades. Como consecuencia de ello, 
el programa del Partido Socialista recogió expresamen- 
te el ampliar las competencias del Consejo en materia 
de selección y de ahí que el Gobierno, en cumplimien- 
to y ejecución de ese programa, presente este aspecto 
central de la reforma urgente de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial. 

Supone asimismo introducir mejoras en el propio me- 
canismo de selección fijadas ya normativamente. El me- 
canismo general, sin perjuicio de los supuestos del 
tercer y cuarto turno, a que luego me referiré, supone 
una oposición libre y un amplio período de prácticas 
a través de la cRación de la figura del juez adjunto que, 
sin duda, constituye una de las novedades del proyecto 
de mayor interés. 

En materia de tercer turno se introducen también 
modificaciones. Concretamente, se pretende que deje 
de ser meramente un concurso para pasar a ser un con- 
curso-oposición, con la pretensión de unir las ventajas 
inherentes al concurso, es decir, que entren profesiones 
jurídicas y profesionales ajenos al mundo de lo judi- 
cial para evitar los efectos endogámicos de la profesión 
pero que, sin embargo, esté combinada con las venta- 
jas de la objetividad que implica también la oposición. 

Asimismo, por una simple observación de realismo 
y dada la oferta que en esta materia existe, se reduce 
del marco anterior de que cada tres plazas se reserva- 
ba una a que de cada cuatro plazas se reserve una. 

Se mejora también el cuarto turno, manteniéndose 
para él en toda su pureza el sistema de concurso de 
méritos y lo único que se hace es introducir modifi- 
caciones, mejoras que garanticen mejor la objetividad 
y la seriedad del proceso de selección. Se establece 
asimismo un adecuado sistema -así lo entiende el 
Gobierno- de pruebas de especialización. 

Un segundo bloque de temas que plantea la presente 
ley tiene una incidencia directa e importante, en opi- 
nión del Gobierno, en el funcionamiento diario y co- 
tidiano de los tribunales. Me refiero al conjunto de 
medidas que tratan de limitar la movilidad excesiva de 
jueces y magistrados en el ejercicio de su función ju- 
risdiccional. Al efecto se ha introducido una serie de 
medidas entre las que destacaría aquí la imposibilidad 
de acceder a la jubilación voluntaria cuando han trans- 
currido tres años de ejercicio efectivo de la función, sin 
más excepción que el cuidado de los hijos o la posible 
presentación a un proceso electoral. Se ha limitado tam- 
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bién la posibilidad de acceder al concurso de plazas va- 
cantes de modo que a partir de la aprobación de esta 
ley, si SS. SS. así lo consideran, sería necesario dos años 
para poder concursar en el supuesto de traslado forzo- 
so y tres años en el supuesto de que la plaza se hubiera 
convocado como consecuencia de un destino volunta- 
rio y se faculta al Consejo General del Poder Judicial 
para no sacar a concurso las plazas y vacantes que en- 
tienda -nadie mejor que el Consejo para ello, pues tie- 
ne todos los datos- que pueden ser cubiertos por los 
mecanimos de jueces sustitutos, de magistrados suplen- 
tes o de jueces en provisión temporal. 

En definitiva, se da instrumentos reales para que el 
Consejo pueda realizar una verdadera política judicial 
en este terreno 

Decía que se introduce la figura del juez adjunto y 
con una misión doble. Por un lado, se concibe como uno 
de los períodos obligatorios del proceso formativo in- 
mediatamente posterior a la oposición, con pretensión, 
además, de que sea extenso en el tiempo. Se trata de 
garantizar que un juez o magistrado no vaya directa- 
mente de la oposición al ejercicio de la función juris- 
diccional, sino que pase un período de tiempo extenso 
practicando su oficio con otro juez, con otro magistra- 
do, de suerte que realice funciones de cooperación y 
ayuda manteniendo, eso sí, toda la responsabilidad del 
ejercicio de la función judicial, como es natural, en el 
titular. Pero, al propio tiempo, existe otra posibilidad 
que prevé la ley de uso alternativo del juez adjunto en 
sustitución -en ocasiones, con ventaja- respecto de 
otras modalidades como la del juez sustituto o el juez 
de provisión temporal, para intentar realizar, como es 
imprescindible en la política judicial, planes de ayuda, 
de urgencia frente a situaciones de crisis. 

Se modifica y mejora el régimen de magistrados su- 
plentes, de jueces sustitutos y de provisión temporal a 
través de una serie de medidas que garantizan que to- 
do el proceso tiene que estar especialmente motivado, 
que tiene una posición de absoluta igualdad respecto 
de los magistrados titulares, lo cual es imprescindible 
y un dato fundamental para la seguridad jurídica y, por 
otro lado, en un claro criterio de mostrar la preferen- 
cia no sobre criterios de mera antigüedad o de mera 
posición de permanencia en el tiempo en determina- 
dos puestos de trabajo; el criterio central pasa a ser el 
de la aptitud demostrada. 

Se establece asimismo una nueva causa de pérdida 
de la condición de juez, concretamente, la condena por 
delito doloso que lleve consigo pena privativa de liber- 
tad no superior a seis meses, sin perjuicio de que he 
visto enmiendas que tratan de ampliar ese marco; 
SS. SS. decidir5n en su momento. 

Un punto central de la reforma lo constituye, sin du- 
da alguna, la modificación en profundidad del régimen 
disciplinario de jueces y magistrados. Tanto desde un 
punto de vista conceptual como desde un punto de vis- 

ta político, parece evidente que la sociedad demanda- 
ba un mayor rigor en el control de las conductas de los 
jueces y magistrados. Esa necesidad estaba recogida 
en el programa del Partido Socialista y también se tra- 
ta de llevarla a esta ley de la forma que nos ha pareci- 
do más coherente. 

Está claro, desde un punto de vista doctrinal, que no 
hay independencia sin responsabilidad; está claro, des- 
de un punto de vista político, que no se trata de dos con- 
ceptos distintos sino exactamente del mismo concepto: 
uno presupone el otro y sin el uno no puede existir el 
otro. No puede existir ni independencia ni responsabi- 
lidad sin un adecuado régimen disciplinario. 

La reforma se orienta -y hay que decirlo con toda 
claridad- a un mayor rigor en la exigencia de la res- 
ponsabilidad disciplinaria de jueces y magistrados. Ello 
se verifica a través de diversos instrumentos o mecanis- 
mos. Por un lado, en lo relativo a la mejor descripción 
típica de las propias conductas que pueden constituir 
el ilícito administrativo; por otro lado, verificando una 
ampliación notable del catálogo de faltas muy graves 
y graves, respectivamente. 

En cuanto a las faltas muy graves, por ver el dato, si 
en la actualidad están descritas, en la Ley Orgánica, cin- 
co, el proyecto que se somete a consideración de SS. SS. 
las amplía hasta un número de trece. En el caso de las 
faltas graves, se pasa de diez, actualmente previstas, a 
quince, que se proponen en el proyecto. 

Además, se introduce, para garantizar ese rigor, una 
modificación importante del régimen de prescripción, 
tanto de lo relativo al cómputo del «dies a tpo» como 
a los propios mecanismos de interrupción de la pres- 
cripción. También se amplían los plazos de la prescrip- 
ción. Concretamente, en el caso de las faltas graves, pasa 
de ser seis meses a un año y en el de las faltas muy gra- 
ves, pasa de uno a dos años. 

Al propio tiempo, se incrementa el régimen de san- 
ciones previsto para esas conductas. Alguna de ellas de- 
saparece porque ya carece de contenido, como es la 
represión privada, que, en realidad, era un viejo fósil 
de la Ley del 70; otras se mantienen en sus propios tér- 
minos, como la advertencia, la suspensión, la separa- 
ción, normales, en definitiva en el régimen adminis- 
trativo sancionador en general. Pero donde se introdu- 
cen modificaciones y de importancia es en dos sancio- 
nes. Por un lado, en la pena de multa que, de una cuantía 
máxima anual de 50.000 pesetas, pasa a una cuantía de 
500.000 pesetas. Por otro lado, respecto del traslado for- 
zoso. El traslado forzoso, una medida que puede ser 
muy útil para determinado tipo de conductas ilícitas, 
administrativamente hablando, sin embargo, al carecer 
de regulación concreta, de hecho, se había convertido 
en inaplicable. El modelo que propone la ley garantiza 
la posibilidad de que los órganos disciplinarios del Con- 
sejo hagan uso de esa medida cuando la estimen per- 
tinente. 
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Entre las faltas muy graves, creo que es conveniente 
subrayar alguna de ellas, aunque las conozcan en su tex- 
to, para fijar, de algún modo el planteamiento global 
del Gobierno en la valoración de su importancia. 

Nos parece fundamental el mantenimiento de la fal- 
ta muy grave del incumplimiento del deber de fideli- 
dad constitucional, pese a que conozco perfectamente 
la posición en contra del Grupo Popular, que articula 
a través de su enmienda a la totalidad con texto alter- 
nativo. Me parece que debe mantenerse -así lo entien- 
de el Gobierno- porque tiene todas las garantías desde 
el momento en que, para ello, es necesario que se de- 
clare en sentencia firme. Ese quebrantamiento del de- 
ber de fidelidad constitucional parece no sólo una falta 
muy grave, sino la más obvia y la primera. Qué menos 
que exigir a nuestros jueces ese deber de fidelidad a 
nuestro texto constitucional y exigirlo con la sanción 
correspondiente de una falta muy grave. 

También se convierte en falta muy grave la afiliación 
a partidos políticos o sindicatos, el desempeño de car- 
gos o trabajos al servicio de los mismos, el abuso de 
la condición de juez para obtener tratos favorables o 
de favor en cualquier ámbito o el incumplimiento del 
deber de sigilo, lo que en estos tiempos parece parti- 
cularmente útil y necesario. El retraso negligente en la 
tramitación de las causas, la ausencia por más de un 
número determinado de días del puesto de trabajo. 

Entre las graves se configura el abuso de autoridad 
frente a funcionarios, frente a las partes, frente a los 
clientes, a los usuarios, en definitiva, del servicio pú- 
blico de justicia, el incumplimiento de horario o la no 
asistencia a los juicios y a las vistas. 

Con este aspecto que, en opinión del Gobierno, es el 
aspecto central junto con el de selección de jueces y ma- 
gistrados hay otros temas que también merecen una, 
por lo menos, cita genérica. Me refiero a la articulación 
de medidas de apoyo judicial, posibilitando la utiliza- 
ción de las nuevas tecnologías y permitiendo la adscrip- 
ción en régimen de apoyo en juzgados en situación de 
crisis de jueces sustitutos, de jueces de provisión tem- 
poral o magistrados suplentes. 

Un aspecto, desde el punto de vista del Gobierno, tam- 
bién importante es el de la actividad informante del 
Consejo General del Poder Judicial como órgano cons- 
titucional. Se amplía esa facultad de informe ya no só- 
lo a leyes procesales y orgánicas, sino también a leyes 
penales y a aquéllas que tengan aspectos jurídico-cons- 
titucionales afectante a la tutela judicial o a los dere- 
chos fundamentales. 

Se establece una posibilidad, siempre que el Regla- 
mento de las Cámaras correspondiente lo permita, de 
que también las Cortes Generales o las Asambleas le- 
gislativas de las comunidades autónomas puedan, si lo 
consideran pertinente, recabar informes del Consejo so- 
bre proyectos, proposiciones de ley u otro tipo de acti- 
vidad parlamentaria. 

El penúltimo punto que quería destacar ante SS. SS. 
es el de la potestad reglamentaria externa del Consejo 
General. En este campo, la ley se limita a reproducir 
la doctrina del Tribunal Constitucional en la materia, 
que, como saben, al margen de los aspectos que tienen 
reserva de ley orgánica y que no pueden ser objeto ja- 
más de facultad reglamentaria, todo lo relativo al Es- 
tatuto del Juez, sin embargo, posibilita que los aspectos 
que técnicamente se conocen como de administración 
de la Administración de Justicia, los aspectos secunda- 
rios y periféricos al núcleo duro de la función judicial, 
puedan ser objeto de normativa y reglamentación pa- 
ra dar de nuevo instrumentos al Consejo para realizar 
de manera plenamente satisfactoria su función consti- 
tucional. 

Finalmente, se reconoce autonomía presupuestaria 
del Consejo en los términos que son razonables, es de- 
cir, la capacidad de elaborar el proyecto para su unión 
a los proyectos generales del Estado, la capacidad pa- 
ra fijar directrices de ejecución y de su fiscalización 
ante de remitirla, como es obvio, al Tribunal de Cuentas. 

Se trata -con esto termino el resumen de la presen- 
tación de esta ley- de una reforma que es urgente pe- 
ro, al mismo tiempo, de un gran calado político. Supone, 
nada menos, que resituar en el lugar que, ha conside- 
rado correcto el Gobierno, a la vista del esquema cons- 
titucional, el papel, el rol del Consejo General del Poder 
Judicial. Supone permitirle tener los instrumentos ne- 
cesarios para que pueda asumir sus responsabilidades. 
Supone garantizar que no puedan. existir comporta- 
mientos impunes tampoco de parte de jueces y magis- 
trados. 

En definitiva, ése sería el resumen político central de 
la ley que presento ante sus señorías. 

Si me permiten, voy a hacer un breve comentario, pa- 
ra terminar, respecto de la enmienda a la totalidad y 
texto alternativo. Muy breve porque la hemos recibido 
hace muy pocos días y no ha habido manera de hacer 
una valoración integral; supongo que la harán los gru- 
pos parlamentarios. 

Desde el Gobierno solamente queremos decir una co- 
sa en este tema: Nos parece la expresión política de una 
soledad buscada de propósito. Constituye una actitud, 
por parte del Grupo Popular, manifiestamente hostil a 
colaborar con el resto de grupos de esta Cámara en la 
realización de ese pacto de Estado en materia de justi- 
cia. Desde el Gobierno me atrevería a pedirles que aban- 
donen su soledad. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
Enmienda de totalidad de texto alternativo del Gru- 

po Popular. Para su defensa tiene la palabra el señor 
Trillo. 

El señor TRILLO-FIGUIEROA MARTINEZ-CONDE: 
Señor Presidente, señorías, el Ministro de Justicia ha 
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presentado ante el Congreso un proyecto de reforma de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial para el que reclama 
el tratamiento de Estado y, consecuentemente, pide un 
pacto de tal naturaleza. Mal comienzo, para tal propó- 
sito, señor Belloch, su apelación final a la soledad de 
mi Grupo, y a la hostilidad con que interpreta nuestro 
texto alternativo. Pero, a pesar de ello, coincidimos con 
usted en que la materia es de Estado y necesita un tra- 
tamiento de consenso. 

Dice usted que hay que reformar el Consejo General 
del Poder Judicial, la selección y formación de los jue- 
ces; también estamos de acuerdo; que hay que refor- 
mar el régimen disciplinario, que hay que reformar el 
régimen de los suplentes, sustitutos y provisión tempo- 
ral. Pero cómo no vamos a estar de acuerdo si en 1985 
se lo dijimos a su antecesor el señor Ledesma. Comple- 
tamente de acuerdo en la necesidad de esa reforma. 
También estamos de acuerdo, fíjese, en que ésta es una 
reforma parcial y urgente. Precisamente por eso hemos 
presentado el texto alternativo, porque es demasiado 
parcial para ser de Estado y demasiado urgente para 
merecer un pacto de esa magnitud. 

¿En qué ha participado un Grupo Parlamentario que 
representa a 8.200.000 españoles en la redacción de ese 
proyecto para que se hable ya de soledad y de exclu- 
sión de un pacto de Estado? ¿Qué oportunidades de par- 
ticipación hemos tenido? Estamos confortablemente 
acompañados por 8.200.000 españoles, que supongo que 
al señor Ministro de Justicia no le serán indiferentes 
al regular una materia de Estado para la que quiere un 
pacto de tal naturaleza. 

Con todo, señor Ministro, he de decirle que, suman- 
do las discrepancias, no han sido suficientes para que 
le hayamos hecho una enmienda de totalidad, de devo- 
lución, y sumando las coincidencias, hemos encontra- 
do que no eran tantas como para no hacerle un texto 
alternativo. Pero es un texto alternativo, señor Minis- 
tro, y usted lo sabe, que no va buscando la confronta- 
ción, va buscando el diálogo. Si lo prefiere, como los 
diálogos pueden atascarse o bloquearse, nuestro texto 
va buscando incluso el entendimiento. Pero para eso hay 
que venir con otras actitudes a una Cámara que es don- 
de se hacen los pactos de Estado, no fuera de la Cáma- 
ra, por respetables y bellos que sean los paradores 
donde el señor Ministro se reúne no con parlamenta- 
rios del Partido que apoya a su Gobierno ni del Parti- 
do que reúne a 8.200.000 a pactar reformas en materia 
de Justicia. 

Por tanto, voy a subrayarle, señor Ministro, en nues- 
tra alternativa lo que consideramos que lo es en el sen- 
tido más usual de la expresión. El Diccionario de María 
Moliner dice muy claramente lo que es una alternati- 
va. Es, parece que en botánica y en biología, aquello que 
se superpone por los huecos donde no hay nada, don- 
de no hay nada crecido, donde no hay una respuesta su- 
ficiente. Y jcómo no vamos a afrontar como urgente, 

como necesario, el sistema de elección de los miembros 
del Consejo General del Poder Judicial cuando se afron- 
ta la reforma de dicho Consejo en el texto del Gobierno? 

Señor Ministro, no se trata de un empecinamiento de 
mí Partido. No se trata de repetir siquiera aquí los ar- 
gumentos teórico-políticos, que desde Montesquieu a 
Dahrenforf podrían justificar que, en pura aplicación 
de la división de poderes, el Consejo no fuera una sim- 
ple emanación del Parlamento. No pretendo hacer eso. 
Se trata de reflexionar al hilo de lo que usted plantea. 
A nosotros nos parece muy bien que se devuelvan al 
Consejo las competencias que le sustrajeron precisa- 
mente gobiernos anteriores de don Felipe González: la 
selección, la formación, el perfeccionamiento, la potes- 
tad reglamentaria, e incluso decimos más, désele la dis- 
ciplinaria sobre los oficiales y agentes. A nosotros eso 
nos parece muy bien, pero también habrá que hablar 
de la composición de ese Consejo, porque si no puede 
producirse un efecto perversa Si resulta que un Con- 
sejo al que todas las encuestas (y a usted le gustan al 
menos tanto como a mí los sondeos de opinión) entre 
los ciudadanos, y entre los propios jueces, la opinión 
pública o publicada, consideran que este órgano, por 
su sistema de elección, está desprestigiado, si usted a 
ese mismo órgano, sin tocar su composición, le añade 
nuevas competencias, puede estar produciendo un efec- 
to perverso y abundar en el desprestigio que ese órga- 
no tiene. 

Pero le voy a decir más, señor Ministro. El Tribunal 
Constitucional, y creo que todas S S .  SS. lo saben seña- 
ló en la sentencia que convalidó en parte el sistema vi- 
gente que existía el riesgo de que los partidos 
trasladaran al órgano de gobierno del Poder Judicial 
la fuerza parlamentaria que tuvieran en las Cortes por 
este sistema, el vigente, el que ustedes no quieren to- 
car. Dijo que era un riesgo probable y por ello aconse- 
jó en esa sentencia la sustitución de ese sistema. 

Y bien, señor Ministro, señorías: jalquien puede en 
esta Cámara decir, sin hipocresías, que ese riesgo que 
señaló el Tribunal Constitucional no se ha verificado 
en las dos ocasiones en que esta Cámara y el Senado 
han tenido oportunidad de integrar el Consejo Gene- 
ral del Poder Judicial? 

Permítanme recordarles los titulares de algunos pe- 
riódicos con motivo de esas dos renovaciones. Hablan- 
do claramente. Gobierno y oposición se reparten el 
Poder Judicial. (Renovación de 1985, primera con arre- 
glo al sistema vigente). El PSOE controlará más de los 
tres quintos del Consejo General del Poder Judicial. No 
se preocupen que hay para todos: Los vocales del Gru- 
po Popular votarán a Sainz de Robles. En la de 1990: 
El PP sienta en el Poder Judicial al sector más derechis- 
ta de la judicatura. Hay, en efecto, para todos. También 
los hay, y lo saben SS. SS., para las minorías naciona- 
listas de esta Cámara que han participado en ese 
proceso. 
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Y, señor Ministro: el responsable de la justicia en Es- 
paña no puede ignorar un párrafo de la sentencia de 
1986 del Tribunal Constitucional, decisivo a estos efec- 
tos, que dice: Si se cae en ese riesgo (en el que le acabo 
de leer que hemos caído ante la opinión pública), se es- 
tará actuando contra la Constitución española, se es- 
tará actuando contra el espíritu y la finalidad de la 
norma prevista en la Constitución. Pues se puede de- 
cir, señor Ministro, que estamos actuando contra la 
Constitución española, estamos actuando contra el es- 
píritu y la finalidad de esa norma. Pero es que es más: 
tocados por ese pecado original de la procedencia par- 
lamentaria o de grupo, los vocales son luego denomi- 
nados como los vocales del Grupo Popular o los vocales 
del Grupo Socialista, y usted, que ha sido vocal en ese 
Consejo y que ha procurado, como otros muchos voca- 
les de ese Consejo, huir de esas etiquetas con su pro- 
pia actuación recta, sabe que no estoy diciendo 
mentiras, sabe que así es, que, lo quieran o no, les per- 
sigue la maldición de origen, y son ustedes grupo par- 
lamentario dentro del Consejo General del Poder Judi- 
cial, con lo cual, parlamentarización «ab initio», par- 
lamentarización de funcionamiento y contrariedad de 
lo querido por el constituyente y señalado y recordado 
por el Constitucional. 

Entonces, ¿por qué hemos de seguir manteniendo la 
mayoría de esta Cámara, en contra del sentido común, 
un sistema que pugna con el sentir de la ciudadanía, 
con el de la mayoría de los jueces, y usted lo sabe tan 
bien como yo, con el de la opinión pública y publicada? 

Nosotros hemos presentado una alternativa: el siste- 
ma del 80. Podrá decirse: no nos gusta. Se ha dicho mu- 
chas veces en esta Cámara. Pues, señores de la mayoría: 
el Grupo Popular quiere anunciar que está dispuesto 
a cualquier otxa fórmula que respete el contenido de 
la Constitución y el mandato del Tribunal Constitucio- 
nal, pero en reciprocidad les pedimos que acepten que 
sobre este problema hay que volver a hablar, que no se 
cierren en el dogmatismo de que ese es un sistema in- 
tacto, porque ese sistema está desprestigiado y está da- 
ñando el prestigio del Consejo General del Poder 
Judicial, que es tanto como decir la independencia y 
la confianza de los españoles en el gobierno de sus 
jueces. 

Apuntamos algunas correcciones. Nosotros queremos 
que haya una mayoría reforzada para que se adopten 
determinados acuerdos que son trascedentes. Por 
ejemplo, que exista una mayona de dos tercios en el se- 
no del Consejo para la propuesta de nombramiento de 
dos magistrados constitucionales; para el nombramien- 
to del Presidente y Presidente del Tribunal Supremo; 
una mayoría cualificada para los Presidentes de Tribu- 
nales Superiores, para el ejercicio de la potestad regla- 
mentaria. 

¿Qué vamos buscando? Integración en un Consejo 
de 20, integración de voluntades, que no haya la disper- 

sión y la atomización en 1'0s pmcedentes del Grupo Po- 
pular, los procedentes del Grupo Socialista. Y añadimos 
más, tráiganse aquí a los candidatos. Hace unas sema- 
nas ha surgido un problema de responsabilidad políti- 
ca de uno de los vocales del Consejo General del Poder 
Judicial, ha surgido una sesponsabilidad por el ejerci- 
cio de sus funciones, no precisamente jurisdiccionales, 
en los que muchos jueces, muchas Juntas han entendi- 
do que se estaba conculcando la independencia de una 
Juez. 

¿Dónde responde el Vocal? ¿Dónde responde el Con- 
sejo? ¿Quién dilucida la responsabilidad política? No 
lo sabemos. Si hubiera un sistema electivo lo dilucida- 
rían sus electores; si fuese un sistema parlamentario, 
que vengan aquí y lo expliquen; pero tiene que haber 
una responsabilidad de ese gobierno de los jueces; es 
el único gobierno de un poder del Estado que no dilu- 
cida su responsabilidad ante nadie. Eso no puede ser. 
Vengan aquí y vengan aquí para ser promovidos, como 
en el sistema anglosajón de «hearing», una audiencia 
en la que constate la concurrencia de sus circunstan- 
cias profesionales, no aquéllas que están vedadas por 
el derecho a la intimidad, pero sí las que configuran 
una carrera que les da mérito para ser vocales del Con- 
sejo General del Poder Judicial. 

Segundo gran capítulo de nuestra alternativa. Es una 
tradición, incluso de nuestra literatura, la añoranza del 
buen juez. Y estoy seguro que en la consecución de jue- 
ces profesionalmente competentes, que tengan presti- 
gio social, el Gobierno y la oposición tienen el mismo 
objetivo y han de coincidir necesariamente. 

Pues bien, usted ha dicho que hay que reformar el 
sistema de selección y de formación y que el Consejo 
General del Poder Judicial ha hecho un esfuerzo en los 
últimos años. Y es cierto. Pero no ha dicho algo que han 
afirmado en esta Cámara en Comisión los Presidentes 
del Consejo en sus dos últimos mandatos. El señor Her- 
nández Gil dijo que la situación era tal en los últimos 
años, después de la reforma Ledesma del 85, que po- 
día considerarse objetivamente degradada; y el señor 
Sala, el actual Presidente, dijo que, siendo más de la 
mitad de los jueces que componen actualmente la plan- 
tilla judicial en España, de carre>a, nuevos jueces de 
los últimos años, no había podido acometerse con su- 
ficiente garantía la selección inicial y la formación pos- 
terior de los jueces y magistrados españoles. 

¿Qué soluciones damos a eso? Señor Ministro, en 
primer lugar, coincidimos -bienvenida sea la del pro- 
yecto- en que, como la responsabilidad en no pequeña 
medida era del actual titular de la selección, el Minis- 
terio de Justicia, es muy bueno que el Ministerio de Jus- 
ticia deje de ser el responsable y asuma el gobierno de 
los jueces el Consejo General del Poder Judicial, la se- 
lección y la formación. Pero esto es una condición ne- 
cesaria, que no suficiente. 
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Selección. Probablemente SS. SS. sabrán que en Es- 
paña, aunque la Constitución habla del principio del 
mérito y capacidad, no es el sistema de oposiciones el 
único sistema que rige el ingreso en la carrera judicial. 
Es cierto que saben todas SS.  SS. que hay un tercero, 
un cuarto turna Lo que probablemente ignoran los que 
no estén en la vida diaria de lo judicial es que hay, ade- 
más del sistema de oposición, hasta 12 procedimientos 
distintos a la oposición para ingresar en la carrera ju- 
dicial, para ejercer funciones jurisdiccionales; está el 
tercer turno; está el cuarto turno para magistrados; está 
el quinto turno del Tribunal Supremo; está el turno 
autonómico; están los suplentes; están los sustitutos; 
están los de provisión temporal; y ahora encima el pro- 
yecto crea los adjuntos, que son, además, funcionarios 
en prácticas. Y todos estos señores ponen sentencias. 
Dirán: obedece a aquella filosofía, exhumada por cier- 
to por el señor Ledesma, de leyes y fórmulas más que 
pasadas de 1870 y de 1882, que, por cierto, un gobierno 
liberal-conservador dejó sin vigencia hasta que el se- 
ñor Ledesma le dio por recuperar esos escombros, y di- 
rán, bueno, es un sistema complementario que permite 
incorporar a la judicatura a personas con formación 
jurídica en otros ámbitos que es bueno que puedan te- 
ner esa oportunidad cuando lo decidan, tras haber de- 
sarrollado una experiencia profesional. De acuerdo. Es 
un poder del Estado y no puede estar integrado exclu- 
sivamente por personas que han tenido la oportunidad 
de hacer una oposición en su primera edad. No vamos 
a discutir el principio. Hay ejemplos que demuestran 
que, efectivamente, hay jueces y magistrados dignos y 
competentes que han accedido por el tercer y cuarto 
turno; pero de ahí a que de los 3.000 jueces en España, 
430 lo sean por el tercer y cuarto turno, nos parece un 
exceso. 

Pero es que hay más, es que al paso que vamos, van 
a ser más los de tercer y cuarto turno que los de oposi- 
ción. Usted lo sabe, señor Belloch, porque esto sí es de 
su etapa. Este año se han convocado para el cuarto tur- 
no 50 plazas, para oposición y tercer turno 120, de for- 
ma que habrá 80 de oposición y 90 de tercer y cuarto 
turno. Le hemos dado la vuelta al sistema. Ahora resulta 
que el acceso, el del principio del mérito y capacidad 
en forma de oposición, antes denostada, ahora asumi- 
da también por el Gobierno de Felipe González, es el 
sistema excepcional frente al tercer y cuarto turno. 

Por razones de tiempo no puedo detenerme, señor Mi- 
nistro, en todo lo que hace referencia a los jueces y ma- 
gistrados suplentes, sustitutos y de provisión temporal, 
pero sí quiero que la Cámara sea consciente de que jun- 
to a algo más de 3.000 jueces de carrera, que la Consti- 
tución española dice que han de ser de carrera, existen 
en la actualidad más de 1.100 jueces y magistrados su- 
plentes, sustitutos y de provisión temporal. Sin ningún 
dramatismo, es una cifra escalofriante. 

Nosotros ... 

El señor PRESIDENTE: Señor Trillo, le ruego 
concluya. 

El señor TRILLO-FIGUEROA MARTINEZ-CONDE: 
Sí, señor Presidente. 

Señorías, pretendemos que esos turnos se restrinjan, 
el tercero por acuerdo del Consejo General del Poder 
Judicial entre cero y una plaza de cada diez del tercer 
turno; entre cero y una de cada seis el llamado cuarto 
turno; y que, además, se amplíe el nivel de exigencia. 
Lo digo con todo respeto y, además, con cierta nostal- 
gia, no se puede considerar jurista a un licenciado en 
Derecho con seis años de ejercicio. Eso lo ha visto muy 
bien el proyecto de S.  S. que suprime aquello que hizo 
el señor Ledesma. Se le puede considerar licenciado en 
Derecho con seis años. Vamos a llevarlo hasta diez años 
al menos que ya empezará a ser un jurista y ya habrá 
tenido tiempo de hacer otras cosas, además de fraca- 
sar a lo mejor en las oposiciones y colarse por ese tur- 
no. Y en el cuarto turno, vamos a prolongar el nivel de 
exigencia y a llevarlo a 15 años como jurista para ser 
magistrado, y vamos a dejarlo en manos del Consejo; 
vamos a permitir que ese concurso, como, efectivamen- 
te, sí hace en ese punto el proyecto, sea un concurso se- 
rio y una selección seria en la Escuela Superior de la 
Magistratura, que es simplemente una cuestión semán- 
tica y nos parece más precisa para el objetivo del pro- 
yecto de ley. 

Termino, señor Presidente, con un último punto, si 
S. S. tiene la condescendencia de permitírmelo, porque 
creo que es de general interés. Entre los distintos as- 
pectos de nuestro texto alternativo hay uno que suple 
una omisión que todavía no me puedo explicar, vinien- 
do precisamente de un Gobierno que integra a algunas 
personalidades progresistas como sin duda lo es el Mi- 
nistro de Justicia que avala el proyecto. L a  Constitución 
española, dando un paso gigantesco en lo que había si- 
do una tradición liberal de gran raigambre que defen- 
dieron Beccaría y entre nosotros Jovellanos con aquello 
del delincuente honrado, reconoció el derecho a la in- 
demnización por error judicial y anormal funciona- 
miento de la administración de la justicia, y en una 
interpretación ya muy limitada de la Constitución es- 
pañola los artículos 292 y siguientes de la vigente Ley 
Orgánica del Poder Judicial establecieron los requisi- 
tos, difícilmente el procedimiento, y una serie de difi- 
cultades para que los españoles pudieran resarcirse, por 
ejemplo, de haber estado en prisión cuando no eran cul- 
pables de un delito o de haberse tirado esperando, di- 
cho sea en román paladino, a lo mejor once o doce años 
a la resolución de su causa. 

Como quiera que esa regulación es insuficiente y es 
defectuosa, nos hemos tomado la molestia de pregun- 
tar al Gobierno en cuántas ocasiones, de los millones 
de resoluciones definitivas que se hacen en los últimos 
años de vigencia de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 



- 

CONGRESO 
2490 - 

24 DE FEBRERO DE 1994.-NúM. 51 

se ha fallado a favor de un español para indemnizarle 
por error judicial. Y el Gobierno ha contestado a mi 
compañero señor Padilla que entre millones de resolu- 
ciones firmes, han resultado resoluciones estimatorias 
119, desde 1985 hasta la fecha; en las que pueden com- 
putarse en cinco o seis millones, las resoluciones habi- 
das, 119; no 119.000, ni siquiera eso, 119. Consecuencia, 
proponemos un sistema de reparación del error judi- 
cial ampliando la restrictiva doctrina legal del Con- 
sejo General del Poder Judicial, abierta, hay que reco- 
nocer, por el Consejo de Estado en sus dictámenes, es- 
tablecemos un procedimiento específico sugiriendo que 
en el funcionamiento anormal al menos se incluyan los 
retrasos que superen, fíjense, al menos en veinte veces 
el tiempo normal del despacho del procedimiento, que 
es un parámetro que parece comúnmente aceptado, que 
se indemnice el extravío o pérdida de los bienes que se 
depositan en los juzgados y tribunales, que se pague 
como anormal funcionamiento la prisión preventiva 
cuando se haya prolongado por un tiempo superior al 
establecido en la ley y, en fin, cualquier otra lesión en 
los bienes, derechos o intereses del justiciable, que es 
al final el que merece el trato, el ciudadano. No vaya 
a ser que ocurra al final que ni siquiera en un famoso 
caso como el de Sacco y Vanzetti aquí tuviéramos opor- 
tunidad de indemnizar tras tal fracaso judicial. 

Termino, señor Presidente, ahora sí, para decir, en sín- 
tesis, como decía al principio que la nuestra es una al- 
ternativa que pi7-tende el encuentro, señor Ministro, que 
quiere jueces independientes, competentes y responsa- 
bles, en lo que estamos seguros que habrán de coinci- 
dir los restantes grupos parlamentarios. Hubo un 
tiempo en la España democrática en que se pudo ha- 
cer el consenso, en que se afrontaron las cosas de otra 
manera, en que hubo un Consejo General independien- 
te, molesto para el poder ejecutivo, pero elegido de en- 
tre y por jueces y magistrados, en el que en los sondeos 
de opinión tenían más prestigio los jueces y magistra- 
dos, que están además sufriendo injustamente las con- 
secuencias de ese desprestigia Hubo un tiempo en que 
el centro-derecha gobernó este país y llamó a un pacto 
de Estado para la justicia y obtuvo una respuesta sa- 
tisfactoria. 

Mire, para no provocar otro debate ideológico, un li- 
beral converso, que creo que es de común aceptación, 
el profesor Dahrendorf, ha dicho que el tema más ur- 
gente de la agenda política para los noventa es la re- 
construcción de las instituciones del Estado de 
Derecho. Pues bien, si ustedes quieren que reconstru- 
yamos entre todos lo que sólo ustedes, el Gobierno de 
don Felipe González, unilateralmente rompió, no se lo 
vamos a volver a recordar. Estamos dispuestos a tra- 
bajar por el Estado de Derecho. 

Muchas gracias. (Varios señores Diputados desde los 
bancos del Grupo Popular: ¡Muy bien!-Aplausos.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Trillo. 
¿Turno en contra? (Pausa.) 
Por el Grupo Socialista, el señor Barrero tiene la 

palabra. 

El señor BARRERO LOPEZ Señor Presidente, seño- 
rías, señoras y señores Diputados, desde esta tribuna 
mi Grupo, y yo en su nomtire como portavoz, quisiera 
manifestar su postura contraria al texto alternativo pre- 
sentado por el Grupo Popular al proyecto de ley orgá- 
nica por la que se reforma la Ley Orgánica del Poder 
Judicial. No es otra mi función desde esta tribuna y co- 
mo consecuencia de ello, señor Trillo, voy a intentar 
limitarme a criticar el texto que han presentado, lige- 
ramente bien es cierto, a la vista del tono moderado de 
su intervención, tono yo diría poco creíble, es decir, el 
tono de aquel que considera poco creíbles los razona- 
mientos que da desde esta tribuna, no sin antes adver- 
tir de alguna cuestión previa. 

El Grupo Parlamentario Socialista, al apoyar las me- 
didas urgentes de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
-medidas urgentes y concretas-, no hace otra cosa en 
este momento que apoyar una medida del Gobierno y 
una medida, además, que el Partido Socialista presen- 
tó bajo el epígrafe del impulso democrático frente a los 
electores el 6 de junio y que tenemos la obligación, 1ó- 
gicamente, de ejecutar como consecuencia del contra- 
to con la sociedad en esa fecha. Por tanto, una de las 
primeras medidas del impulso democrático, a través de 
las cuales este Gobierno es consecuente con el compro- 
miso formal del 6 de junio, es ésta mediante la cual se 
aumenta el nivel de competencias en el Consejo Gene- 
ral del Poder Judicial, el nivel de competencias en la 
selección de jueces, en la capacidad presupuestaria, en 
la capacidad de reglamentación externa, en la capaci- 
dad disciplinaria fundamentalmente. 

También ratificamos como Grupo la oferta de pacto 
que el Ministro de Justicia presentó a esta Cámara en 
sesión de la Comisión de Justicia e Interior celebrada 
hacia mediados de octubre. En ella el Ministro ofrecía 
a todos y cada uno de los grupos un pacto de Estado 
en materia de justicia, entendiendo que merecía la pe- 
na evitar aquellas aristas que tuviéramos cada Grupo 
Parlamentario, propias de su ideología, y conducirnos 
todos por la senda más fácil del consenso en aquello 
en lo que pudiéramos tener una vía fácil de diálogo. Pa- 
recía lógico que esa vía de diálogo, que también el Mi- 
nistro de Justicia ha abierto con otros colectivos 
-como hace el Grupo Popular-, como asociaciones ju- 
diciales, asociaciones fiscales, asociaciones de colegios 
profesionales, asociaciones de abogados, colegios de 
abogados, al plantear exclusivamente en estas medidas 
urgentes aquello en lo que hay cuasi unanimidad de to- 
das las asociaciones y, desde luego, del Consejo Gene- 
ral del Poder Judicial, que ha venido reivindicándolas 
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desde hace tiempo, parecía lógico, repito, que esa vía 
de diálogo serviría también para que el Partido Popu- 
lar mostrara su apoyo, su consenso, matizado sin duda 
en el transcurso del trámite parlamentario que después 
conlleva la tramitación de toda ley, pero que mostra- 
ran su ánimo de esforzarse en apoyar medidas que lo 
único que precisan y lo único que quieren es que la Ad- 
ministración de justicia recupere el cariño de la sacie- 
dad a través de medidas que la hagan más eficaz, más 
transparente, más responsable Pero no ha sido posible, 
señoras y señores Diputados. Es cierto que la inmensa 
mayoría de los grupos han respondido a esta oferta de 
pacto seria, no partidista, con una aportación impor- 
tante a través de cada uno de sus portavoces. No así el 
Grupo Parlamentario Popular. Allá él con su responsa- 
bilidad política, al margen de las cosas que se puedan 
decir en esta tribuna con un doble lenguaje 

El Partido Popular, por otra parte, al ofrecer un tex- 
to alternativo obligado, toda vez que no quería impul- 
sar el consenso, se ha visto sometido a un estrecho 
camino, a un estrecho campo de batalla para poder ofre- 
cerlo. Si la inmensa mayoría de las aportaciones que 
hace el Gobierno vienen pactadas, ¿qué camino le que- 
da, por tanto, al Grupo Popular para presentar un tex- 
to alternativo ante la soberanía popular, de acuerdo, por 
otra parte, en su mayoría, con el texto del Gobierno? 
Sólo aquellas cuestiones que han sido objeto de expre- 
sas reservas por determinadas asociaciones de carác- 
ter ideológico profundamente conservador; es decir, 
sólo determinadas reservas y de carácter político que 
han tenido a bien expresar, incluso en medios de co- 
municación, la Asociación Profesional de la Magistra- 
tura, la Asociación Francisco de Vitoria, la Asociación 
de Fiscales. No quedaba otro camino para hacer llegar 
al pueblo español aquí representado que su texto alter- 
nativo tenía algún significado. Difícil camino, por otra 
parte, porque todos conocemos en el fondo que en mu- 
chas ocasiones quien está en esta tribuna no se sabe 
muy bien si representa de verdad a unos votos concre- 
tos, a una parte al menos de la soberanía popular o ex- 
clusivamente está representando a un gremio, a una 
corporación o a una asociación. 

El texto alternativo, señoría, que me complazco en cri- 
ticar políticamente se fundamenta de acuerdo con las 
reservas de estas asociaciones, en cuatro puntos fun- 
damentales. En primer lugar, en la designación de vo- 
cales del Consejo General del Poder Judicial, un viejo 
fantasma que tiene un claro recordatorio en este Par- 
lamento, como consecuencia de la reiteración en su pre- 
sentación, en contra de la inmensa mayoría, por parte 
del Grupo Parlamentario Popular, en segundo lugar, en 
el régimen de los magistrados suplentes; en tercer lu- 
gar, en los sistemas de elección, otro viejo fantasma del 
Grupo Parlamentario Popular y de los sectores más cor- 
porativos de la magistratura, sistemas de elección de 

los denominados por tercer y cuarto turno; y, por Últi- 
mo, alguna breve alusión a los temas disciplinarios. 

Designación de los vocales. No hay que hacer un es- 
fuerzo pequeño, señor Trillo, para volver a reiterar, no 
sé si por quinta, por sexta, por séptima vez, los viejos 
argumentos que, desde hace siete u ocho años, no ya mi 
Grupo, sino todos los grupos venimos exponiendo, co- 
mo consecuencia además de la capitalización por la so- 
beranía popular de una enmienda de un Grupo pequeño, 
y no de la actitud de don Felipe González, sino de la en- 
mienda de un Grupo pequeño, cuyo portavoz en aquella 
época era don Juan María Bandrés. Por tanto, es algo 
reiterativo, es anual o al menos bianual volver a debatir 
sobre el tema de la elección. No hay en este tema origi- 
nalidad alguna. El señor Trillo nos plantea otra vez que, 
frente a la decisión soberana de la inmensa mayoría del 
Parlamento, el Grupo Popular, y al parecer por razones 
urgentes, necesita imperiosamente que volvamos a las 
andadas, que volvamos a 1980 y que intentemos que las 
asociaciones profesionales de la magistratura recuperen 
su poder político mediante la elección de 12 vocales pa- 
ra el Consejo General del Poder Judicial. En este tiem- 
po nada, al parecer, ha variado, en este tiempo, al 
parecer, no hay una realidad distinta, no se han escu- 
chado las voces de los distintos grupos parlamentarios 
que ya en esta Cámara se han pronunciado de manera 
reiterada, sino que volvemos otra vez a una vieja obse- 
sión de una de las asociaciones más corporativas, más 
duras y más conservadoras de la magistratura que tie- 
ne en esto, al parecer, una especie de objetivo definiti- 
vo, sin el cual no cabe descanso alguno. 

Siguen pensando SS. SS., nadie sabe por qué, que la 
legitimidad de aquellos vocales del Consejo General del 
Poder Judicial, tercer Poder del Estado, que nace del 
Parlamento y, por tanto, de la soberanía popular, es una 
legitimidad menor que aquella que nace de las asocia- 
ciones profesionales de los jueces. No es posible que 
se entienda por parte de un Grupo Parlamentario con- 
creto que, aun a efectos de corporativismo, si de cor- 
porativismo estuviéramos hablando, se pueda sustituir 
el corporativismo que puede haber en esta sala, que vie- 
ne elegida por más de 20 millones de personas, por el 
corporativismo de la elección a través de 3.300 jueces 
y magistrados; no es posible que se entienda eso. Y no 
es posible que se entienda, por lo tanto, de conformi- 
dad con el mandato constitucional (éste sí, interpreta- 
do correctamente) de que la justicia emana del pueblo 
y que los jueces sólo la administran, pero que emana 
del pueblo, que se entiende consecuentemente que el 
artículo 1 P de la Ley Orgánica del Poder Judicial pue- 
da decir cosa distinta. 

Qué ocurre, señorías, porque hay que empezar a pro- 
fundizar a base de calcular cuáles son los motivos o las 
intenciones que avalan esta propuesta, a nuestro enten- 
der descabellada y a nuestro entender, datos objetivos, 
que procuró una no muy feliz vivencia en el Consejo Ge- 
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neral del Poder Judicial durante los años ochenta, como 
bien saben SS.  SS.  El corporativismo de quien quiere 
que sigan siendo 3.300 jueces los que elijan a un Poder 
del Estado sólo tiene una trampa, pero ésta es impor- 
tante. Tiene la trampa que aparece en el texto alterna- 
tivo, de acuerdo con la cual para ser elegido hay que 
formar parte de una asociación profesional de jueces 
o ser avalado por el 2 por ciento de los electores. La 
trampa está ahí, perfectamente moldeada, a través de 
dos paredes: una, es necesario pertenecer a una aso- 
ciación, y es necesario, obviamente, o es conveniente 
que esa asociación sea la mayoritaria o alguna de las 
mayoritarias, aquellas que tienen un talante profunda- 
mente conservador, las que no creen que este Parlamen- 
to tenga legitimidad suficiente para elegir al tercer 
Poder del Estado, igual que elige al primero, al Ejecu- 
tivo, y al segundo. Por tanto, si se mantiene, como man- 
tienen también los miembros del Grupo Parlamentario 
Popular, la elección de otros ocho miembros por el Con- 
greso y por el Senado y si, según parece vaticinarse 
-con cierta benevolencia, bien es cierto-, el Grupo 
Parlamentario Popular no tendría menos de un 30 por 
ciento de esta Cámara en sucesivas elecciones, tenemos 
que en un futuro Consejo General del Poder Judicial 
los vocales estarían en un 30 o un 40 por ciento elegidos 
en buena medida bajo los parámetros del Grupo Par- 
lamentario Popular -que, por cierto, no ha renuncia- 
do a ese derecho en las últimas elecciones del Consejo- 
más un 75 por ciento a través de las asociaciones pro- 
fesionales, que tan caras les son a nuestros queridos 
compañeros del Grupo Parlamentario Popular. Esta tie- 
ne que ser la única razón, no puede haber otra, la ra- 
zón de los números, porque no es viable ni es defendible 
desde esta Cámara que una legitimidad sea mayor que 
otra, ni es defendible que una legitimidad sea siquiera 
igual a otra, no lo es en absoluto, señorías. 

Hay otra cuestión que me parece que merece la pena 
poner de manifiesto, no sin antes advertir -yo estoy 
seguro de que el señor Trillo lo ha dicho movido por 
la dialéctica, en el fragor de la batalla, con un tono bien 
es cierto que moderado- que quizá debería pensar el 
señor Trillo que frases como la de «origen maldito», 
destinadas a definir el origen parlamentario de algu- 
nos jueces y que usted ha expresado con anterioridad 
en esta tribuna, tal vez no sean las frases más brillan- 
tes que se puedan decir desde esta tribuna parlamen- 
taria. Segunda cuestión, repito, selección de jueces y 
magistrados, otro viejo fantasma de S S .  SS. que casa 
perfectamente con el primero de ellos, con el corpora- 
tivismo, el gremialismo y la endogamia a que hacen 
referencia a la hora de designar vocales del Consejo Ge- 
neral del Poder Judicial. Haré alguna crítica. Señorías, 
no entendemos nosotros, pero estoy seguro de que lo 
entenderemos en el trámite parlamentario correspon- 
diente y posterior a éste, que incluso en el sistema li- 
bre de oposición planteen en este momento una nueva 

composición del tribunal, de acuerdo con la cual se eli- 
mina un catedrático de los dos que existen en el tribu- 
nal -alguien lo definiría nuevamente como endogamia, 
pero, como ya he repetido mucho la palabra, yo no lo 
voy a hacer- y se pone un único tribunal que debe, sin 
duda con un gran esfuerzo y con una gran eficacia, co- 
nocer del examen de más de 3.500 o 4.000 opositores, 
como sabe S.  S. que ocurre en estos casos. Más jueces 
en la composición del tribunal, tribunal único para po- 
der examinar a estos opositores, es una de las aporta- 
ciones, sin duda brillantes, que hacen ustedes en su 
texto alternativo. 

Turno de acceso a juristas. No es cierto en absoluto 
que en su día, cuando como consecuencia de la labor 
de los ponentes, entre los cuales me encontraba, de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial se decidió un tercer y 
cuarto turno para que juristas de reconocida compe- 
tencia accedieran a la carrera judicial, se hiciera por 
medidas exclusivamente coyunturales. Es decir, no era 
porque en ese momento se necesitaran jueces. Eso era 
un plus a los motivos reales del porqué de la elección 
para la función judicial de otra sensibilidad. Le voy a 
recordar tres, señor Trillo: uno, ... 

El señor PRESIDENTE: Señor Barrero, le ruego 
concluya. 

El señor BARRERO LOPEZ: Lo haré inmediatamen- 
te, señor Presidente. 

Uno, lograr una extracción de los jueces más acorde 
con la realidad en la que vivimos y no una endogamia 
exclusiva y excluyente que creo que todos, hasta uste- 
des, señorías, tendríamos que intentar evitar. Dos, otra 
razón: facilitar a cualquier persona por méritos propios, 
como consecuencia de su competencia como jurista, el 
acceso, que supone un enorme honor, a la función ju- 
dicial, independientemente de su capacidad económi- 
ca, de su capacidad laboral o de sus problemas 
familiares, porque bien sabemos todos, señorías, que 
una gran parte de los que accedían a la oposición o ju- 
dicatura era jóvenes que habían terminado la carrera 
y que se podían permitir -lo cual es plausible- el lu- 
jo de permanecer dos o tres años estudiando con el fin 
de conseguir acceder a la carrera de juez. (Rumores.) 
Hay muchas personas que no han tenido esa posibili- 
dad y sí tienen esa vocación y han demostrado, a tra- 
vés de su capacidad jurídica en la universidad, en el 
juzgado, que son capaces de juzgar y hacer ejecutar lo 
juzgado con absoluta corrección. Tercer motivo, señor 
Trillo, porque sí queríamos que en el carrera judicial, 
que se cooptaba fundamentalmente por la vía de opo- 
sición del estudiante y por la vía de la memorización, 
tuviera también en su seno sectores con distinta sensi- 
bilidad jurídica, es decir, sectores que proceden de otro 
tipo de funcionarios o de la universidad. 
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Quisiera hacer, ya con mucha brevedad, señor Pre- 
s iden te,. . . 

El señor PRESIDENTE Le ruego concluya. 

El señor BARRERO LOPEZ Quisiera hacer alguna 
consideración ya muy rápida de algunos de los proble- 
mas que veo -algunos nada más- en su texto alter- 
nativo. 

Cuarto turno. Rápidamente voy a señalar los proble- 
mas, señor Trillo. En primer lugar, las normas del con- 
curso que ustedes plantean no permiten ni siquiera que 
se oiga, que se escuche al Ministro de Justicia, al Mi- 
nisterio de Justicia. En segundo lugar, no hay si siquiera 
un tiempo mínimo de convocatoria de las plazas de ma- 
gistrado, por lo cual pueden no convocarse durante el 
tiempo que el Consejo General del Poder Judicial esti- 
me oportuno. Elimina, además, la capacidad para ex- 
presar el número de vacantes que considera correcto 
el Ministro de Justicia, el Ministerio de Justicia, y tam- 
bién elimina, por lo tanto, la disponibilidad presupues- 
taria que va anexa a estas plazas. Dicho de otra manera, 
con este texto alternativo, y concretamente con este ar- 
tículo, de un plumazo -no sé si éste era su objetivo, se- 
ñor Trillo-, nos quita a este Parlamento la posibilidad 
de controlar el capítulo 1 del Ministerio de Justicia, que 
pasa directamente al Consejo General del Poder Ju- 
dicial. 

Termino, señor Presidente, ahora ya sí, advirtiendo 
de algunas cosas que nos han merecido una cierta aten- 
ción a la hora de leer su texto alternativo. La responsa- 
bilidad disciplinaria: es cierto que la mayoría de los 
tipos que presenta el proyecto han sido aceptados y ad- 
mitidos por S.  S., por el Grupo Parlamentario al que re- 
presenta, pero hay tres cuestiones que nos producen 
una cierta desazón, señor Trillo. Primero, ... 

El señor PRESIDENTE Señor Barrero, es que anun- 
cia tres cuestiones más. Le ruego resuma. Termine en 
un minuto. 

El señor BARRERO U)PEZ Muchas gracias, señoría. 
,Voy a mencionar las tres cuestiones de manera su- 

maria. En primer lugar, eliminan de la potestad disci- 
plinaria, como falta muy grave, el deber de fidelidad 
a la Constitución. A ver quién entiende esto. Lo tienen 
todos los funcionarios, señor Trillo. ¿Qué menos que 
lo tengan aquellos que tienen como móvil en su función 
jurisdiccional velar por la Constitución de una mane- 
ra más profunda que cualquier otro? En segundo lu- 
gar, eliminan el número 7 del artículo 417, de manera 
que quien tiene un pariente en un tribunal o alguna per- 
sona con la que es incompatible, aunque lo sepa, no es 
sancionado con la potestad disciplinaria ni tipificado 
para ser sancionado disciplinariamente. Tercero y ú1- 
timo, señor Presidente: Elimina la falta que consiste en 

la abstención injustificada, con lo cual permiten que 
algún juez se abstenga sencillamente porque no quiere 
ver el asunto. Ponga esto en relación con el artículo 221, 
apartado 3, de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

Y termino, ya sí, señor Presidente, con alguna califi- 
cación. Yo le agradezco profundamente, señor Trillo, 
pues nos conocemos desde hace años, el tono modera- 
do. Yo lo achaco a que no tenía posibilidad de defensa 
de su texto alternativo. ¿Y por qué? Porque su texto al- 
ternativo, señores, es innecesario; es innecesario por- 
que no es urgente, además. Momento habrá, si usted 
quiere, de hablar del tema de elección de vocales del 
Consejo General del Poder Judicial. No  tiene un tono 
amplio. Tiene que tener un tono moderado en su dis- 
curso porque es reiterativo, señoría. Bs reiterativo por- 
que es la quinta vez que hablamos de lo mismo, de la 
elección de vocales del Consejo General del Poder Ju- 
dicial. Y es, y lo he dicho y creo haberlo demostrado 
una vez más, señor Trillo, endogámico y corporativis- 
ta. Aquellos -y yo creo que ustedes también- que re- 
presentamos a la sociedad, y no a un gremio, no 
podemos votar a favor de su texto alternativo. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Barrero. 
El señor Trillo tiene la palabra. 

El señor TRILLO-FIGUEROA MARTINEZ-CONDE: 
Señor Presidente, señorías, no esperaba yo que ésta fue- 
ra la respuesta a una oferta coherente con lo que decía 
ser un pacto de Estado. Sinceramente creo, señor Ba- 
rrero, que después de muchos años, en efecto, ha caído 
usted en aquello de preparar la intervención antes de 
escuchar al que justifica una proposición, porque no 
ha contestado al texto alternativo, se ha metido en las 
enmiendas parciales y ha utilizado una serie de argu- 
mentos propios, en efecto, de cuando se debatía, con 
apelaciones a la vigencia o muerte de Montesquieu, el 
Consejo General y no a los argumentos que yo he su- 
ministrado desde esta tribuna. Pero permítanme, seño- 
rías, señor Presidente, que rechace algunos de esos 
argumentos, con toda cordialidad, para no perder el 
tono. 

El problema del Consejo General del Poder Judicial, 
en la fórmula que nosotros proponemos, no es un pro- 
blema de corporativismo. Dejen eso del corporativis- 
mo, de verdad. Es como si yo pretendiera que el señor 
Ministro de Justicia, por ser un destacado dirigente de 
una prestigiosa asociación de jueces y magistrados, es- 
tuviera aportando corporativismo al Gobierno de don 
Felipe González. Es absurdo. Los argumentos son de ida 
y vuelta, señor Barrero. Por tanto, no es así. El señor 
Ministro de Justicia es destacado dirigente de Jueces 
para la Democracia, como lo fue el señor Ledesma, y 
no por eso habrá visto S. S. que ningún miembro de mi 
grupo ni de grupo alguno haya llamado al Gobierno de 
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don Felipe González corporativista o que ejerza repre- 
sentación corporativa. No. No es un problema de cor- 
porativismo. 

El sistema que nosotros proponemos es el sistema 
-ya que S.  S. se empecina en volver al pasado- que 
propusieron ustedes, el Partido Socialista Obrero Es- 
pañol, en las Constituyentes, porque algunos compañe- 
ros de escaño que entonces tuvieron la fortuna de estar 
en las Constituyentes recordarán que la redacción fi- 
nal del artículo 122 la proporcionó precisamente el se- 
ñor Peces-Barba, ponente del Partido Socialista Obrero 
Español. Pero no es sólo eso. El proyecto alternativo que 
el Grupo Parlamentario Socialista presenta a la hora 
de confeccionar una ley que regule el Consejo General 
del Poder Judicial reproduce exactamente el texto que 
nosotros les hemos presentado ahora, fíjense, el mis- 
mo, el proyecto alternativo del año 1980, que está en el 
Boletín de la Cámara. Pero es más. Cuando don Fernan- 
do Ledesma manda la Ley Orgánica del Poder Judicial 
a esta Casa en 1983, recordarán SS. SS. que el proyecto 
contenía la misma fórmula que nosotros pretendemos 
ahora y que a usted le parece tan corporativa. 

No voy a apelar a la coherencia. Lo que digo simple- 
mente, señor Barrero, es que si hay que mirar hacia 
atrás miremos todos y justifiquen por qué entonces se 
consideraba un modelo idóneo y por qué ahora no se 
considera. Porque eso de que es cosa del Partido Popu- 
lar y de su grupo parlamentario la desconsideración, 
el desprestigio del Consejo General del Poder Judicial 
en su origen y en su funcionamiento no me lo he inven- 
tado yo. Tengo aquí el último baremo elaborado por el 
Consejo General del Poder Judicial en el seno de la ju- 
dicatura y fuera de ella. Le puedo dar incluso alguna 
encuesta, que no sé cómo me ha llegado, del CIS. ZSa- 
be cuál es la valoración de los españoles del Consejo 
General entre el puesto uno y el puesto treinta? El pues- 
to veintisiete, señor Barrero, y eso ha ocurrido del año 
1985 aquí. Y el baremo del Consejo General dice: La en- 
cuesta realizada en 1987 permitió ya comprobar cómo, 
tras el cambio de sistema para la elección de sus voca- 
les, se originó en buena parte de la judicatura una de- 
safección respecto de la institución que se manifiesta 
en una apreciación en 1983 (vigente el sistema que a 
ustedes les gustaba y ya no les gusta) del 3,13 del 2,5 
ya en 1987, y así sucesivamente en 1990 y en 1992. La 
tengo a su disposición, señor Barrero. 

El problema es más de fondo. No es un problema de 
corporativismo o no. Nosotros no defendemos a ningu- 
na asociación. No me parece que sea el tono para una 
asociación -sea del signo que sea, sobre todo si es la 
mayoritaria- los calificativos que ha empleado S. S.: 
retrógrado, conservador en el sentido más peyorativo, 
todas estas denominaciones, porque yo he tenido la de- 
licadeza de referirme a la que es, desde luego, mucho 
más próxima a algunos miembros de su grupo con to- 
do respeto, el que merecen todas las asociaciones que 

están en la Constitución y en las leyes, señor Barrero. 
¿O es que tendría yo que pensar que a ustedes no les 
conviene el sistema electivo porque temen que esa aso- 
ciación mayoritaria sea la que gane las elecciones? No 
voy a caer en eso. Medítelo S. S. A lo mejor es que us- 
ted está con unos recelos y unas defensas que nadie le 
está planteando. 

A las elecciones se concurre libremente. Las asocia- 
ciones hacen su propaganda, sus candidaturas y por sis- 
tema proporcional, que es lo que proponemos -cosa 
que a S. S. no le ha destacado de diferencia con el del 
80- se elige. ¿Y sabe lo que se elige? No se elige al Po- 
der Judicial. Pido al señor Ministro que se lo explique 
al señor Barrero. El señor Ministro sabe muy bien y, 
desde luego, señor Barrero, muchos miembros de esta 
Cámara también, que no se elige al Poder Judicial, ni 
por esta Cámara ni por los jueces y magistrados en el 
caso de nuestra fórmula, como usted ha dicho. El Po- 
der Judicial es la potestad de juzgar y hacer ejecutar 
lo juzgado. Lo deciden, lo ejercen los jueces y tribuna- 
les, cada uno de ellos. El Consejo General es simplemen- 
te el órgano de Gobierno de los jueces en relación a 
nombramientos, régimen disciplinario, etcétera, pero 
no ejerce jurisdicción, nunca ejerce poder judicial, se- 
ñor Barrero. No estamos eligiendo por corporaciones 
a un poder del Estado. No es así. Y además hay una di- 
ferencia básica, que comentaba con mis compañeros de 
escaño, que ustedes no han entendido nunca y que pue- 
de que esté en la raíz del modelo. Pero creo que usted 
convendrá conmigo en que en un sistema parlamenta- 
rio, que es el nuestro, a diferencia de un sistema asam- 
bieario, el Parlamento elabora las leyes, pero no lo hace 
todo como en el sistema asambleario. De esta forma, 
el Parlamento elabora una ley que da tanta legitimidad 
democrática a quienes actúan con arreglo a esa ley co- 
mo si lo hiciera el propio Parlamento. Así es. Eso es así 
y no se puede negar, Y si hay un sistema remitido por 
el artículo 122 de la Constitución Española a la Ley Or- 
gánica y la Ley Orgánica dice que serán elegidos de en- 
tre y por jueces y magistrados, es tan democrático como 
que lo designe el Parlamento. Y eso lo ha dicho el Tri- 
bunal Constitucional. No juegue usted con la termino- 
logía. Eso es tan claro y meridiano que no merece 
mayor comentario. 

? 

El señor PRESIDENTE: Señor Trillo, le ruego 
concluya. 

El señor TRILLO-FIGUEROA MARTINEZ-CONDE: 
Sí, señor Presidente. 

Solamente para dos precisiones respecto del sistema 
de selección, formación, perfeccionamiento y alguna 
alegría que se ha permitido sobre nuestras enmiendas 
particulares, muy brevemente. 

No creo que decir que el sistema de oposiciones sea 
un sistema endogámico contribuya, de verdad, a devol- 
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ver el prestigio a la magistratura. Creo que es injusto. 
Creo que reproduce los recelos que motivaron aquella 
errática reforma del señor Ledesma; tan errática que 
el señor Belloch la tiene que corregir en el proyecto que 
nos han traído. Creo que ese tipo de planteamiento, se- 
ñor Barrero, es el que no se tiene que invocar para ha- 
cer un consenso y un pacto de Estado. Ni ése ni este 
que dice que hay que cambiar el sistema de selección 
de jueces porque las oposiciones permiten el predomi- 
nio sociológico de la derecha en la magistratura. Es ne- 
cesario -dice- abrir el Poder Judicial a valoraciones 
y sentimientos de la sociedad. ¡Cómo si la oposición no 
los abriera! Es el programa 2.000 del Partido Socialis- 
ta el que hace esa apreciación, y parece que S. S. aún 
no se ha desprendido de él, cuando hay otros muchos 
miembros de su grupo que ni siquiera quieren oír ha- 
blar de semejante programa. 

Señor Presidente, termino con una referencia a una 
falta muy grave que figura en el proyecto para nosotros 
innecesaria, superflua. Dice el proyecto en el artículo 
417 que son faltas muy graves: una, el incumplimiento 
consciente del deber de fidelidad a la Constitución, es- 
tablecido en el artículo 5P1 de esta ley, cuando así se 
aprecie en sentencia firme. En primer lugar, técnica- 
mente ya el precepto deja algo que desear, porque no 
me imagino cuál es el incumplimiento inconsciente de 
la Constitución por un juez o un magistrado. El incum- 
plimiento consciente, sí. Pero si lo que quiere decir es 
doloso, con mala fe, de dolo malo, si está apreciado por 
sentencia firme, jcómo vamos a ponerlo como la pri- 
mera de las faltas graves? Además, señor Barrero, eso 
pugna con el propio régimen disciplinario y su concep- 
ción. Es algo que no añade nada. O es delito o simple- 
mente no merece la pena que esté ahí. 

Señor Presidente, termino diciendo, como al princi- 
pio, que lamento que el señor Barrero, en nombre del 
grupo mayoritario, del que tendría que haber acepta- 
do nuestra propuesta de entendimiento, haya antepues- 
to a los juicios los prejuicios. Se ha hablado de trampas; 
se ha hablado de endogamia. Usted ha hablado de re- 
troceso; usted ha hablado de retrógrados, y no es ése 
el lenguaje para un pacto de Estado. Insisto, una vez 
más, en que ustedes han hecho uso de sus prejuicios 
más que de su juicio. Así, no me extraña que mis com- 
pañeros hayan tenido que suspender las conversacio- 
nes sobre el impulso democrático. 

Gracias, señob Presidente. (Aplausos en los bancos del 
Grupo Populap..) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Trillo. 
Recuerdo a SS. S S .  que estamos erfel debate de tota-, 

lidad. Ténganlo En cuenta en la medida en que pueda 
ayudar a sus intqrvenciones. 

Tiene la palabra el señor Barrero. 

El señor BARREPO LOPEZ: A la mía la va a ayudar, 

señor Presidente, porque voy a intervenir con mucha 
brevedad. 

No parece que el tono del señor Trillo se haya eleva- 
do excesivamente, sin duda porque su nivel de conven- 
cimiento tampoco parece que siga excesivamente 
elevado. 

El señor Bandrés -yo lo he dicho en esta tribuna- 
fue el autor de la enmienda a través de la cual hoy el 
Parlamento español elige a todos los vocales del Con- 
sejo General del Poder Judicial. Lo único que eso sig- 
nifica, señor Trillo, es que cuando enmienda parte de 
un portavoz, aunque lo sea de un grupo pequeño, pero 
es correcta a juicio de los demás grupos, a excepción 
del de usted, evidentemente es aplaudida y aprobada. 
Por tanto, nada cambia que el primer texto, en los años 
ochenta, del Grupo Parlamentario Socialista, fuera de 
otra manera. El Grupo Parlamentario Socialista tiene 
la obligación -y usted también debería tenerla- de 
hacerse eco de aquellas enmiendas que sean positivas 
para hacer más fácil la Administración de justicia, su 
eficacia, etcétera, por lo que no tiene que asustar a na- 
die que el Grupo Socialista y tantos otros, ya en aque- 
llos años, aprobaran aquella enmienda; enmienda que 
ahora además defendemos porque nos la creemos de 
verdad. Y no es cierto, señor Trillo, la consecuencia que 
la elección parlamentaria pueda tener a efectos de pren- 
sa, porque determinados partidos -especialmente el 
suyo- y determinadas asociaciones se empeñen en que 
en los medios de comunicación no se sobrevalore esta 
decisión. No tenemos la culpa de que eso pueda tener 
un porcentaje, aunque sea menor, en el hecho de que 
en los sondeos aparezca la Administración de justicia 
como algo poco querido por la sociedad. Pero no creo 
yo que la medida que usted propugna, que sean elegi- 
dos por los propios jueces y fundamentalmente por las 
asociaciones profesionales de los jueces, aumente el cré- 
dito del Consejo General del Poder Judicial ante la so- 
ciedad. Más bien creo yo, señor Trillo, que ese crédito 
se aumentará cuando seamos capaces de revalorizar las 
instituciones, que esa sí que es una obligación de todos 
los que representamos al pueblo, y no nos empeñemos 
-también desde algún grupo político- en minusvalo- 
rarlas de manera continuada y habitual y hacer después 
gala de determinados sondeos donde se refleja esa mi- 
nusvaloración que hemos ayudado a que exista. 

Por lo tanto, señor Trillo, también impulso democrá- 
tico significa que todos ayudemos a que las institucio- 
nes puedan ser cada vez más queridas por la sociedad, 
porque es fundamental que la sociedad crea y quiera 
a sus instituciones. Ayuda poco, a mi entender siempre, 
el texto alternativo que usted presenta. Por tanto, ayú- 
denos usted en este impulso democrático porque es la 
primera ley que viene a la Cámara consecuencia de ese 
impulso y que tiene como objetivo -insisto una vez 
más- la revalorización de una institución fundamen- 
tal para el Estado; ayúdenos, al menos, a partir de este 
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momento con enmiendas positivas que nuestro grupo 
estará dispuesto, sin duda alguna, a aceptar, como acep- 
tamos la del señor Bandrés. Pero nos tememos muy mu- 
cho que en algunos temas, en aquellos que porque 
tenían aristas el Ministro de Justicia no ha traído a es- 
ta Cámara buscando el consenso -y que usted ha traí- 
do porque las tiene- sea muy difícil que el impulso 
democrático se consiga porque tenga que pasar la re- 
válida de lo que usted diga y no el normal consenso de 
los grupos parlamentarios, excluido el suyo, que sí es- 
tán de acuerdo en que este es un buen ejemplo de im- 
pulso democrático y que podamos ejecutar desde hoy 
en este Parlamento. 

Yo, señor Presidente, no voy a entrar en el tema de 
selección. No somos nosotros -que tenemos, insisto, 
un contrato con la sociedad desde el 6 de junio porque 
en nuestro programa hablábamos del impulso democrá- 
tico- los que no queremos seguir en él. Otros partidos 
sí son sensibles a apoyar ese impulso. N o  juegue con 
el doble sentido de la palabra que permite, de un lado, 
decir que quienes no tiramos del carro somos nosotros 
y a la vez poner en ese camino piedras suficientes para 
que este impulso, al menos por su parte, no pueda ser 
posible. Allá cada uno, señor Trillo, con su responsa- 
bilidad. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Barrero. 
¿Grupos que desean fijar su posición? (Pausa.) Por 

el Grupo Mixto tiene la palabra el .señor Albistur. 

El señor ALBISTUR MARIN: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

He de empezar por felicitamos del procedimiento se- 
guido por el Ministro de Justicia en la elaboración del 
anteproyecto que presentó al Consejo de Ministros con- 
sensuando previamente esta reforma con las asociacio- 
nes judiciales, trabajando conjuntamente con ellas, de 
donde resulta un texto, fruto del consenso, equilibrado 
y a nuestro modo de entender moderado. Llama, sin em- 
bargo, la atención el carácter urgente y parcial de esta 
reforma, que esperamos se complete necesariamente 
con otra reforma más profunda de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, que esperamos sea tramitada en breve 
a fin de abordar cuestiones como competencias trans- 
feribles a comunidades autónomas que la reforma que 
ahora nos ocupa no llega a tratar. 

Entrando en el contenido de la presente reforma, hay 
también que felicitar al Ministro de Justicia porque pre- 
cisamente una de sus primeras iniciativas legislativas 
-tal vez la primera- se dirija a reformar la Ley Orgá- 
nica del Poder Judicial, en aras a delimitar competen- 
cias entre el Poder Ejecutivo y el Consejo General del 
Poder Judicial, particularmente atribuyendo a éste to- 
das las competencias en materia de selección de jue- 
ces, cuestión ésta que ya había sido reivindicada por 

el hoy Ministro de Justicia cuando ocupaba el cargo de 
vocal del Consejo. 

En el tema de selección de jueces y magistrados con- 
sideramos acertado se continúe con el mantenimiento 
de los llamados tercer y cuarto turnos; esto es, con el 
reclutamiento de jueces y magistrados de entre juris- 
tas de reconocida competencia. Animamos a que ello 
continúe así en el futuro, dando sobre todo facilidades 
para acceder mediante concurso de méritos comproba- 
dos y no endureciendo las condiciones de dichos con- 
cursos. En efecto, la razón de ser de los tercer y cuarto 
turnos no debe obedecer únicamente a necesidades de 
reclutamiento masivo de jueces, sino a la bondad de la 
incorporación a la carrera judicial de juristas compe- 
tentes, formados y experimentados en diversas facetas 
del trabajo jurídico que enriquecen, sin duda, al pro- 
pio Poder Judicial. Por ello no podemos atender, y so- 
bre todo pedimos que no se atiendan, al menos en un 
próximo futuro, las voces que claman por su supresión 
y que, en la elaboración del texto de reforma, tanto se 
han dejado oír en este sentido. 

Tampoco podemos pasar por alto una breve referen- 
cia al sistema de selección de los vocales del Consejo 
General del Poder Judicial que, a nuestro entender tam- 
bién acertadamente, se mantiene inalterado, pese a las 
voces que desde siempre han pretendido su modifica- 
ción. Consideramos plenamente ajustada al espíritu 
constitucional y a la legitimidad democrática la elec- 
ción de los vocales del Consejo General por este Parla- 
mento, pero recordamos los matices que el Tribunal 
Constitucional hizo y que otras muchas voces, inclui- 
da alguna asociación judicial, como usted conoce, tam- 
bién hacen. En particular queremos destacar el aban- 
dono y definitivo destierro del sistema de reparto por 
cuotas, cuidando la transparencia en la elección de vo- 
cales, así como un examen de los candidatos por esta 
Cámara. Es de esperar que en breve tengamos ocasión 
de ajustarnos a tales principios y, en consecuencia, 
aprovecho la oportunidad para reclamar, además, que 
urgentemente se proceda a la cobertura de las cinco va- 
cantes existentes en el Consejo, de las cuales la última 
es precisamente la suya, señor Ministro. 

Conocemos, ya en otro orden de cosas, que no ha si- 
do fácil llega1 al texto de consenso en materia de régi- 
men disciplinario de los jueces, y comprendemos su 
dificultad y la posición de las asociaciones judiciales, 
toda vez que un endurecimiento de tal régimen disci- 
plinario debe darse únicamente desde la óptica del ne- 
cesario pleno respeto del Poder Judicial al marco 
constitucional y desde la óptica del correcto y eficaz 
cumplimiento del servicio público que, no lo olvidemos, 
tan bien desempeña la Administración de justicia y el 
propio Poder Judicial. 

Otras consideraciones ajenas a las expuestas no jus- 
tificarán, de ningún modo, un mayor rigor en la des- 
cripción y determinación de tipos disciplinarios. De ahí 
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que también nos alarmáramos por las noticias que, allá 
en el pasado mes de octubre, tuvimos sobre el documen- 
to de trabajo en esta materia, máxime cuando recor- 
damos una desafortunada y ya en su momento respon- 
dida, intervención, procedente del Partido en el Gobier- 
no, que en mayo de 1993 reclamaba un mayor control 
de los jueces; alarma lógica en todo demócrata conven- 
cido que considera que no hay mayor garantía del ejer- 
cicio eficaz y pleno de los derechos fundamentales y 
libertades públicas de los ciudadanos que el disponer 
de un Poder Judicial claramente independiente. 

Sabemos del carácter urgente de esta reforma y con- 
sideramos también urgente abordar el proceso de trans- 
ferencia del personal al servicio de la Administración 
de justicia a la Comunidad Autónoma del País Vasco, 
por lo que consideramos que se pierde una ocasión de 
dar una muestra de voluntad política en esta materia 
al no reformar, eliminando, el carácter de cuerpos na- 
cionales que la vigente ley atribuye a dicho personal. 
En este sentido, manifiesto que apoyaremos las enmien- 
das del Grupo Vasco en materias que afectan a una con- 
clusión de las transferencias de competencias en 
materia judicial, cuyo ejercicio se puede considerar mo- 
délico. Sabemos que, con una voluntad política, ese es- 
collo es salvable, pero consideramos que podría haberse 
utilizado esta reforma para haberlo abordado. 

Pese a todo y dado que, como hemos indicado al ini- 
cio, esperamos a la mayor brevedad encontrarnos dis- 
cutiendo en esta Cámara un nuevo proyecto de reforma 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial, no hemos proce- 
dido a enmendar el que ahora se nos ha presentado si- 
no que, por el contrario, manifestamos, aunque con las 
salvedades citadas, nuestro apoyo. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Albistur. 
Por el Grupo de Coalición Canaria tiene la palabra 

el señor Olarte. 

El señor OLARTE CULLEN: Señor Presidente, seño- 
rías, necesariamente tenemos que remontarnos a la 
comparecencia del señor Ministro ante la Comisión de 
Justicia e Interior el pasado día 6 de octubre, hace tan 
sólo cuatro meses aproximadamente, en la que hizo una 
oferta, a la que mi grupo parlamentario respondió con- 
gruentemente, en el sentido de que la solución de los 
grandes temas que atañen a sus responsabilidades tie- 
nen que darse a través de un auténtico pacto de Esta- 
do. Nosotros no sólo hemos mantenido con el señor 
Ministro y sus colaboradores un contacto frecuente y 
provechoso en tal sentido, sino que hoy nos congratu- 
lamos de la intervención del señor Ministro que a prio- 
ri reconocía la bondad de las enmiendas presentadas 
en términos generales, sin la menor discriminación de 
los distintos grupos parlamentarios, y expresaba su ta- 
lante positivo a dar cabida a las preocupaciones tras- 

ladadas, a través de las enmiendas respectivas, por los 
grupos parlamentarios en el proyecto que en definiti- 
va se convierta en ley después de su correspondiente 
tramitación. Coherentemente con aquel deseo que ya 
le expresamos en su comparecencia en la Comisión, co- 
herentemente con los trabajos verificados desde enton- 
ces y no tan sólo respecto a este proyecto de ley, y con 
la oferta de diálogo, de consenso y de entendimiento ex- 
presada al principio de su intervención por el señor Mi- 
nistro, perseveramos en ello y nos congratulamos de 
haber conseguido con él ese diálogo que, por supues- 
to, Coalición Canaria no ha logrado con el resto de los 
componentes del Ejecutivo. 

El señor Ministro, en aquella comparecencia, seña- 
laba como grandes bloques de actuación en estos años 
la coordinación de la actividad normativa del Ministe- 
rio, la reforma procesal, las transferencias a las comu- 
nidades autónomas y al Consejo General del Poder 
Judicial. Creemos que se distinguió perfectamente lo 
urgente, de lo que lo era menos, de la necesidad de dar 
respuesta a los problemas que la sociedad del Estado 
español tiene en su conjunto planteados respecto a un 
funcionamiento anormal ¡por qué no! de la Adminis- 
tración de Justicia, porque en ésta la normalidad y la 
eficacia es lo que debiera primar. Y hemos visto ade- 
más, por encima de todo, un talante en el Ministerio pro- 
clive a un diálogo con las comunidades autónomas, 
acaso porque no,en balde pasó años de su vida en el 
ejercicio de sus”funciones en dos comunidades autóno- 
mas y sabe lo que son las peculiaridades y nuestras rei- 
vindicaciones. El señor Ministro hablaba de que había 
cierta crisis de legitimación y no de legitimidad, que 
teníamos que dar respuesta a una pregunta y teníamos 
que dar soluciones desde esta Cámara a qué es lo que 
deben ser los jueces, qué es lo que debe ser el Poder 
Judicial. Si el Poder Judicial debe estar integrado ex- 
clusivamente por quienes lo componen o se tiene que 
producir alguna integración más y, por supuesto, algu- 
na reestructuración funcional de mayor cabida. Sabe- 
mos que no es precisamente este el momento para 
entrar en disquisiciones sobre cuál deba ser el conte- 
nido de lo que se ha dado en llamar -término que no- 
sotros consideramos que no es especialmente 
afortunado-la Oficina Judicial, pero sí creemos que 
es preciso concebir toda la actividad judicial como una 
gran empresa que, para organizarla, es necesario saber 
lo que se quiere hacer. 

Hoy hemos analizado, con la premura que las esca- 
sas horas nos han posibilitado, el texto alternativo en 
que consiste la enmienda de totalidad del Grupo Popu- 
lar, en el que existen tres grandes bloques. En primer 
lugar, cuál debe ser la composición, los orígenes y la 
formación del Consejo. Estamos en una línea de sinto- 
nía en lo esencial con cuanto expresó el señor portavoz 
socialista, precisamente por nuestro temor al corpora- 
tivismo y porque creemos que si por algo ha resultado 
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estigmatizado el Consejo del Poder Judicial ha sido no 
por culpa o responsabilidad de los grupos políticos mi- 
noritarios, sino precisamente porque los grupos mayo- 
ritarios quisieron en su día repartirse la tajada del 
poder judicial y estigmatizaron, a través de la reproduc- 
ción de aquellos sentimientos políticos que motivaban 
las designaciones, las confrontaciones, la trascenden- 
cia de las mismas y, en definitiva, provocaron un dete- 
rioro notable de la idea purísima de la Administración 
de justicia que debe tener toda nuestra sociedad. 

Tenemos pánico al corporativismo. Y creemos que 
hoy, cuando se hablaba de hipocresía y demás, no so- 
mos precisamente nosotros ni otros grupos los respon- 
sables de que la situación siga en un bloqueo pernicioso 
e inadmisible que tan sólo está transmitiendo frustra- 
ción a todas las capas de nuestra sociedad. 

Otro bloque, que constituye un número de artículos 
notable del texto articulado que presenta el Grupo Po- 
pular, es el relativo a la responsabilidad patrimonial 
del Estado como consecuencia de las actuaciones de 
la Administración de justicia, y creemos que ése no es 
el planteamiento ortodoxo de la cuestión. La Adminis- 
tración de justicia es Estado y creemos que precisamen- 
te, sin perjuicio de que se contemplen ahí unas 
pinceladas que puedan ser importantes y, a lo mejor, 
imprescindibles, debe ser otro el marco general. Por- 
que hay que reconocer que el tercer bloque no es otra 
cosa, en muchas ocasiones, que un mero trasunto de 
lo que se contiene ya en el proyecto, en otras ocasiones, 
mejoras técnicas y, en algunas otras, por qué no, algu- 
nas discrepancias en conceptos filosóficos, muy aten- 
dibles, pero que evidentemente podían haberse 
producido con absoluta normalidad por el trámite de 
las enmiendas. 

Necesitamos una justicia ágil, rápida, eficaz, presti- 
giosa y prestigiada, evidentemente. Creemos que es im- 
prescindible, por encima de todo, tratar de dar solución 
a las reivindicaciones del Consejo General del Poder Ju- 
dicial en coherencia con lo que ya ha expresado al res- 
pecto el Tribunal Constitucional, y por eso expresamos 
nuestra conformidad, en primer lugar, con la necesi- 
dad que existía de residenciar de manera amplia, y no 
generosa sino justa, las competencias que ahora que- 
dan en el Consejo, con que es preciso acometer, sin du- 
da, una reforma urgente de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial y con que, en este caso, la prioridad que se ha 
dado a esta cuestión, que era fundamental, no empece 
para que se mantenga el criterio de urgencia que ya ex- 
plicitó el señor Ministro, comprometiéndose -no sé si 
podrá cumplir ese compromiso- a traer a esta Cáma- 
ra en el año 1994 algo tan gordo, tan importante como 
es la reforma en su conjunto de la Ley Orgánica. 

Estamos de acuerdo en la necesidad de atribuir al 
Consejo General las competencias en materia de la se- 
lección de los miembros de la carrera judicial, sin du- 
da. Estamos en desacuerdo absoluto con el tercer turno. 
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coalición Canaria quiere expresar terminantemente 
que no está de acuerdo ni mínimanente con el tercer 
turno. Y así como reconocemos que el cuarto turno ha 
sido extraordinariamente provechoso y que juristas de 
prestigio han accedido a los órganos jurisdiccionales 
por el cuarto turno, no ocurre lo mismo, por una serie 
de disfunciones, con el tercero, que recuerda aquel 
cuarto turno o puerta falsa tan famosa de la época re- 
publicana. Además, hay que poner de manifiesto cómo 
las excelencias intelectuales de un jurista pueden fra- 
casar cuando se plantea la realidad diaria de lo que es 
la llamada Oficina Judicial, lo que es 1aAdministración 
de justicia en los órganos jurisdiccionales unipersona- 
les. Y de ahí, precisamente, el hecho de que se hayan 
producido fracasos que, depués de meditar profunda- 
mente la cuestión, hagan que Coalición Canaria no es- 
té por la vía del tercer turna 

Estamos de acuerdo también con la necesidad de es- 
tablecer una impronta y actuar radicalmente y con ri- 
gor en el régimen disciplinario, en los poderes regla- 
mentarios que era preciso atribuir al Consejo, en todo 
lo relacionado con la provisión de las vacantes, suplen- 
cias, etcétera, y, por supuesto, con la autonomía presu- 
puestaria. 

Creemos que, en primer lugar, era preciso tratar de 
mejorar el texto, sin perjuicio de la lealtad que hemos 
querido mantener en este diálogo positivo que hemos 
tenido con el Ministerio, y de ahí que nuestro esfuerzo, 
nuestro trabajo, no se haya reducido al ángel siseñor, 
o al amén que, en ocasiones ocurre tanto en materia de 
consenso. Hemos presentado más de medio centenar 
de enmiendas; hemos presentado 65 enmiendas preci- 
samente porque coincidimos con la voluntad expresa- 
da por el señor Ministro de mejorar el proyecto de ley 
que ha sido remitido a esta Cámara. 

El señor PRESIDENTE: Señor Olarte, le ruego 
concluya. 

El señor OLARTE CULLEN: Termino enseguida, se- 
ñor Presidente. 

Con la supresión del tercer turno, hemos recobrado 
una cierta tranquilidad al ver cómo configura el pro- 
yecto el llamado juez adjunto, aunque yo no sé si ahí 
se habrá producido un cierto frenazo en las ilusiones 
que en su momento pudiera abrigar el señor Ministro, 
pero, evidentemente, ha situado la cuestión en el pro- 
yecto de manera que da satisfacción a la pretensión de 
Coalición Canaria, y nos da tranquilidad. 

Hemos valorado positivamente que se recojan las su- 
gerencias que en su día hicimos a propósito de la cues- 
tión autonómica, pero eso no ha sido obstáculo para que 
hayamos querido seguir profundizando en la misma y 
hayamos, por tanto, propuesto, a través de distintas en- 
miendas, la posibilidad del recurso de revisión por par- 
te de los tribunales superiores de justicia, aunque el 
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Estatuto en concreto de una comunidad no lo contem- 
ple (pero que no ponga reparos, por no contemplarlo 
precisamente la ley orgánica), y hemos establecido ade- 
más una serie de conceptos atinentes al tema autonó- 
mico que creemos son de notable importancia. 

Finalmente, señor Presidente, hemos puesto un cui- 
dado muy especial en el régimen disciplinario y cree- 
mos que en eso no se ha profundizado adecuadamente. 
Hemos puesto un cuidado especial, y por la vía de las 
enmiendas tenemos que tratar de corregir distintas dis- 
funciones. En primer lugar, nos oponemos al traslado 
forzoso por una razón: si en alguna carrera no debe pro- 
ducirse como sanción el traslado forzoso, opina Coali- 
ción Canaria que es precisamente la judicial. Se va a 
estigmatizar al poder mismo, lo van a conocer y lo van 
a soportar los ciudadanos de aquel lugar donde vaya 
destinado el juez, trasladado forzosamente, y no es 
igual, con todos nuestros respetos, trasladar al clásico 
funcionario de los manguitos de un lugar a otro que 
a quien está investido de la augusta tarea y la función 
de ejercer la Administración de justicia. 

Creemos que en el Archipiélago Canario, donde tan- 
tas y tantas vacantes hay, íbamos a ser el colector de 
los sancionados, y si bien es cierto que en algunas oca- 
siones, como ocurrió con don Miguel de Unamuno y los 
famosos y prestigiosos demócratas del contubernio de 
Munich, tuvimos la satisfacción y el honor de poder 
compartir momentos importantes de nuestra vida con 
ellos, no siempre ha ocurrido así en el proceso de los 
funcionarios castigados, que normalmente se solían 
remitir por la vía de un confinamiento (o como se le 
llamase) al Archipiélago Canario, y eso nos preocupa 
profundamente 

El señor PRESIDENTE: Señor Olarte, le ruego 
concluya. 

El señor OLARTE CULLEN: Termino ya, señor Pre- 
sidente. 

Por todo ello, en definitiva, precisamente por consi- 
derar que en sus líneas generales el proyecto remitido 
por el Gobierno es extraordinariamente aprovechable, 
es extraordinariamente mejorable también y que pode- 
mos entre todos mejorarlo, es por lo que no podemos 
adherirnos, de ninguna manera, a la enmienda de to- 
talidad con texto alternativo que propone el Partido 
Popular. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Olarte. 
Por el Grupo Vasco, PNV, tiene la palabra el señor 

Olabarría. 

El señor OLABARRIA MUÑOZ: Señor Presidente, se- 
ñorías, señor Trillo, manifiesto en nombre de mi Gru- 
po Parlamentario que vamos a votar en contra de su 

enmienda de totalidad con texto alternativo, no sin fe- 
licitarle, porque el Grupo Popular ha hecho un esfuer- 
zo notable en la articulación de un texto alternativo, 
bien documentado jurídicamente, ajustado a los reque- 
rimientos técnicos-jurídicos de rigor en esta materia, 
pero de cuya filosofía discrepamos, de cuyos presupues- 
tos teóricos discrepamos, de cuyos principios axioló- 
gicos, con un tono quizá un tanto pedante, discrepamos 
también. 

La presentación por el Grupo Popular, en todo caso, 
de un texto articulado alternativo nos permite con- 
trastar dos filosofías, dos maneras de entender -re- 
produciendo el tenor literal del artículo 122 de la 
Constitución- la forma de organización, funcionamien- 
to y gobierno de los jueces y magistrados. Esto sí que 
es un debate de Estado, la naturaleza jurídica de este 
debate es de Estado. Estamos hablando de uno de los 
más relevantes principios organizativos del orden con- 
vivencia1 y democrático. No es discutible que esta sea 
una materia de Estado, lo que pasa es que, señor Trillo 
-y se lo digo con toda amabilidad y con todo respeto, 
con el mismo tono amable que usted ha utilizado en su 
exposición-, nos parece desorbitada la pretensión de 
que el fundamento del presupuesto teórico de su texto 
alternativo sea nada menos que regenerar las insti- 
tuciones del Estado de Derecho. Me imagino que no se 
atribuirán ustedes la iniciativa o la exclusiva en el es- 
píritu regenerador de las pretendidamente degradadas 
instituciones democráticas del Estado de Derecho. Es- 
ta pretensión nos parece absolutamente desorbitada e 
injusta por lo que tiene de sectaria y de exclusión de 
todos los demás grupos parlamentarios. Ustedes no 
pueden pretender atribuirse ningún tipo de prerroga- 
tiva monopolística en exclusiva en esta materia. Pero 
esta iniciativa permite, como decía, señor Presidente, 
señor Ministro, contrastar dos formas de entender la 
organización, funcionamiento y gobierno del estatuto 
jurídico de los jueces y magistrados; la forma de en- 
tender la relación entre los tres poderes del Estado, si- 
quiera parcialmente, porque tanto el proyecto de ley 
presentado por el Gobierno, como su texto alternativo, 
acometen una reforma de naturaleza parcial, no global, 
de las materias atinentes al Poder Judicial, las formas 
de entender las competencias del Consejo General del 
Poder Judicial; dos modelos en los cuales -como le he 
comentado- nos aproximamos más al Gobierno, que 
perfila el Estado con un proyecto de ley técnicamente 
muy correcto, algo perfectible; si admite nuestras en- 
miendas, señor Ministro, será casi perfecto el proyecto 
de ley que ustedes han presentado. Es una perspectiva 
técnica de una rigurosa articulación de las materias que 
estamos regulando en este proyecto de ley. Se lo digo 
sin ninguna vanidad. Usted sabe que nuestras enmien- 
das complementan uno de los aspectos peor tratados, 
menos finamente tratados por el proyecto de ley ela- 
borado por sus técnicos y presentado por el Gobierno. 
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Nosotros discrepamos de la filosofía del Grupo Po- 
pular en esta materia, y hemos escuchado atentamen- 
te su intervención, yo la he escuchado atentamente, 
señor Trillo, y usted sabe que yo no hablo de oídas, us- 
ted sabe que yo poseo su texto alternativo hace algún 
tiempo y que lo he podido estudiar, y discrepamos por 
las siguientes razones, y se las voy a particularizar sin 
hacer ningún tipo de reflexión ideológica susceptible 
no de crear escándalo, como usted decía antes, sino me- 
ramente, ya a estas horas de la mañana, de alterar este 
tono pacífico, cuasi familiar, del debate que estamos 
haciendo. 

En primer lugar, ustedes acometen la reforma de al- 
go que entendemos nosotros que adolece de cierta ex- 
temporaneidad, de cierto problema de temporalidad; 
acometen la reforma de los artículos 111,112,115 y 116, 
en sus números 1. En definitiva, acometen la reforma 
por considerar ustedes pretendidamente urgente una 
regulación nueva de esta materia: el sistema de selec- 
ción y de designación de los vocales del Consejo Gene- 
ral del Poder Judicial. 

Nosotros entendemos que es extemporáneo en este 
momento regular esta materia, y no decimos que no se 
tenga que hacer. Incluso -si no han transcrito mal los 
medios de comunicación sus palabras-, yo he oído al- 
gunas reflexiones del propio Ministro bastante críticas 
al sistema vigente en este momento de selección de vo- 
cales del Consejo General del Poder Judicial. Ha llega- 
do usted a utilizar unas expresiones como problemas 
de legitimación, que no de legitimidad, que sería ver- 
daderamente grave, pero sí de legitimación, en el fun- 
cionamiento del Consejo General del Poder Judicial. 
Creo que se tiene que acometer, pero usted sabe, señor 
Trillo, que en este momento no se puede acometer esta 
reforma porque falta suficiente consenso político, fal- 
ta el suficiente consenso social y falta, sobE todo, el 
suficiente consenso profesional. 

En esta materia no es que no estemos de acuerdo los 
grupos parlamentarios (que por cierto estamos dando 
un espectáculo que empieza a cantar un poco no pu- 
diendo llegar a acuerdos sobre cuestiones tan de Esta- 
do como ésta), es que tampoco están de acuerdo los 
vocales del Consejo General del Poder Judicial, y no es- 
tán de acuerdo los jueces y magistrados sobre cuál es 
el sistema idóneo para proveer esta designación, la for- 
ma de cubrir la cobertura de estas vacantes, ni están 
de acuerdo los profesionales del Derecho, ni está de 
acuerdo la Academia, ni están de acuerdo los profeso- 
res universitarios. Esta materia se tiene que sedimen- 
tar, hay que buscar elementos de consenso, y tenemos, 
sobre todo, y esta es la apelación que mi Grupo modes- 
tamente puede hacer -apelación que hacemos 
públicamente-, que buscar o articular o asumir todos 
los elementos de flexibilidad intelectual para llegar a 
un acuerdo que nos posibilite un legítimo, constitucio- 
nalmente, y un eficiente funcionamiento del sistema de 

designación de vocales del Consejo General del Poder 
Judicial. Esta es una responsabilidad de todos, de us- 
tedes y de todos los demás grupos que tenemos asien- 
to en esta Cámara en este momento. Es una respon- 
sabilidad colectiva y compartida, y si las cosas nos sa- 
len mal, también la respoiisabiiidad es de todos. Por eso 
mi Grupo, a través de mi persona, hace una apelación 
al rigor, a la reflexión y a la caracterización de estas 
materias como problemas de Estado que deben ser ob- 
jeto de un consenso social, político y profesional amplio. 

De todas formas, el sistema que ustedes proponen 
tampoco nos gusta y se lo voy a decir con honestidad 
palmaria. N o  nos gusta casi nada, aunque algunas co- 
sas también son pertinentes y relevantes. Para empe- 
zar, en la parte de vocales del Consejo General del Poder 
Judicial que corresponde designar tanto al Congreso 
como al Senado utilizan una locución que no es neutra 
ideológicamente, una locución bien reveladora. Utilizan 
la expresión de quince años de trabajo efectivo. Esta 
es la expresión que resulta pertinente subrayar -y us- 
ted sabe por qué le digo que resulta pertinente subra- 
yar- de trabajo efectivo en cualquier profesión jurídi- 
ca, tanto para la parte que corresponde designar de vo- 
cales al Congreso como al Senado, a los ocho vocales 
que se extraen por este procedimienta 

En cuanto al procedimiento de selección de los de 
procedencia judicial, que se designan a través de un me- 
canismo endógeno dentro del mundo judicial, tampo- 
co nos gusta el procedimiento que articulan. Sobre todo 
no nos gusta, y ha sido ya comentado por el señor Ba- 
rrero y por otros portavoces, el sistema de asignar le- 
gitimación en esta materia, en nuestra opinión tan 
desproporcionada, a las asociaciones profesionales de 
jueces y magistrados. 

Otras materias de su texto alternativo que nos gene- 
ran recelos siguiendo capítulo a capítulo, por orden co- 
rrelativo, serían las nuevas atribuciones que otorgan al 
Consejo General del Poder Judicial. No nos gusta nada 
que le concedan también atribuciones al Consejo Ge- 
neral del Poder Judicial en materia disciplinaria, la 
competencia en relación al régimen disciplinario ati- 
nente a oficiales y a agentes judiciales. Nos parece que 
es una competencia no atribuible al Consejo General 
del Poder Judicial, y tampoco al Ministerio de Justicia 
en exclusiva, ha de ser al Ministerio de Justicia y, en 
su caso, a las comunidades autónomas que ostenten 
competencia en esta materia. 

Siguiendo con otras cuestiones relevantes de su tex- 
to alternativo, le diré que no nos gusta la desconfianza 
que parece rezumar en cuanto al procedimiento de se- 
lección de los denominados tercer y cuarto turno. Se 
ve claramente que el redactor de este proyecto, proba- 
blemente usted mismo, desconfía, anda con el brazo 
muy encogido cuando realiza la articulación que debe 
ser la que sirva de fundamento a la provisión de vacan- 
tes de jueces y magistrados a través de los denomi- 
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nado: tercero y cuarto turno. Se ve que rezuma descon- 
fianza en esta materia, como también se ve esa descon- 
fianza en el sistema de provisión de jueces y 
magistrados para determinada asociación profesional, 
en concreto la Asociación Profesional de la Magistra- 
tura, cuando establecen, por ejemplo, que cuando el Go- 
bierno manifiesta que se puede reservar un cuarto de 
las plazas totales para provisión por estas vías, uste- 
des limitan estas plazas a la décima parte. Y cuando 
el Gobierno establece seis años de ejercicio profesio- 
nal para poder acudir a este procedimiento de acceso 
a la judicatura, ustedes establecen diez años de ejerci- 
cio profesional. Nosotros no tenemos ningún tipo de re- 
nuencia, de reserva mental respecto al tercer y cuarto 
turno y entendemos mejor la articulación que provee 
el proyecto de ley presentado por el Gobierno. 

Otras materias que no nos gustan de su texto alter- 
nativo. Regulan -y me corregirá si no es así, señor 
Trillo- una escuela superior de la Magistratura, algo 
parecido al sistema francés, copiado con cierto mime- 
tismo, un Centro Superior de Estudios de la Adminis- 
tración de Justicia. Pero nos da la impresión de que no 
terminan de cerrar bien la regulación, aunque las com- 
petencias son importantes, son formativas y son, inclu- 
so, para la configuración de las bases para la promoción 
de juez a magistrado, entre otras cuestiones importan- 
tes. Entiendo que esta parte de su texto debía de estar 
mejor articulado. 

En materia disciplinaria, por acabar rápidamente, 
porque ya veo que el tiempo se me va agotando peli- 
grosamente, le voy a decir algo, señor Trillo, que nos ha 
provocado auténtica perplejidad, como se la ha provo- 
cado al portavoz socialista, señor Barrero. ¿Cómo han 
excluido ustedes de las faltas graves la conducta con- 
sistente en el incumplimiento de la fidelidad constitu- 
cional? Me gustaría una respuesta específica a algo que 
es terriblemente llamativo y espectacular. ¿Cómo no 
puede concebirse como falta grave nada menos que el 
incumplimiento del deber de fidelidad constitucional, 
con una regulación que ya en el texto del Gobierno, in- 
cluso, está muy edulcorada porque en borradores an- 
teriores que yo conocía el perfil de esta conducta 
sancionable, constitutiva de infracción, era mucho más 
específico, mucho más duro y mucho más garante de 
la fidelidad constitucional que es tan debida a los jue- 
ces y magistrados como a cualquier otra persona sin 
ninguna excepción? Resulta chocante esta omisión en 
su texto. 

El texto presentado por el Gobierno es perfectible 
también y estas perfecciones las vamos a acometer, qui- 
zá de forma más prolija, en trámites posteriores, señor 
Ministro. Es perfectible sobre todo en el aspecto que 
en que menos finos han sido los redactores de este pro- 
yecto, en el ajuste del proyecto de ley a los requerimien- 
tos del bloque de constitucionalidad. ¡Ojo!, esto provoca 
un genuino problema de constitucionalidad a este pro- 

yecto de ley, el ajuste al sistema competencia1 previsto 
y configurado por el Título VI11 de la Constitución y 
los estatutos de autonomía en la materia que es objeto 
de regulación por este proyecto de ley, y este ajuste se 
puede cumplimentar perfectamente a través de la acep- 
tación de nuestras enmiendas, sin ninguna petulancia 
se lo digo, señor Ministro. 

En materias tan relevantes como resolver el viejo pro- 
blema, el viejo conflicto, también constitucional, de la 
catalogación o configuración de los cuerpos del perso- 
nal al servicio de la justicia, el artículo 454.2. Ustedes 
no han tenido -no quiero utilizar epítetos valorativos- 
pero, quizás, el coraje de afrontar la regulación de un 
problema que está creando importante conflictividad 
entre comunidades autónomas y la Administración cen- 
tral del Estada Usted sabe que hay una sentencia del 
Tribunal Constitucional, que es la 56/90, que establece 
que si bien en su actual configuración, en su actual te- 
nor literal, no es inconstitucional el artículo 454 de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial, indica el fundamento 
jurídico séptimo de esta sentencia que hay otras fór- 
mulas u otros sistemas constitucionalmente posibles. 
Nosotros, en nuestras enmiendas, les proponemos el 
que consideramos pertinente y el que mejor se ajusta 
a los requerimientos del bloque de constitucionalidad. 
Entendemos que no deben ser catalogados, configura- 
dos los cuerpos del personal al servicio de la justicia 
como cuerpos nacionales, porque eso impide la eficien- 
cia de la denominada cláusula subrogatoria contenida 
en muchos estatutos de autonomía, el de Euskadi, el 
de Canarias, el de Cataluña y algunos otros, y el ejerci- 
cio de competencias materiales, administrativas sobre 
el personal al servicio de la justicia, y nosotros, cuan- 
do hablamos de personal al servicio de la justicia, no 
se engañe, señor Ministro, nos referimos a todo el per- 
sonal, nos referimos a los secretarios judiciales, a los 
médicos forenses y a los oficiales, agentes y auxiliares 
judiciales, nos referimos a todos sin ninguna excepción. 
Nos gustaría que se resolviera ese problema. 

El señor PRESIDENTE: Señor Olabarría, le ruego 
concluya. 

El señor OLABARRIA MUÑOZ: Hay otra serie de pro- 
blemas competenciales que usted conoce, los hemos co- 
mentado en alguna ocasión; usted conoce nuestras 
enmiendas, que si son pertinentemente resueltas posi- 
bilitará que mi Grupo se adhiera a este importante pro- 
yecto de ley sin ningún tipo de reserva mental, señor 
Ministro, y este es un requerimiento no de nuestro Gru- 
po Parlamentario, tampoco de la regeneración de las 
instituciones del Estado de Derecho, como decía el se- 
ñor Trillo, es un requerimiento de la consolidación, de 
la estabilización política de un poder del Estado, y esa 
no es una cuestión baladí. 

Gracias, señor Presidente. 
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El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Olabarría. 
Por el Grupo Catalán (Convergencia i Unió), el señor 

Camp i Batalla tiene la palabra. 

El señor CAMP 1 BATALLA: Gracias, señor PRsidente. 
Nuestro Grupo tomó la opción en el momento de pre- 

sentar enmiendas al articulado que no se corresponde- 
ría ahora con una votación favorable a la enmienda a 
la totalidad que presenta el Grupo Popular. Por consi- 
guiente, no les extrañe que anuncie ya desde este mo- 
mento nuestro voto contrario a la iniciativa del Grupo 
Popular. 

Nuestras enmiendas al articulado parten del llama- 
miento que hizo el señor Ministro en la Comisión de Jus- 
ticia e Interior el día 6 de octubre, en la que planteó 
un esquema en el que en líneas generales coincidimos. 
El pedía la construcción de una Administración de jus- 
ticia de calidad, ágil, rápida, eficaz. Utilizó un término 
muy expresivo, una justicia no abrumada, decía el se- 
ñor Ministro, y ciertamente este es un esquema atrac- 
tivo, por el cual vale la pena trabajar. Decía también 
el señor Ministro que era necesario el establecimiento 
de un nuevo modelo competencia1 en dos líneas: a tra- 
vés de dar más competencias al Consejo General del Po- 
der Judicial y a través también de dar más compe- 
tencias a las administraciones territoriales autonómi- 
cas. Nos comentaba que se seguiría un camino a tra- 
vés de dos plazos: esta primera reforma que hoy 
estamos debatiendo y una segunda ya anunciada. Por 
consiguiente, esto nos llevó a una serie de contactos que 
motivan el hecho de que nuestro Grupo Parlamentario 
vea suficiente el documento del Gobierno para traba- 
jar en él. También es evidente que las enmiendas que 
hemos presentado pretenden mejorar este proyecto y 
consideramos que enmiendas presentadas por otros 
grupos parlamentarios pueden mejorarlo y mucho. 

La enmienda a la totalidad que presenta el Grupo Po- 
pular es inadecuada, podíamos decir, en un sentido po- 
sitivo. Es inadecuada porque lo que pretende en buena 
parte lo puede conseguir a través de enmiendas al ar- 
ticulado y quizás también porque el núcleo político cen- 
tral de la enmienda, que es el proceso de designación 
y selección de vocales del Consejo General, como se ha 
dicho aquí, requiere de un clima, de una metodología 
que seguro que no se consigue a través de la enmienda 
a la totalidad. Este tema, señorías, es el que a nuestro 
Grupo más le preocupa, y yo no voy a entrar en este tur- 
no, después de este largo debate, en el detalle de pun- 
tos concretos ni de la enmienda de totalidad ni del 
proyecto; está la referencia de las enmiendas parciales 
que hemos presentado y a ellas me remito. Como decía 
el señor Presidente de la Cámara hace un momento, es- 
tamos en un debate de totalidad y nuestro Grupo pre- 
tende simplemente fijar un punto de interés, hacer un 
ruego en este caso a los grupos mayoritarios. 

Nuestro Grupo Parlamentario siempre ha manifes- 

tado la necesidad de garantizar más independencia en 
la selección y elección de vocales del Consejo General 
del Poder Judicial. El modelo de elección vigente no nos 
entusiasma y creemos que ha de ser perfeccionado en 
la línea de reforzar su independencia. Pero coincidirán 
conmigo, señorías -como decía antes- en que no es 
a través de una enmienda a la totalidad como vamos 
a conseguir eso, ni lo vamos a conseguir tampoco de 
forma estable y suficiente a través de un acuerdo de 
simple mayoría Se requiere un acuerdo de «quorum» 
cualificado en la Cámara. El Grupo Socialista, y en su 
caso el Gobierno, ha de favorecer este acuerdo y el Gru- 
po Popular debe tener voluntad de llegar a ese acuer- 
do. Aquí se oyen muchas veces apelaciones al consenso 
y a la buena voluntad de todos, pero que no se corres- 
ponden después con el largo camino de fracasos que 
se producen en las negociaciones que son conocidas. 

Es evidente que cuando se habla a menudo de leal- 
tad constitucional ésta conlleva la voluntad de que las 
instituciones funcionen; pero para que las institucio- 
nes funcionen tiene que haber voluntad política. Por 
ello, hay una obligación institucional de los grupos ma- 
yoritarios de llegar a un acuerdo. Mi Grupo no les pide 
que se pongan de acuerdo ahora en los nombres 
-mejor si se ponen de acuerdo en los nombres y en el 
mecanismo actual-, pero lo que sí parece indefendi- 
ble es que no se pongan de acuerdo, y con ustedes el 
conjunto de la Cámara, no nos pongamos de acuerdo 
en el método, en la fórmula de selección y de elección 
de vocales. Esto no lo entendería, de ninguna forma, el 
conjunto de la ciudadanía. 

Nuestro Grupo está dispuesto a colaborar, a través 
de este proyecto de ley, a través de los ámbitos de dis- 
cusión que se puedan establecer en la construcción de 
una nueva fórmula de selección y designación de los 
vocales del Consejo General del Poder Judicial en la 1í- 
nea de reforzar su independencia. Creo, señorías, que 
esta es una necesidad de todos, puesto que nuestra cre- 
dibilidad quedaría en entredicho si exigimos una jus- 
ticia de calidad, eficaz y rápida, que garantice de forma 
efectiva la tutela judicial y, sin embargo, no somos ca- 
paces de llegar a acuerdos en un tema tan básico, tan 
esencial, como es la composición del órgano de gobier- 
no de la judicatura. La justicia de España, señorías, tie- 
ne demasiadas urgencias como para que no se llegue 
a acuerdos sobre ella. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Camp. 
Por el Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 

lunya, tiene la palabra la señora Aguilar. 

La señora AGUILAR RIVERO: Señor Presidente, se- 
ñorías, por parte del Grupo Federal de Izquierda Unida- 
Iniciativa per Catalunya queremos comenzar nuestra 
intervención planteando al Partido Popular, en primer 
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lugar, que lógicamente sus objetivos y los nuestros son 
totalmente distintos. Desde nuestro Grupo queremos, 
a partir de la situación actual, mejorar y avanzar a tra- 
vés del diálogo. Ustedes pretenden volver al pasado. Es- 
tán planteando en el texto que hoy traen a debate en 
este Parlamento, en primer lugar, el politizar la justi- 
cia. Pretenden sustraer la capacidad de decisión al Par- 
lamento, lugar en el que se residencia la soberanía 
popular, simplemente para trasladarlo a otro lugar y 
potenciar claramente el corporativismo con él. Plan- 
tean, además, un sistema de ingresos y ascensos clara- 
mente subjetivo y arbitrario. Limitan totalmente el 
tercer y cuarto turnos, haciendo una regulación restric- 
tiva, porque, en definitiva, lo que ha ocurrido, señores 
del Partido Popular, es que a ustedes lo único que les 
interesa de la reforma parcial de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial es la elección de los vocales del Conse- 
jo General del Poder Judicial, la selección y ascenso y 
el régimen disciplinario. No les interesa más. Lógica- 
mente, parece, por las palabras que el señor Trillo, en 
nombre del Partido Popular, ha pronunciado en su pri- 
mera intervención, que al Partido Popular comienza a 
preocuparle algo que le tenía que parecer normal, y es 
que, desde los grupos de la oposición, queramos y se- 
pamos dialogar, y no sólo eso, sino, además, acordar, 
concretar ese diálogo para avanzar y para mejorar. Es 
posible que lógicamente le preocupe por la posición del 
Grupo mayoritario de la oposición, que lo único que ha- 
ce es impedir, obstaculizar la concreción de ese diálo- 
go y contribuir, muy decididamente con ello, a la 
lamentable situación en la que hoy se encuentran di- 
versos y distintos órganos institiucionales, entre ellos 
el propio Consejo General del Poder Judicial. 

Tenemos, por parte de nuestro Grupo, que mostrar 
la sorpresa y, a la vez, la decepción que nos causa su 
enmienda de totalidad. Porque, sencillamente, señores 
del Partido Popular, esto no es un texto alternativo. Se 
ha utilizado esta vía, que, lógicamente, no vamos a du- 
dar de que sea legítima, para producir un debate polí- 
tico en la Cámara, pero, desde luego, lo único que 
ustedes han hecho no es hacer un texto alternativo, si- 
no introducir enmiendas parciales, y ustedes lo saben. 
Ello por no adentrarnos, incluso, a analizar la propia 
conformación técnica de la enmienda que han presen- 
tado. Es una enmienda a la totalidad que ustedes han 
denominado así, claramente contradictoria, porque han 
copiado del texto del Gobierno una buena parte, que 
está impregnado de una filosofía diametralmente 
opuesta a la que el Partido Popular quiere introducir 
en esta reforma parcial de la Ley Orgánica General del 
Poder Judicial. En ese sentido, se lo voy a demostrar. 

Señores del Partido Popular, han hecho una enmien- 
da a la totalidad que engloban en diez artículos referi- 
dos cada uno de ellos a otros tantos de la ley Orgánica 
del Poder Judicial, con tres disposiciones adicionales, 
tres transitorias, una derogatoria y dos finales. De los 

diez artículos en los que se concreta su enmienda a la 
totalidad, tres son completamente una copia calcada 
prácticamente del proyecto de reforma parcial del Go- 
bierno. Hay otros dos que mantienen la línea del texto 
del Gobierno, y lo único que hacen es modificarlo lige- 
ramente en alguna cuestión puntual, que no sustancial. 

Hay una diferenciación en el artículo 10 de ustedes, 
que desde Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya no 
compartimos, en cuanto a establecer dos elementos di- 
ferenciados: la Escuela Superior de la Magistratura, por 
un lado, y el Centro de Estudios de la Administración, 
por otro. Lógicamente, hay un artículo 1P en su enmien- 
da a la totalidad que se refiere al sistema de elección 
de vocales del Consejo General del Poder Judicial. En 
ese texto ustedes plasman una filosofía claramente en 
contraposición con la que postula el Grupo Federal de 
Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya. Ustedes plan- 
tean una posición claramente corporativa, un mayor 
peso de los jueces y magistrados, en detrimento del 
Parlamento. Nosotros, desde el sistema parlamentario 
actual, vamos a contribuir con nuestras enmiendas par- 
ciales a mejorar, pero, desde luego, nuestra posición es 
totalmente contraria a la filosofía que usted imprime 
en su texto a la elección de vocales del Consejo Gene- 
ral del Poder Judicial. 

En el artículo 2P de su texto, en las atribuciones del 
Consejo General del Poder Judicial, ustedes añaden dos 
más simplemente, nada sustanciales, nada signifi- 
cativas. 

En el artículo 3P sí merece la pena, para nuestro Gru- 
po Parlamentario, detenernos, porque introduce, dentro 
de la lógica de cuotas, mayorías cualificadas absoluta- 
mente para todo, y nosotros creemos precisamente que 
el Partido Popular ha planteado esta filosofía, sin du- 
da, también mediatizados por la situación actual. Han 
podido ustedes comprobar, señores del Partido Popu- 
lar, cómo, ante un Gobierno que ha renunciado a la obli- 
gación de gobernar, de dirigir, de gestionar un proceso, 
pueden utilizar indebidamente, al margen de los inte- 
reses generales de nuestro país, sus votos para obsta- 
culizar, para paralizar y para impedir, en definitiva, la 
normalidad constitucional e institucional. Por tanto, 
sean coherentes a la hora de invocar, en este ámbito par- 
lamentario, los millones de votos que tienen, y póngan- 
los al servicio de nuestro país y del conjunto de la 
ciudadanía, y hagan posible, por consiguiente, que, le- 
vantando el veto que en estos momentos tienen, se ge- 
nere la normalidad suficiente a nivel institucional. No 
vengan, pues, a invocarnos intereses generales del país 
cuando permanentemente, con su actitud de oposición, 
los están olvidando. 

Se puede, pues, también plantear que la mayoría cua- 
lificada en estos momentos está siendo indebidamen- 
te utilizada, no para obligar, desde la necesidad de esa 
mayoría cualificada, al diálogo, al acuerdo y a dar un 
mayor respaldo al órgano que tenemos que elegir, sino 



- 2504 - 
CONGRESO 24 DE FEBRERO DE 1994.-NúM. 51 

para vetar su regularización, y lógicamente, por parte 
del Grupo Parlamentario Federal de Izquierda Unida- 
Iniciativa per Catalunya, no vamos a entrar, en relación 
al texto, sabiendo la aplicación que de su filosofía ha- 
ce, porque tenemos la prueba en este momento, en la 
lógica que plantean, en primer lugar, del cuoteo y, en 
segundo lugar, de mayorías cualificadas para todo, a 
las que, sin duda, por nuestra parte, en las enmiendas 
parciales vamos a acompañar de mecanismos que im- 
pidan el ejercicio de veto, la utilización indebida de la 
necesidad de esa mayoría cualificada y, por ende, de 
la regularización de los órganos, sencillamente porque 
no queremos deteriorar la democracia. 

En su artículo 4?, cuya filosofía no compartimos, en 
absoluto -incluso les diría que nos preocupa-, dejan 
entrever los criterios de subjetividad y arbitrariedad 
que impulsan en este terreno sus propias propuestas, 
y nos causa má$ sorpresa aún lo que plantean, en rela- 
ción a su enmienda, en el artículo 6 P  Es totalmente res- 
trictivo, y pudiéramos encontmrnos con una situación 
peculiar después de la redacción que ustedes plantean 
en su -llamado por ustedes- texto alternativo, y es 
que un magistrado condenado a pena de prisión por de- 
lito doloso no perdiera la condición de tal, sencillamen- 
te porque dicen ustedes, señores del Partido Popular, 
que no cometió el delito en el ejercicio de sus funcio- 
nes. Es decir, podemos encontrarnos ante la situación 
de que un magistrado que haya asesinado o haya viola- 
do siga ejerciendo sus funciones de magistrado, con la 
redacción que ustedes han propuesto. Sería ciertamente 
curioso que en algún momento un ciudadano pudiera 
decir que el magistrado que tiene que dictar la senten- 
cia en su caso fue aquel que fue condenado por violar 
a tal o cual ciudadano. Sería curioso y, por tanto, nos 
sorprende tot-almente la intención y la redacción que 
han dado a este artículo en concreto. 

El señor PRESIDENTE Señora Aguilar, le ruego 
concluya. 

La señora AGUILAR RIVERO: Voy concluyendo, se- 
ñor Presidente 

Pretende separar la condición de ciudadano de la con- 
dición de magistrado y situar a los magistrados en un 
lugar preferencial en relación al resto de la ciudada- 
nía, que por comisión de un delito con pena de prisión 
le supone habitualmente la pérdida de su puesto de tra- 
bajo. No entendemos realmente este planteamiento, 
igual que también -y lo ha dicho ya algún Grupo Par- 
lamentario en esta tribuna- nos causa sorpresa y no 
deja de ser, valga la redundancia, sorprendente el que 
hayan quitado la lealtad constitucional necesaria de los 
magistrados de la redacción del llamado texto alter- 
nativo. 

Creemos que han utilizado un mecanismo reglamen- 
tario, sin duda, para provocar un debate político en tor- 

, 

no a un tema importante, cual es la reforma parcial de 
la Ley Orgánica General del Poder Judicial, pero no si- 
gan diciendo que han presentado una enmienda a la to- 
talidad con texto alternativo, sencillamente porque no 
es cierto. 

Nuestro Grupo -y concluyo con esto-, el Grupo Fe- 
deral de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya no es- 
tá de acuerdo totalmente con la reforma del Gobierno 
en su conjunto, pero por ello hemos utilizado la vía po- 
lítica adecuada, la de las enmiendas parciales, con un 
objetivo: el de mejorar el texto inicial partiendo de que 
compartimos la filosofía global. Por tanto, al igual que 
el portavoz del Partido Nacionalista Vasco, considera- 
mos que seguramente la mayoría de nuestras enmien- 
das van a ser aceptadas porque están motivadas, porque 
son propuestas razonables, porque son propuestas efi- 
caces que, en definitiva, vienen a mejorar globalmente 
el texto que se nos ha presentado por parte del Gobier- 
no, y ello lo hacemos, como siempre, en el ejercicio res- 
ponsable de oposición y, lógicamente, con el objetivo 
de mejorar el texto del Gobierno, pero, desde luego, en 
ningún caso de volver atrás, como pretenden ustedes, 
señores del Partido Popular. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Aguilar. 
Vamos a proceder a la votación. 
Enmienda de totalidad de texto alternativo del Gru- 

po Popular al proyecto de ley orgánica por la que se re- 
forma la Ley Orgánica del Poder Judicial. 
- Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 289; a favor, 119; en contra, 169; absten- 
ciones, una. 

El señor PRESIDENTE Queda rechazada la enmien- 
da de totalidad. 

- PROPOSICION DE LEY DE MODIFICACION DE 
LA LEY DE BASES DE DELEGACION AL GOBIER- 
NO PARA LA APLICACION DEL DERECHO DE 
LAS COMUNIDADES EUROPEAS (Número de ex- 
pediente 1221000024) 

¿ 

El señor PRESIDENTE: Debate de totalidad subsi- 
guiente a la enmienda de totalidad de texto alternativo 
planteada por los Grupos Socialistas, Popular, Izquier- 
da Unida-Iniciativa per Catalunya, Catalán (Convergen- 
cia i Unió), Vasco (PNV) y Coalición Canaria a la pro- 
posición de ley de modificación de la Ley de Bases de 
Delegación al Gobierno para la aplicación del Derecho 
de las Comunidades Europeas. 

¿Algún grupo desea intervenir en relación con este 
punto? (Pausa.) 
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Por el Grupo Socialista, tiene la palabra el señor 
Costa. 

El señor COSTA COSTA: Gracias, señor Presidente. 
Simplemente deseo decir que damos por defendida 

la enmienda en sus propios términos y la sometemos 
al debate subsiguiente en el próximo trámite de esta 
Cámara. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Costa. 
Vamos a proceder a la votación de la enmienda de 

totalidad. 
Enmienda de totalidad de texto alternativo a la pro- 

posición de ley de modificación de la Ley de Bases de 
Delegación al Gobierno para la aplicación del Derecho 
de las Comunidades Europeas. 

Comienza la votación. (Pausa.) ' 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 288; a favor, 287; en contra, uno. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la enmien- 
da de totalidad. 

CONVALIDACION O DEROGACION DE REALES 
DECRETOS-LEY ES: 

- REAL DECRETO-LEY 211994, DE 4 DE FEBRERO, 
POR EL QUE SE ACUERDAN MORATORIAS EN 
LAS TARIFAS DE UTILIZACION DEL AGUA Y UNA 

CA DEL ALMANZORA (Número de expediente 
1301000013) 

TRANSFERENCIA DE CAUDALES EN LA CUEN- 

El señor PRESIDENTE: Queda pendiente del orden 
de día, como recuerdan SS.  SS. ,  el punto séptimo, refe- 
rente a convalidación o derogación de Reales Decretos- 
Leyes. Recuerdan la propuesta de la Presidencia de de- 
batir en un momento posterior de la sesión este punto. 
¿Aprueba la Cámara que pasemos a debatir este pun- 
to? (El señor Fernández-Miranda y Lozana pide la 
palabra.) 

Tiene la palabra, señor Femández-Miranda. 

El señor FERNANDEZ-MIRANDA Y LOZANA: Gra- 
cias, señor Presidente. 

En nombre del Grupo Parlamentario Popular quisie- 
ra decir que aceptamos la modificación del orden del 
día en esta ocasión, pero poniendo de manifiesto que 
nos parece una falta de consideración y de respeto muy 
importante hacia esta Cámara el hecho de que un Mi- 
nistro del Gobierno no esté presente p a n  la defensa de 
una iniciativa de éi mismo. 

Queremos decir también que hay que considerar ex- 

cepcional esta modificación y que, si sucede en ocasio- 
nes futuras, el correspondiente punto del día tendrá que 
verse en otra ocasión. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Fernández- 
Miranda. 

En nombre del Gobierno, para explicar las razones 
que han determinado la promulgación del Real Decreto- 
Ley 211994, de 4 de febrero, por el que se acuerdan mo- 
ratorias en las tarifas de utilizacikon del agua y una 
transferencia de caudales en la cuenca del Almanzora, 
tiene la palabra el señor Ministro de Obras Públicas. 

El señor MINISTRO DE OBRAS PUBLICAS, TRANS- 
PORTES Y MEDIO AMBIENTE (Borrell Fontelles): Se- 
ñoras y señores Diputados ... (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: Señorías, guarden silencio. 

El señor MINISTRO DE OBRAS PUBLICAS, TRANS- 
PORTES Y MEDIO AMBIENTE (Borrell Fontelles): Se- 
ñor Presidente, señoras y señores Diputados. 

Debo empezar mis palabras presentado a la Cámara 
mis más sentidas disculpas por no haber podido estar 
esta mañana presente a la hora en la que había sido con- 
vocado para defender este Decreto-ley. Créanme que lo 
siento, sobre todo siendo como soy uno de los Minis- 
tros que con más dedicación y continuidad asiste al Par- 
lamento, cosa que hago, por cierto, con muchísimo 
gusto. Les ruego que acepten mis disculpas. 

Señorías, la persistencia de las adversas condiciones 
climatológicas actuales recomiendan adoptan, con ca- 
rácter de urgencia, medidas que ayuden a paliar los 
efectos producidos por la sequía. El trienio 91-92,92-93, 
93-94 ... (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: Un momento, señor Minis- 
tro. Señorías, ruego guarden silencio. Ocupen sus es- 
caños y, en su caso, deambulen con diligencia. 

El señor MINISTRO DE OBRAS PUBLICAS, TRANS- 
PORTES Y MEDIO AMBIENTE (Borrell Fontelles): Es- 
te trienio, decía, es, hasta el momento, sin ningún 
género de dudas, el más seco del presente siglo en la 
mayor parte del centro y del sur de la Península, afec- 
tando, fundamentalmente, a las cuencas del Guadiana, 
Guadalquivir sur, Segura y Júcar, además de Baleares. 

Las reservas actuales en el conjunto de estas cuen- 
cas son sólo el 17 por ciento de la capacidad total de 
embalse de las mismas, mientras que el año pasado, ya 
muy seco, suponía el 19 por ciento y la media de los 
últimos cinco años el 33 por ciento. 

Las precipitaciones se han producido de una forma 
muy desigual, lo que ha provocado inundaciones en la 
mitad norte de España, pero manteniendo a la mitad 
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sur y a Baleares en una situación de sequía, sin mirar 
a la en ocasiones peor a la del año pasado. 

Frente a esta situación, ante la que nada puede ha- 
cer el Gobierno, es necesario adoptar una serie de ac- 
tuaciones correctoras -aprobar un real decreto-ley 
para la moratoria en el pago de las tarifas de aguas, 
un real decreto para la gestión de los recursos hidráu- 
licos, al amparo del artículo 56 de la Ley de Aguas, tras- 
vasar 25 hectómetros cúbicos desde la cabecera del Tajo 
a la cuenca del Segura, ejecutar obras de emergencia 
frente a la sequía y otras frente a las inundaciones- 
y financieras. 

Lo más urgente era poner en vigor el real decreto-ley 
que es objeto de esta intervención, ya que la situación 
económica de muchos regantes afectados por la sequía 
hace extremadamente difícil que puedan afrontar el pa- 
go de la tarifa del uso del agua. Asimismo, por reque- 
rir rango de ley, se ha introducido en este Real Decreto 
una autorización para trasvasar a la cuenca del Segu- 
ra diez hectómetros cúbicos para compensar el déficit 
de riego. Estas medidas las propone el Gobierno en vir- 
tud de los títulos competenciales que le atribuyen los 
artículos 149.1.1 y 149.1.22 de la Constitución. 

En primer lugar, la moratoria en el pago de la tarifa 
de uso del agua se hace para reducir los efectos deri- 
vados de la sequía, facilitando y facultando a los agri- 
cultores a demorar el abono de la tarifa de uso del agua, 
y este Real Decreto-ley constituye la continuación de 
otros dos promulgados anteriormente. 

La persistencia de las desfavorables condiciones hi- 
zo que el Decreto-ley 8/1993, de 21 de mayo, prorrogase 
hasta el año 1994 tanto el pago de la tarifa del año 1993 
como los importes aplazados para este año provenien- 
tes del año 1992. 

Finalmente, y refiriéndonos siempre a las cuencas en 
que persiste la condición de sequía, este Real Decreto 
vuelve a prorrogar el abono hasta el próximo año 1995. 

No hay todavía definición sobre la tarifa del año 1994, 
porque entendemos que es prematuro, antes de que lle- 
gue la primavera, tomar medias, pero eso no excluye 
que, de confirmarse la actual situación, tengamos que 
procedeer, asimismo, a la prórroga de la tarifa del año 
1994. 

El Gobierno es consciente de las dificultades econó- 
micas que supondría para los agricultores el abono con- 
junto y simultáneo de todas las exacciones pendientes 
en el primer ejercicio en el que se modifique la actual 
situación climática, que alguno será. Por ello, el artículo 
1 P  del Decreteley 211994 ya establece que el Ministe- 
rio determinará, a partir de 1995, el sistema de amor- 
tización plurianual de las deudas acumuladas. 

Saben S S .  SS.  que estas tarifas no se pagan por dis- 
poner del agua con la que se riega. Si así fuera, sim- 
plemente habría que no aplicarlas, porque, si no hay 
agua con la que regar, no hay por qué exigir el pago de 
una exacción. Pero la exacción en cuestión no graba el 

uso del agua, no es un precio del agua, es la repercu- 
sión plurianual de las amortizaciones de las obras de 
infraestructura necesarias para regular los cauces y po- 
der suministrar agua. No es, por tanto, un precio del 
agua en términos de pesetas por unidad consumida, si- 
no una cuota de amortización de pesetas por año, en 
función de las inversiones efectuadas -que efectuadas 
están-, independientemente de que haya o no agua. 

La segunda medida es la relativa al trasvase de cau- 
dales desde la cuenca del Almanzora a los regadíos me- 
ridionales de la cuenca del Segura, puesto que hoy el 
embalse del Almanzora constituye una importantísima 
fuente de recursos para combatir la aridez de esta zo- 
na. Este embalse fue concebido como un elemento de 
redistribución de recursos propios y permite ahora tam- 
bién enviar excedentes del Almanzora en un sentido 
contrario al tradicional, que es precisamente lo que 
autoriza este Real Decreteley. Es decir, proponemos 
trasvasar hacia los regadíos meridionales de la cuen- 
ca del Segura -en la comarca del Pulpí, donde hay 
4.500 hectáreas hortofrutícolas de gran valor 
económico- un cierto volumen de agua a través de una 
conducción que fue construida en el año 1993 como 
obra de emergencia y que ha costado 700 millones de 
pesetas, con una longitud de 35 kilómetros, capaz de 
elevar el agua hasta 225 metros de diferencia de cota. 
Hemos invertido 700 millones de pesetas en poder efec- 
tuar este trasvase intercuencas y ahora, que hay agua 
acumulada rii la cabecera de este ministrasvase y he- 
mos acabado I \ I \  I hras que hacen posible trasvasar, acu- 
dimos a la Cai I 1'1 I a para solicitar la correspondiente 
autorización legislativa, hasta que el Plan Hidrológi- 
co Nacional consolide esta posibilidad, en el sentido 
Almanzora-Segura; trasvase que se produce por la si- 
tuación actual en que se encuentra la cuenca del Segu- 
ra, que ha recibido 56 hectómetros cúbicos, que son 12 
menos de los que recibió el año pasado, que fue el más 
seco de toda su historia; que tiene unas existencias de 
sólo 100 hectómetros cúbicos -112, en el mejor de los 
casos- con un embalse muerto del 75 por ciento, es 
decir, 30 menos que hace un año. 

Estos datos dan idea, dramática, pero real, de la ac- 
tual situación hidrológica, ya que, a diferencia del año 
anterior, no se ha podido facilitar ningún volumen pa- 
ra riego, hasta este momento, y hemos tenido que re- 
cortar los caudales ecológicos en un 50 por ciento. 

Con independencia del trasvase fijo para el abasteci- 
miento de estos 10 hectómetros cúbicos que se hace 
mensualmente del Tajo al Segura, en el presente año 
no se ha trasvasado nada para riego y hay que indicar 
que las modernas técnicas de regadío no permiten in- 
terrumpir el suministro de agua durante intervalos de 
tiempo prolongados, entre otras cosas porque el abo- 
no se realiza a través del propio sistema de riego. 

Otro problema acuciante en estos momentos es el de 
los agrios. El limón y la naranja tardía necesitan de for- 
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ma inmediata un riego que les permita alcanzar la me- 
dida necesaria para que puedan ser comercializados y 
compromete aún más el mercado internacional, con la 
consiguiente pérdida de puestos de trabajo que se pro- 
duciría, si no somos capaces de suministrar este volu- 
men mínimo imprescindible para que los frutos alcan- 
cen la dimensión mínima necesaria para que puedan 
ser objeto de comercialización internacional. 

Por ello, para cubrir mínimamente las necesidades, 
hemos hecho una evaluación del orden de 25 hectóme- 
tros cúbicos en el trasvase Tajo-Segura que se enviarán 
mediante el procedimiento ordinario, es decir, por de- 
cisión adoptada por la Comisión central de explotación 
del acueducto, sin necesidad siquiera de acuerdo de 
Consejo de Ministros, porque no se dan, afortunada- 
mente, las circunstancias excepcionales que requerirían 
la intervención del Consejo. 

La cabecera del Tajo tiene reservas suficientes para 
que sea la Comisión de Trasvase quien pueda tomar esta 
decisión, pero hoy es posible trasvasar los 10 hectóme- 
tros cúbicos porque el embalse de Almanzora está lle- 
no y porque la previsión del Gobierno hizo que el año 
pasado construyésemos este trasvase de 35 kilómetros 
de longitud, 220 metros de diferencia de cota y 700 mi- 
llones de inversión. Porque existe la infraestructura fí- 
sica y porque existe la capacidad en cabecera, podemos 
trasvasar 10 hectómetros cúbicos desde el Almanzora 
a la cuenca baja del Segura, que es fundamentalmente 
en lo que consiste la autorización que a través de este 
Real Decreto-ley el Gobierno traslada a las Cámaras en 
lo que es un elemento emblemático, iniciático de una 
política de trasvases de agua de una cuenca a otra de 
España a veces en pequeñas cantidades, a veces en gran- 
des volúmenes, a veces desde cerca, a veces desde le- 
jos para contribuir a vertebrar el territorio de la nación 
española en torno a lo que es uno de sus elementos bá- 
sicos de identidad y de progreso: el agua. El agua, pro- 
piedad común de todos los españoles que a través de 
este Decreto-ley y mediante las inversiones necesarias 
la ponemos al servicio del interés general esté situado 
donde este, a lo largo y a lo ancho de nuestra geografía. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): ¿Turno 

¿Grupos que deseen fijar su posición en este deba- 

Por el Grupo de Izquierda Unida, el señor Andreu tie- 

en contra? (Pausa.) 

te? (Pausa.) 

ne la palabra. 

El señor ANDREU ANDREU: Señor Presidente, se- 
ñorías, simplemente para manifestar el apoyo del Gru- 
po Parlamentario de Izquierda Unida-Iniciativa per 
Catalunya a este Decreto-ley y urgiendo, en cualquier 
caso, al Gobierno a fin de que avance los estudios del 
Plan Hidrológico para que no sea una continua apro- 

bación de decretos-ley la que vaya solucionando pro- 
blemas de esta naturaleza. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Muchas 

Por el Grupo Popular, el señor Arqueros tiene la 
gracias, señor Andreu. 

palabra. 

El señor ARQUEROS OROZCO: Señor Presidente, se- 
ñorías, para fijar la postura y posición del Grupo Po- 
pular respecto al Real Decreto-ley 2/1994, de 4 de fe- 
brero, por el que se acuerdan moratorias en las tarifas 
de utilización del agua y una transferencia de cauda- 
les en la cuenca del río Almanzora (Almería), a los re- 
gadíos meridionales de la. cuenca hidrográfica del 
Segura, hasta 10 hectómetros cúbicos, desde el embal- 
se de Almanzora. 

Señorías, el mundo al revés. Resulta paradójico que 
desde Almería, la provincia más meridional, más se- 
dienta y la más desértica de la Península Ibérica, com- 
prendida en la Cuenca hidrográfica del Sur, se quiera 
transferir agua, 10 hectómetros cúbicos, a la Cuenca hi- 
drográfica del Segura, cuando lo lógico debería ser to- 
do lo contrario. 

La provincia de Almena necesita el doble de agua de 
la que tiene. La media de la dotación de agua de Alme- 
ría es inferior a 600 metros cúbicos porhabitante y año 
cuando la media, considerada como aceptable, oscila 
entre los 1.100 y 1.300 metros cúbicos. 

En los últimos diez años la Administración ha sido 
incapaz de controlar la demanda del agua, lo que ha 
provocado sobreexplotación de los acuíferos del litoral, 
como son los de Campo de Níjar y Campo de Dalías. 

El déficit hídrico de la provincia de Almería es de 226 
hectómetros cúbicos al año. Todos estos datos son ex- 
puestos por ingenieros y expertos en la materia y son 
necesarios, por tanto, los trasvases de agua de otras 
cuencas excedentarias a la del Sur y muy especial y par- 
ticulamente a Almería, trasvases que deberán ser con- 
siderados en el Plan Hidrológico Nacional esperado 
desde hace más de ocho años en esta Cámara, prometi- 
do reiteradamente y no cumplido por los gobiernos SO- 

cialistas. 
El embalse del Almanzora, para conocimiento de 

SS. SS., tiene las siguientes características más impor- 
tantes. Su capacidad es de 168 hectómetros cúbicos; ac- 
tualmente el agua embalsada es del orden de 135 
hectómetros, lo que supone un porcentaje del 83 por 
ciento de su capacidad total; su ejecución comenzó en 
el año 1981 y la obra se terminó administrativamente 
en 1990. Quedan pendientes de ejecutar las conexiones 
y gran parte de la infraestructura de riego de su zona 
regable. 

El pantano de Almanzora tiene, además, como ha di- 
cho el señor Ministro, una función reguladora hipera- 
nual, un ciclo de varios años, por lo que se infrautiliza 
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dicho embalse, ya que, por trasvases de la dotación glo- 
bal prevista en el Plan Hidrológico Nacional, de 110 hec- 
tómetros cúbicos, esa función reguladora podría tener 
hasta dos ciclos anuales, con los consiguientes benefi- 
cios para la agricultura al ser regados los campos se- 
dientos de la provincia de Almería. 

El cupo asignado actualmente a Almería del trasva- 
se Tajo-Segura es de 15 hectómetros cúbicos anuales 
destinados a regadíos, más UM dotación sin definir pa- 
ra consumo humano, que Almería tiene cifrada en unos 
10 hectómetros cúbicos anuales. La media trasvasada 
de 1984 a 1990, desde el Tajo-Segura, ha sido de 7 hec- 
tómetros cúbicos al arío. Esta cifra está extraída de los 
datos que vienen en el proyecto de directrices del Plan 
Hidrológico de la Cuenca del Segura. Es noticia que los 
embalses del Segura están al 13 por ciento de su capa- 
cidad y han trasvasado, en estas fechas y desde el 13 
de enero de este año, 10 hectómetros cúbicos hacia las 
Tablas de Dairniel, que no se ha dicho, pero ese agua 
se ha perdido en el camino, no ha llegado a Las Tablas 
y piden que se envíen cinco hectómetros cúbicos más; 
no han llegado porque se han rellenado acuíferos se- 
cos intermedios. 

La cantidad asignada para Almería, en un principio 
de 200 hectómetros cúbicos, se ha reducido en el pro- 
yectado Plan Hidrológico Nacional y se ha dejado en 
100 hectómetros cúbicos, porque otros 100 hectómetros 
cúbicos son para Las Tablas de Daimiel, lo que demues- 
tra que don José Bono, que se negaba al trasvase desde 
el Tajo a la cuenca del Segura, es más eficaz y lucha- 
dor que don Manuel Chaves, todavía Presidente de la 
Comunidad Autónoma Andaluza. 

El déficit hídrico de la provincia de Almena ha sido 
siempre secular, muy preocupante, pero hoy día es alar- 
mante, como se manifiesta constantemente por los agri- 
cultores, sindicatos, asociaciones empresariales, indus- 
triales y vecinos de numerosas poblaciones. Este défi- 
cit y esta necesidad tienen traslado no sólo a la agri- 
cultura extensiva e intensiva, de la que Almería es claro 
exponente, sino que también se refiere al consumo hu- 
mano, como es el ejemplo de la sociedad Gestión de 
Agua del Levante Almeriense, S. A., Galasa, participa- 
da mayoritariamente por la Diputación de Almería, de 
gobierno socialista, que vende a doce pueblos del bajo 
Almanzora agua cara y de muy escasa y dudosa pota- 
bilidad, según ha manifestado el Ministerio de Obras 
Públicas y Medio Ambiente en contestaciones parla- 
mentarias, al superar el agua los niveles máximos es- 
tablecidos de sulfatos, por lo que se necesita un 
tratamiento químico-físico intensivo. Esta comunidad 
de doce pueblos del bajo Almanzora, a la que habrá que 
sumar la población de Albox, de unos 12.000 habitan- 
tes, gobernada por un alcalde de Izquierda Unida, ha 
solicitado entre 7 y 10 hectómetros cúbicos de agua po- 
table procedente del Tajo-Segura y, hasta la fecha, no 
ha habido contestación a la petición. Dicho trasvase lo 

tiene que autorizar la Junta de Explotación de Trasva- 
ses, con sede en Murcia, jclaro ejemplo de solidaridad! 

La provincia de Almería necesita urgentemente, y no 
para el año 2012 ni para el 2020, las tan deseadas de- 
mandadas obras hidráulicas como son las presas de 
Canjáyar, en el río Andarax, y la del Cholo, en el río Na- 
cimiento, así como el trasvase del pantano del Negra- 
tín al río Almanzora, reclainado por este Diputado en 
todos los presupuestos generales del Estado desde di- 
ciembre de 1986 hasta este último. Que se cumplan las 
dotaciones asignadas a la provincia de agua del tras- 
vase Tajo-Segura y que al pantano de Benínar lleguen 
los excedentes -subrayado- del río Guadalfeo y del 
futuro embalse de Rules; que el pantano de Benínar sea 
impermeabilizado, recoja las aguas de la vertiente 
oriental de la Alpujarra y abastezca de aguas a la vega 
de Adra, al campo de Dalias y a la población de Alme- 
ría capital. 

El Grupo Popular, tanto en el Senado, mediante una 
moción del día 22 de septiembre de 1993, por la que se 
instaba al Gobierno de la nación para que remitiera a 
las Cortes un proyecto de ley sobre sequía, como en las 
dos Cámaras reclamando el Plan Hidrológico Nacional 
así como a través de otras iniciativas parlamentarias, 
lleva dos aríos buscando soluciones globales y no par- 
cheos, como es este Real Decreto. 

Sobre el Real Decreto 811993, referente al pago de las 
tarifas de utilización de agua diferido hasta 1994 y que 
ahora se pretende diferir hasta 1995, hay que puntuali- 
zar y preguntar: ¿Se ha cumplido su finalidad y objeti- 
vo? ¿Cuánto ha gastado el Gobierno de la nación en la 
mejora del abastecimiento de la ciudad de Almería? Se- 
gún datos que tengo el ayuntamiento ha invertido 120 
millones y la Junta de Andalucía ha presupuestado 850 
millones de pesetas. ¿Y el Gobierno central? (Cuánto 
ha invertido en obras de interés general para la provin- 
cia, contempladas en el citado decreto y en el anexo que 
se comentan? 

Y en cuanto a la transferencia de 10 hectómetros cú- 
bicos de agua que se decreta es hasta los regadíos me- 
ridionales de la cuenca hidrográfica del Segura, quiero 
pensar, con ingenuidad no exenta de cierta suspicacia, 
que se trata de abastecer de agua y regar los campos 
de Pulpí, los de Guiraos de Cueva de la Almanzora, El 
Saltador y Huércal-Overa, todos en la provincia de Al- 
mería, con lo que habrán de construirse conductos y 
tuberías que lleven agua de una cuenca a otra, porque 
no están terminados, señor Ministro. 

Como representante del pueblo almeriense y en prue- 
ba de solidaridad, propongo a mi grupo parlamentario 
el voto afirmativo a la convalidación del Real Decreto- 
ley, a la vez que demando del Gobierno Socialista que 
proteja a la provincia de Almería, tan necesitada no sólo 
en períodos preelectorales; que cubran las necesidades 
hídricas de Almería a la mayor prontitud y en el siglo 
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XX; y a los almerienses les pido y ruego que sean gra- 
ciosos en la medida que otras regiones lo sean con no- 
sotros, con Almería, tierra seca pero hermosa y 
generosa. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gracias, 

Para fijar la posición del Grupo Socialista, el señor 
señor Arqueros. 

Amate tiene la palabra. 

El señor AMATE RODRIGLJEZ: Señor Presidente, se- 
ñoras y señores Diputados, muy brevemente, casi tele- 
gráficamente, seguro que me lo agradecerán, porque no 
estamos debatiendo el Plan Hidrológico Nacional ni ha- 
ciendo un debate de todas las necesidades que tiene la 
provincia de Almería en temas hidráulicos; hemos ve- 
nido exclusivamente a convalidar este Real Decreto, que 
dice lo que dice, y no todas las demás necesidades, que 
es verdad que la provincia de Almería tiene 

Veníamos, como decía, a convalidar este Red Decreto- 
ley 211994, de 4 de febrero, por el que se conceden mo- 
ratorias en la utilización del agua que se transfiere, y 
se transfieren 10 hectómetros cúbicos de agua desde 
el embalse del Almanzora hasta los regadíos meridio- 
nales de la cuenca hidrográfica del Segura. 

Me van a permitir S S .  SS.,  señor Presidente, que en 
este trámite de fijación de posiciones manifieste mi sa- 
tisfacción personal, como Diputado almeriense, la de 
mis compañeros de circunscripción y la de mi grupo 
por este Real Decreto y por lo que esto supone, satis- 
facción que tiene su justificación en varios motivos, a 
cual más importante. Por una parte, porque se amplía 
un año más la moratoria en el pago de las tarifas del 
precio del agua debido a la persistencia de las adver- 
sas condiciones climatológicas actuales en algunas re- 
giones y que afectan fundamentalmente a agricultores 
de 60 pueblos de las provincias de Madrid, Cuenca, To- 
ledo y, sobre todo, de Cáceres; agricultores que necesi- 

están atravesando sus explotaciones agrarias. Satisfac- 
ción también porque pensar hace unos años que desde 
Almería se podría trasvasar agua a otra cuenca era una 
utopía imposible de soñar. En este caso, corno también 
en otros, la utopía ha sido una idea prematura que se 
ha convertido ya en una hermosa realidad. 

El pantano de Cuevas de Almanzora es hoy una rea- 
lidad. El agua allí acumulada, esos 135 hectómetros cú- 
bicos de los que se ha hablado, es otra hermosa rea- 
lidad. Las obras de emergencia que se realizaron el pa- 
sado verano, a las que ha hecho referencia el señor Mi- 
nistro, hacen posible que se pueda efectuar este trasvase 
desde la cuenca hidrográfica del sur a la cuenca hidro- 
gráfica del Segura, son otra realidad. Y lo más impor- 
tante, en un tema tan delicado como es el agua, que 
tantas pasiones despierta, que enfrenta a pueblos ve- 

i tan esta moratoria debido a la precariedad por la que 
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cinos, a comunidades e incluso a familias, la solidari- 
dad que han demostrado los regantes del embalse del 
Almanzora es quizá lo más positivo que se ha produci- 
do desde la pmmulgación de este Real Decreto-ley. 

Señor Presidente, el Diputado que me ha precedido 
en el uso de la palabra ha empezado su intervención 
diciendo: el mundo al revés, en vez de venir agua de la 
cuenca del Segura a la provincia de Almería sale agua 
de Almería hacia la cuenca del Segura. La verdad es que 
no se ha dado cuenta de que la cuenca del Segura, la 
zona meridional de la cuenca del Segura también es 
provincia de Almería. Es decir, no sale agua de Alme- 
ría para irse a otra provincia, que tampoco nos hubie- 
ra importado a los almerienses, si nos sobrase agua 
darla a otras comunidades que lo necesiten; lo que he- 
mos hecho en esta ocasión, a través de las obras de 
emergencia, ésas que ha reseñado el señor ministro que 
se terminaron el verano pasado, es dar agua a una zo- 
na de Almería que se estaba secando desde otra zona 
también de la provincia. 

Señor Presidente, con estos 10 hectómetros cúbicos 
que se van a trasvasar se van a poder regar más de 4.500 
hectáreas en la zona de Pulpí, en la provincia de Alme- 
ría, y otras 550 hectáreas en la zona de los Guiraos, de 
Guazamara, en Cuevas de Almanzora, también en la pro- 
vincia de Almería. En total, son más de 5.000 hectáreas 
de tierra fértil y muy productiva que, de no haberse 
efectuado las obras necesarias, por valor de 700 millo- 
nes de pesetas, seguramente ahora estaríamos lamen- 
tando la pérdida de cosechas y consiguiente desempleo. 

Hasta ahora estas zonas estaban complementado su 
abastecimiento con dotaciones del trasvase Tajo-Segura, 
que al extenderse la sequía han tenido que suprimirse. 
Por este motivo el Gobierno socialista ha aprobado es- 
te Real Decreto-Ley, que nosotros vamos a apoyar sin 
ningún problema. 

Señor Presidente, señorías, Almería es seguramente 
la provincia más deficitaria de agua de toda España, 
y quizá por ello allí sabemos apreciarla, valorarla y sa- 
carle rendimiento. Existe un estudio del Ministerio de 
Agricultura en el que se dice que Almería es la provin- 
cia española que más rentabilidad saca, consigue por 
litro de agua consumido en regadío. 

Como somos deficitarios en agua, siempre hemos te- 
nido que apelar a la solidaridad de otras cuencas limí- 
trofes para satisfacer nuestras necesidades, la verdad 
es, tengo que reconocerlo, sin mucho éxito hasta el mo- 
mento, pero tampoco desesperamos, y sería grotesco 
por nuestra parte que estuviéramos solicitando solida- 
ridad de otras cuencas y no fuéramos solidarios entre 
nosotros mismos cuando pueblos vecinos lo necesitan. 
Por este motivo, cuando en el Almanzora tenemos agua, 
es justo que se atienda a otras zonas que se encuentran 
en graves dificultades a causa de la prolongada sequía. 
Sólo así estaremos legitimados para exigir equidad con 
Almería. 
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Somos. conscientes de que ésta es una situación ex- 
cepcional, que lo lógico es que la situación actual no 
dure mucho; lo normal es que Almería sea receptora 
de agua de otras cuencas. Por eso, señor Presidente, se- 
ñor Ministro, esperamos el Plan Hidrológico Nacional 
como agua de mayo. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gracias, 
señor Amate. 

Vamos a pasar a la votación, una vez finalizado el de- 
bate acerca de la convalidacion o derogación de este 
Real Decreto-ley. (El señor Presidente ocupa la Presi- 
dencia.) 

El señor PRESIDENTE: Votación para la convalida- 
ción o derogación del Real-Decreto-ley 211994, de 4 de 

febrero, por el que se acuerdan moratorias en Ias tari- 
fas de utilización del agua y una transferencia de cau- 
dales en la cuenca del Alrnanzora. 

Comienza la votación. (I’ausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 251; a favor, 251. 

El señor PRESIDENTE: Queda probada la convali- 
dación. 

(Desea algún grupo que se someta a votación la tra- 
mitación como proyecto de ley del Real Decreto-Ley con- 
validado? (Pausa.) 

Se levanta la sesión. 

Eran las dos y cincuenta y cinco minutos de la tarde. 
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